Criterios para aplicar razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la pena en la sede distrital judicial La Libertad, 2021. by Teatino Ticlio, Wilder
ESCUELA DE POSGRADO 
PROGRAMA ACADÉMICO DE MAESTRÍA EN DERECHO 
PENAL Y PROCESAL PENAL 
Criterios para aplicar razonablemente la suspensión 
provisional de ejecución de la pena en la sede distrital judicial 
La Libertad, 2021. 
TESIS PARA OBTENER EL GRADO ACADÉMICO DE:
 Maestro en Derecho Penal y Procesal Penal 
AUTOR: 
Teatino Ticlio, Wilder (ORCID: 0000-0001-9840-2742) 
ASESOR: 
Dr. Recalde Gracey, Andrés Enrique (ORCID: 0000-0003-3039-1789) 
LÍNEA DE INVESTIGACION: 
Derecho penal, procesal penal, sistema de penas, causa y formas del 
fenómeno criminal 









A mis padres, Segundo y Julia 
quiénes siempre sembraron en 
nosotros el esfuerzo para la 







A Esther mi compañera de vida y Braulio 
mi hijo, quiénes son la razón de nuestra 












A Andrés Enrique Recalde 
Gracey, por su vocación de 
servicio en la enseñanza y apoyo 
constante para la realización del 
presente trabajo. 
A, Jeniffer Estefanía Sánchez Jiménez, 
Kelly Marilyn Chanduví Horna y Luis Núñez 
Cubas, sin cuyo aporte académico y 
técnico no hubiere sido posible la 
materialización del presente trabajo 
iv 




Índice de contenidos iv 





III. METODOLOGÍA 19 
3.1. Tipo y diseño de investigación 19 
3.2. Categorías, subcategorías y matriz de categorización 20 
3.3. Escenario de estudio 25 
3.4. Participantes 25 
3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 26 
3.6. Procedimiento 28 
3.7. Rigor científico 28 
3.8. Método de análisis de datos 29 
IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 31 
V. CONCLUSIONES 73 
VI. RECOMENDACIONES 75 




Índice de tablas 
Tabla 1. Entrevistados implicados  31 
Tabla 2. Subcategoría 1.- Derecho fundamental: ¿La presunción de inocencia 
es considerado un principio o un derecho fundamental? Fundamente.       32 
Tabla 3. Subcategoría 1.- Sentencia firme: ¿Está de acuerdo con que mientras 
no exista una sentencia firme, aún subsiste el principio de presunción de 
inocencia? ¿Por qué?              34 
Tabla 4. Subcategoría 2.- La no exigencia de la libertad: ¿Le parece atendible 
que un condenado a pena leve pero efectiva no pueda acceder a suspensión 
provisional de la ejecución de la pena, mientras que otros condenados en 
libertad a penas efectivas y elevadas si puedan hacerlo? ¿Por qué?       35 
Tabla 5. Subcategoría 2.- Naturaleza del delito: ¿Considera Ud. que debería 
restringirse o derogarse la suspensión de la ejecución provisional de la pena 
para ciertos delitos? ¿De ser así que delitos?          37 
Tabla 6. Subcategoría 2.- Quantum de la pena: ¿Considera Ud. que debe 
existir un límite numérico de la pena impuesta para acceder a la suspensión 
provisional de la ejecución de la pena? De ser así ¿cuál sería el límite?     39 
Tabla 7. Subcategoría 2.- Peligro de fuga: ¿Debe analizarse el peligro de 
fuga para un condenado privado de libertad o para el que no lo está, de similar 
manera? Fundamente              40 
Tabla 8. Subcategoría 1.- Situación jurídica del sentenciado: ¿Es necesario 
que la persona se encuentre privado de su libertad para que acceda a la 
suspensión provisional de la pena? Fundamente.          42 
Tabla 9. Subcategoría 1.- Sentencia condenatoria efectiva: ¿Es necesaria la 
expedición de una sentencia condenatoria efectiva, total o parcial, para 
solicitar la suspensión provisional de la ejecución de la pena? ¿Por qué?   44 
Tabla 10. Subcategoría 1.- Recurso impugnatorio: ¿Es necesario la sola 
presentación del recurso impugnatorio, o que éste sea admitido, para acceder 
vi 
a la tramitación para la suspensión de la ejecución provisional de la pena? 
¿Por qué?               45 
Tabla 11. Subcategoría 2.- Naturaleza del delito: ¿Los delitos que generan 
alarma social y afectan gravemente el bien jurídico protegido, pueden tramitar 
la suspensión de la ejecución provisional de la pena? Fundamente       47 
Tabla 12. Subcategoría 2.- Gravedad del delito: ¿Importa el quantum de la 
pena impuesta para tramitar la suspensión de la ejecución provisional de la 
pena? ¿Por qué?              49 
Tabla 13. Subcategoría 2.- Peligro de fuga: ¿Es posible el análisis del peligro 
de fuga, para los sentenciados en libertad, cuando este presupuesto se ha 
enervado en la prisión preventiva? ¿Por qué?  51 
Tabla 14. Participantes involucrados en el desarrollo del focus group.  53 
Tabla 15. Resoluciones que resuelven infunda la suspensión de la ejecución 
provisional de la pena.              60
vi 
Resumen 
El presente trabajo se centró en el estudio de investigación sobre “Criterios 
para aplicar razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la 
pena en la sede distrital judicial La Libertad, 2021”, teniendo como objetivo 
que los criterios de la suspensión de la ejecución provisional de la pena sean 
aplicados de manera uniforme para con ello conllevar a la predictibilidad de 
las resoluciones generando la trasparencia. El tipo investigación utilizada fue 
de índole Aplicada, Orientada a la comprensión y Libre. Habiéndose 
considerado el diseño fenomenológico, donde se consideró como escenario 
de estudio el Colegio de Abogados de La Libertad, teniendo como 
participantes jurisconsultos especialistas en Derecho Penal. Se utilizó como 
técnicas e instrumentos la Entrevista de profundidad a expertos y las sesiones 
en profundidad o grupos de enfoque (focus group) y el análisis documental, 
las mismas que fueron validadas a juicio de 05 expertos en metodología y en 
Derecho Penal. 
Al culminar nuestro trabajo de investigación obtuvimos como principales 
resultados: La pena no alta y delitos no graves deben tomarse como referente 
para acceder a la suspensión provisional de ejecución de la pena, como 
también la no necesidad del presupuesto de la libertad ambulatoria para su 
concesión y la solicitud debe exigirse una vez expedida la sentencia habiendo 
admitido su recurso impugnatorio.  
El aporte de la investigación, se materializó con el proyecto de ley criterios 
para aplicar razonablemente la suspensión de la ejecución provisional de la 
pena que permitirá reducir de manera considerable la incertidumbre de la 
sociedad sobre dicha figura jurídica procesal conllevando a la predictibilidad 
de las resoluciones y la transparencia del actuar de los magistrados. 
Palabras claves: Razonabilidad, pena, proporcionalidad, peligro de fuga, 
quantum de la pena. 
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Abstract 
The present work is focused on the research study on “Criteria to apply 
reasonably the provisional suspension of execution of the sentence in La 
Libertad judicial district area, 2021”, having as objective that the criteria of the 
provisional suspension of execution of the sentence are applied in a uniform 
way in order to lead to the predictability of the resolutions generating 
transparency. The type of research was the Applied enquiry, it is oriented to 
understanding and it is also free. The design was phenomenological, where 
the Association Bar La Libertad has been considered as a scenario of the 
research, having as participants jurists specialized in Criminal Law. The in-
depth interviews with experts and focus groups which were validated by 
judgment of 05 experts in methodology and in Criminal Law were used as 
techniques and instruments. 
The main outcomes expected at the end of the investigation were: The ten-
year sentence should be taken as a reference to access the provisional 
suspension of execution of the sentence, as well as the non-need of the 
freedom movement budget for its concession.  
The contribution of this investigation, achieved by means of the project of 
criteria to reasonably apply the suspension of the provisional execution of the 
sentence, it will also allow to considerably reduce the uncertainty of society 
about the application of the provisional suspension of the execution of the 
sentence, leading to the predictability and of the resolutions and the 
transparency of the magistrate’s actions. 
Keywords: Reasonableness, penalty, proportionality, escape danger, 
quantum of grief. 
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I. INTRODUCCIÓN
La presunción de inocencia es un principio Iuris Tantum (mientras no se 
demuestre lo contrario) aplicado a todo individuo desde el inicio del asunto 
punitivo hasta su conclusión (Gallego, 2015). Dicho principio dada su 
importancia, tiene carácter universal y ha sido elevado a derecho fundamental, 
la misma que puede romperse cuando exista una sentencia condenatoria firme, 
lo que implica que mientras no exista firmeza aún subsiste dicho principio 
(Castro, 2018). 
Además, la normatividad procesal penal señala de manera general acerca del 
cumplimiento de las sentencias condenatorias de manera provisional, aunque se 
interponga recurso impugnatorio. Sin embargo, de manera excepcional, en el Art. 
402 inciso 2 del Código Procesal Penal prescribe la figura jurídica de la 
suspensión provisional de ejecución de la pena, cuyo sustento reside en el 
principio constitucional de Presunción de Inocencia, la cual aún subsiste 
mientras no exista una sentencia condenatoria firme (consentida o ejecutoriada) 
(Pineda Gonzales et al., 2018), razón por el cual en mérito de dicho principio las 
sentencias condenatorias no deberían ejecutarse si se cumple con los 
presupuestos de forma y fondo, conforme se detalla a continuación: 
Primero, presupuestos de forma: 
Situación jurídica en libertad del sentenciado antes de la expedición de 
sentencia; debe estar gozando con una medida coercitiva distinta a la prisión 
preventiva (comparecencia, vigilancia electrónica, detención domiciliaria).  
La sentencia condenatoria debe ser de carácter efectiva; para lo cual no interesa 
el quantum de la pena asignada, no obstante, la norma penal sustantiva (distinta 
a figura procesal materia de la presente investigación) prescribe la suspensión 
de la ejecución de la pena cuando esta no supera los 4 años.  
Existencia del recurso impugnatorio hacia la sentencia; la cual no solamente 
consiste en la presentación oral o escrito del recurso, sino que además haya sido 
admitido por el juzgador. 
Segundo, presupuesto de fondo: 
Naturaleza del delito; implica la forma de la comisión del delito, la alarma social, 
el bien jurídico protegido. 
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Gravedad del delito; implica la pena impuesta a consecuencia de la naturaleza 
del delito, la misma que supone una pena elevada. 
Peligro de fuga; implica la inexistencia del arraigo familiar, laboral y domiciliario 
que permita la sujeción procesal. 
Respecto de los presupuestos de forma de la figura jurídica procesal de la 
suspensión provisional de ejecución de la pena, si bien no está previsto 
taxativamente en la normatividad procesal, en el artículo 402 se puede colegir 
los presupuestos señalados de manera precedente en el presente trabajo, no 
obstante, existen resoluciones de la Corte Superior de Justicia de La Libertad 
que contradicen lo establecido en la normatividad procesal penal, puesto que 
señalan que dicha solicitud tiene que materializarse antes que el órgano 
jurisdiccional haya tomado la decisión sobre la responsabilidad que recae en el 
acusado (adelanto de fallo o expedición de sentencia), lo cual genera una abierta 
contradicción, no solamente con la norma procesal penal, sino con la propia 
naturaleza de la figura jurídica en comento, puesto que es necesario, 
previamente, la existencia de un posición parcial o integral acerca del evento 
delictivo y de la responsabilidad penal del acusado, para así interponer el recurso 
impugnatorio, mismo que debe ser admitido, ya que sólo de esta manera será 
posible su pretensión.  
Asimismo, si bien se exige como presupuesto de forma que el sentenciado se 
encuentre con libertad ambulatoria al momento de la expedición de la sentencia, 
dicha situación es cuestionada en razón que existen condenados en primera 
instancia con prisión preventiva, cuyas penas son menores que aquellos que se 
encuentran con libertad ambulatoria y, empero, no pueden acceder al tema en 
comento a pesar que la sentencia no se encuentra firme.   
Respecto de los presupuestos de fondo, a pesar de estar taxativamente prevista 
en la figura jurídica procesal materia de investigación, viene siendo objeto de 
resoluciones contradictorias por los órganos jurisdiccionales de la Corte Superior 
de Justicia de la Libertad, lo que genera incertidumbre en los operadores 
jurídicos, dado que atenta contra la seguridad jurídica, al no existir predictibilidad 
de las resoluciones, peor aún, que en algunas de ellas siendo la pena impuesta 
leve (no mayor de 4 años) ha sido rechazada dicha figura, mientras que otras 
resoluciones fueron aceptadas cuando las penas impuestas eran elevadas, 
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obviando pronunciarse de manera motivada sobre la subsistencia del principio 
de presunción de inocencia en las sentencias impugnadas que es donde se 
sustenta la suspensión provisional de ejecución de la pena. Asimismo, en otras 
resoluciones judiciales sólo se pronuncian sobre la naturaleza del delito y el 
peligro de fuga.    
La realidad problemática esbozada conlleva a la imperiosa necesidad de 
establecer criterios para aplicar razonablemente la suspensión provisional de 
ejecución de la pena, tomando en consideración el principio de presunción de 
inocencia, el peligro procesal, la pena impuesta, la naturaleza del delito, la 
situación jurídica del sentenciado y el principio de proporcionalidad, que permitan 
a futuro uniformizar las resoluciones de los órganos jurisdiccionales de La 
Libertad, a efecto de generar predictibilidad en las resoluciones y materializar la 
seguridad jurídica.  
Para recolectar la información pertinente de estudio, se ha considerado la 
utilización de fuentes doctrinarias, las cuales han sido revisadas de tesis, 
informes, libros, artículos científicos, así como jurisprudencia y legislación en el 
ámbito internacional, nacional y local. Debe destacarse que la información 
presentada se encuentra relacionado a la materia estudiada, por lo cual 
constituye suma utilidad para su desarrollo. Empero, se encontraron limitaciones 
en la recopilación acerca de la suspensión provisional de ejecución de la pena, 
toda vez que en el Código de Procedimiento Penales anterior al Código Procesal 
Penal no estaba prevista esta figura jurídica procesal y, no obstante, que nuestro 
actual ordenamiento penal formal se encuentra vigente 15 años, no existe 
material bibliográfico sobre el desarrollo del tema y a nivel jurisprudencial sólo 
existen 2 ejecutorias supremas de reciente data, siendo el presente trabajo un 
tema novísimo por el escaso material doctrinario internacional y nacional. En tal 
sentido, la jurisprudencia señalada ha sido la guía para desarrollar el presente 
trabajo de investigación.  
Respecto al tema de criterios para aplicar razonablemente referidos a la 
suspensión provisional de ejecución de la pena, no se ha evidenciado fuentes 
internacionales y nacionales de índole doctrinaria ni jurisprudencial de manera 
específica para las sentencias impugnadas, a diferencia de los criterios para la 
imposición de las sentencias condenatorias como para la imposición de las 
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medidas coercitivas, por lo que se hizo necesario adecuar dichos criterios a la 
segunda categoría.  
Al analizar la realidad problemática se ha esbozado el problema general ¿Cómo 
la aplicación de criterios para aplicar razonablemente repercute en la suspensión 
provisional de ejecución de la pena del distrito judicial la libertad, 2021? 
Asimismo, como problemas específicos se han señalado: ¿Cómo se establecen 
los criterios para aplicar razonablemente en el Distrito Judicial La Libertad, 2021? 
¿De qué manera se aplica la suspensión provisional de ejecución de la pena en 
el Distrito Judicial La Libertad, 2021? ¿Cómo la aplicación de criterios para 
aplicar razonablemente repercute en la aplicación de la suspensión provisional 
de ejecución de la pena del Distrito Judicial La Libertad, 2021? ¿Qué criterios 
para aplicar razonablemente deberían establecerse para la correcta aplicación 
en la suspensión provisional de ejecución de la pena del Distrito Judicial La 
Libertad, 2021? 
Respecto a la justificación del presente proyecto de investigación se ha 
considerado a los siguientes criterios:  
Por su conveniencia, la presente investigación se justifica en la medida que se 
hace necesario fortalecer la seguridad jurídica puesto que existe diversidad de 
criterios en las resoluciones del Distrito Judicial La Libertad en la interpretación 
de la aplicación del instituto jurídico procesal de la suspensión provisional de 
ejecución de la pena lo que afecta la predictibilidad de las resoluciones judiciales, 
siendo necesario establecer criterios razonables para su determinación. 
Por su relevancia social, la presente investigación beneficiará no sólo a los 
conocedores del derecho, sino también a la sociedad quienes al no comprender 
como después a una sentencia condenatoria de carácter efectiva el sentenciado 
continúa en libertad, asocian dicha situación a actos de corrupción en el poder 
judicial. 
Por sus implicancias prácticas, la necesidad de establecer criterios para aplicar 
razonablemente la aplicación de la suspensión provisional de ejecución de la 




Por su valor teórico, sobre la criterios para aplicar razonablemente no existe 
material de investigación por lo que será necesario adecuar los criterios para 
aplicar razonablemente de la prisión preventiva al instituto jurídico procesal de la 
suspensión provisional de la ejecución de pena donde no existe material 
bibliográfico, por lo que la investigación aportará con conocimientos recabados 
de las resoluciones judiciales y otras figuras jurídicas para establecer criterios 
legales para su aplicación cubriendo las falencias de investigaciones 
relacionadas al tema. 
Por su justificación metodológica, de acuerdo a los resultados, se contribuirá a 
generar conocimiento de importancia que posibilita el análisis y comprensión del 
uso de criterios para aplicar razonablemente y su repercusión en la figura jurídica 
de la suspensión provisional de la ejecución de la pena. A la vez, este estudio 
será un precedente para otros investigadores interesados en el tema, 
posibilitando que se contribuya a enriquecer la comunidad científica del derecho.  
En virtud del problema, se han esbozado como objetivo general: Analizar la 
aplicación de criterios para aplicar razonablemente y su repercusión en la 
aplicación de la suspensión provisional de ejecución de la pena del Distrito 
Judicial La Libertad, 2021. Asimismo, como objetivos específicos se han 
considerado: Identificar los criterios para aplicar razonablemente en el Distrito 
Judicial La Libertad, 2021. Determinar la aplicación de la suspensión provisional 
de ejecución de la pena en el Distrito Judicial La Libertad, 2021. Establecer 
aplicación de criterios para aplicar razonablemente y su repercusión en la 
aplicación de la suspensión provisional de ejecución de la pena del Distrito 
Judicial La Libertad, 2021. Plantear los criterios de forma y fondo para 
sentenciados que deberían uniformizarse, para la razonable aplicación de la 
suspensión provisional de la ejecución de pena del Distrito Judicial La Libertad, 
2021. 
Respecto a la hipótesis se ha considerado como general: La aplicación de 
criterios para aplicar razonablemente repercute de manera favorable en la 
suspensión provisional de la ejecución de pena del Distrito Judicial La Libertad, 
2021. Como hipótesis específicas se han considerado: los criterios para aplicar 
razonablemente de aplicación son diversos en el Distrito Judicial La Libertad, 
2021; a suspensión provisional de ejecución de la pena no se aplica de manera 
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uniforme en el Distrito Judicial La Libertad, 2021; la aplicación de criterios para 
aplicar razonablemente repercute favorablemente la suspensión provisional de 
ejecución de la pena del Distrito Judicial de La Libertad, 2021; los criterios de 
forma y fondo para sentenciados deberían uniformizarse, para la correcta 
aplicación en la suspensión provisional de ejecución de la pena del Distrito 




II. MARCO TEORICO 
Entre los antecedentes a nivel internacional después de la búsqueda realizada 
sólo se ha encontrado un trabajo sobre la suspensión provisional de ejecución 
de la pena.  El autor aborda la problemática del efecto de la suspensión de la 
ejecución provisional de la pena en razón de la provocación de un daño 
irreparable en caso de revocarse la sentencia en segunda instancia por lo que 
para su aplicación debe analizarse cada caso concreto. Concluye que un 
presupuesto para considerar la suspensión de la ejecución provisional de la pena 
es la imposición de una caución económica suficiente para garantizar su 
ejecución en caso que la sentencia sea confirmada (Santos, 2011). 
El autor (Jiménez, 2017) en su tesis doctoral señala que el aplicar la 
proporcionalidad como un principio, deviene de que la libertad y los derechos 
que son considerados como fundamentales, debería interpretarse ampliamente 
como aquellos principios que por su volumen y objeto, se desarrolla en mayor 
posibilidad, de acuerdo con los supuestos fácticos y jurídicos que son 
establecidos en un sentido contrario. Por tal motivo, resulta legítimo el accionar 
al ejercer el control constitucional de la ley penal, a efecto de evitar excesos en 
la determinación de la tipología de la pena y la sanción impuesta, así como la 
protección ineficiente de otros derechos fundamentales. 
A nivel nacional (Schiaffino Cherre et al., 2014) señala que toda persona 
imputada se le debe reconocer el derecho subjetivo para considerarse en 
situación de inocente, posibilitando la conservación de un estado de no autoría, 
mientras que aún no se realice la expedición de la resolución judicial final. El 
autor precisa que si bien toda persona tiene derecho a recurrir un fallo 
condenatorio con el que no esté de acuerdo, también lo es que, existiendo una 
sentencia condenatoria, la ejecución provisional de esta debe efectivizarse de 
forma inmediata por lo que se debe incorporar en el Código Penal Militar Policial 
la ejecución provisional de la pena. 
Otro autor (Caro Coria, 2006) refiere que la suspensión de la ejecución de la 
pena condicional (distinta a la suspensión provisional de ejecución de la pena) 
es una facultad discrecional del juzgador, la misma que debería aplicarse con 
cautela y prudencia, conforme a las características jurídicas de cada caso, 
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teniéndose en consideración aquellos criterios como la naturaleza del ilícito 
penal, sus propiedades y sus modalidades. 
Un articulista (Torres Berrío, 2015) señala que el juez se encuentra obligado a 
desarrollar un juicio de prognosis, utilizando para ello criterios valorados de 
manera legal y establecidos debidamente, a fin de motivar la decisión de la 
suspensión de la ejecución de la pena. Los dos criterios primeros de dicha 
valoración se encuentran referidos al hecho ocasionado por el acusado 
(modalidad y naturaleza), de lo que el juez deduce si se suscita la debida 
inclinación a la comisión del delito.  
El autor (Arguello, 2008) afirma que, entre la ejecución provisional y el derecho 
a recurrir, se debe buscar un equilibrio tomando como objetivo el proceso como 
medio para conseguir la justicia, que tiene como norte la tutela judicial efectiva. 
Concluye el autor que el mandato de la ejecución de la sentencia sólo puede ser 
proferido cuando la decisión que se pretende ejecutar tiene el carácter firme o 
cuando existan razones de interés general, caso contrario debe suspender su 
ejecución.  
Otro investigador (Alfaro, 2014), concluye que el principio de proporcionalidad 
cobra relevancia, siempre y cuando se acepte que no existan derechos 
absolutos, considerando que cada derecho es contrario a su propia limitante; por 
tanto, la proporcionalidad intacta los requisitos y la forma que conllevan a la 
limitación del derecho, cuyo propósito es tutelar el derecho fundamental. 
Conviene mencionar que, ante una petición de afectación de los derechos 
fundamentales, como constituye la presunción de inocencia y libertad 
ambulatoria, se debe analizar de manera exhaustiva el principio citado, de tal 
manera que se atienda a la excepcionalidad de la prisión preventiva. 
El especialista (Velásquez, 2020) haciendo alusión a la suspensión de la 
ejecución provisional de la sentencia concluye que si bien el Código Procesal 
Penal prevé la posibilidad de ejecutar provisionalmente la sentencia 
condenatoria; sin embargo, afirmando el principio a la presunción de inocencia y 
valiéndose del fin y sentido de la coerción procesal penal resulta absolutamente 
necesario imponer la prisión preventiva o la comparecencia, según sea el caso, 
para evitar el peligro que la fuga del sentenciado representa para la efectividad 
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de la tutela jurisdiccional, y eventualmente para evitar la prisión cuando es 
innecesaria. 
El autor Castillo Alva (2018) señala que el principio de presunción de inocencia 
sólo se rompe con la expedición de una sentencia que haya adquirido firmeza es 
decir o bien consentida o ejecutoriada siendo que su fundamento último está 
supeditado a garantizaron descansa en la necesidad de garantizar el pleno 
irrestricto de la dignidad del ser humano, como un pilar elemental de un Estado 
Constitucional de derecho.  
El autor (Urquizo, 2020) señala que el principio de proporcionalidad o 
ponderación consiste en establecer criterios de carácter material a fin de evitar 
excesos tanto en la creación de la ley como en su aplicación.  El principio de 
proporcionalidad tiene a su vez tres subprincipios: idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto. Concluye el autor que el principio de 
proporcionalidad se convierte en un límite a la tentación de instrumentalizar el 
derecho penal con fines políticos.  
El articulista (Rojas López, 2020), señala que la determinación de la suspensión 
de ejecución de la pena (figura distinta a la suspensión provisional de ejecución 
de la pena), constituye un tema de carácter facultativo y discrecional del juez, lo 
cual es potestad del jurisconsulto la aplicación del sistema alterno penal que 
atienda las características del tipo de delito, así como las probabilidades de 
reincidir en la comisión del delito y personalidad del agente. 
Asimismo, la investigación de (Zevillano Seminario, 2018), concluye que la 
aplicación de una medida provisoria, está sujeta a la proporción y razonabilidad 
del delito imputado, teniendo en cuenta que la medida nunca puede ser de 
gravedad mayor de lo que las normas no aplican. De tal manera, la prisión 
momentánea debe ser consignada de manera judicial, permitiendo que se 
contemplen las variables relacionadas. Asimismo, señala que los elementos para 
restringir la libertad ambulatoria deben considerarse el principio de 
proporcionalidad, caso contrario la medida adoptada sería arbitraria o abusivo. 
Además, (Arroyo Ventocilla, 2017) señala en su tesis desarrollada en Lima que 
una de las consecuencias que intervienen en la suspensión de la ejecución de la 
pena para privar la libertad, se encuentra contemplada en el Código Penal Militar 
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Policial crean la posibilidad de que exista un peligro de fuga del sentenciado al 
quedar en completa libertad con el sólo hecho de apelar la sentencia impuesta, 
ésta no podrá ser ejecutada y generando una aparente impunidad. Concluye en 
la necesidad de realizar modificatoria al artículo 464º del Código Penal de 
Justicia Militar el cual señala que aquellas sentencias de carácter condenatorio 
sólo pueden ser ejecutadas cuando tengan el carácter juzgado. Dicho trabajo de 
investigación se constituye en el único de trabajo de investigación a nivel 
nacional sobre la suspensión provisional de ejecución de la pena y que si bien 
no aborda la figura prevista en nuestra normatividad penal formal si lo hace en 
la normatividad penal castrense. 
A nivel local se determinaron algunas investigaciones que han estudiado temas 
similares al presente. De tal manera, (Ortiz Mostacero, 2018) En su investigación 
efectuada en en Trujillo, señala la existencia una relación significativa entre 
prisión preventiva, criterios procesales y los presupuestos mínimos con la 
presunción de Inocencia, sin embargo, se indica la no existencia de una relación 
entre la dimensión normativa de servicio del Juzgado de Investigación 
Preparatoria de Pacasmayo, 2018.  
Asimismo, (Navarro Vega, 2010)  en su tesis señala que la causa de trasgresión 
del derecho de presunción de inocencia es la manifestación de la cultura 
inquisitiva en la aplicación de los procesos. Así también, señala que el derecho 
relacionado con la presunción de la inocencia constaba de bidimensionalidad, es 
decir se trata de una regla para aprobar o una regla para juzgar, por el contrario, 
una regla para dar tratamiento a la persona imputada. 
Finalmente, (Irigoin Oblitas, 2017) en su estudio desarrollado en Trujillo, aduce 
que la prisión preventiva posibilita la vulneración de la presunción de inocencia 
a nivel material, además consta de una regulación de carácter deficiente que es 
utilizada avallasadoramente, toda vez que la prisión preventiva desempeña la 
misma función que la pena.  
A la vez, a continuación se dan a conocer las pesquisas teóricas en torno a las 
categorías, de tal modo, a nivel jurisprudencial, la resolución suprema de 
apelación N° 21-2019 precisa que, para la determinación que conlleva a la 
suspensión de la ejecución de la pena, de reconciliarse como derecho primo y 
de la libertad personal y la manera en cómo se ejecutan las resoluciones 
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judiciales, dado que ambas poseen un rango constitucional, cuya aplicación 
tendrá que ser valorada de acuerdo a la naturaleza de los acontecimientos, la 
primacía del bien jurídico que es protegido, la alarma social, el probable daño 
causado a la víctima. Además, concluye el tribunal supremo, que acerca de la 
gravedad y naturaleza de los acontecimientos, de realizarse la intensidad de una 
pena que es impuesta al procesado, así como también que el grado de su 
autoría, la participación imputable, el tiempo restante para cumplir con la pena 
determinada, y en constante peligro de fuga como un factor preponderante. 
(Corte Suprema de Justicia de La República, 2019) 
La resolución suprema Apelación Penal Nº 9-2019 señala una posición distinta 
de la exigencia formal de la situación jurídica de libertad del sentenciado al 
momento de expedición de la sentencia. Así precisa la no necesidad de la 
exigencia formal de que el sentenciado se encuentre gozando de libertad 
ambulatoria antes de la impugnada, así como también la oportunidad de la 
pretensión puede presentarse en cualquier estado del procedimiento 
impugnativo, ello en virtud del apartado 2 del artículo 418 de nuestra 
normatividad penal formal.  Concluye la corte suprema que el criterio que servirá 
para decidir dicha figura jurídica procesal son “…las circunstancias del caso”, 
aunque por la naturaleza contracautelar de la decisión, es de tener como norte 
la ausencia del riesgo obstaculización o de fuga (Corte Suprema de Justicia de 
La República, 2019). 
El Tribunal Constitucional en la sentencia constitucional Nª 728-2008-PHC/TC, 
señala la presunción de inocencia como derecho fundamental, supone, en 
primera instancia, que todo ser humano debe ser considerado como inocente 
antes y durante el procedimiento penal, en tal sentido, justamente gracias a la 
firme sentencia a determinarse el mencionado estado de inocencia (Sentencia 
Constitucional Na 728-2008-PHC/TC, 2008) 
Acerca del sustento teórico, fue considerada la teoría y enfoques conceptuales 
sobre las categorías estudiadas, teniendo como teorías vinculadas al tema 
estudio, a la Teoría de la Pena, la misma que es la correspondencia al acto ilícito 
perpetrado o la vigencia de la norma la misma que ha evolucionado en el tiempo 
como la teoría absoluta, la teoría de la prevención (general y especial) y la teoría 
ecléctica (González Collantes, 2017; Rodríguez Horcajo, 2019). Así también, 
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respecto a su cumplimiento existe la regla general de su ejecución provisional 
como también de regla excepcional de la suspensión provisional de su ejecución, 
esto último sustentado en el principio o derecho de la presunción de inocencia, 
la misma que debe subsistir mientras no exista sentencia firme. (Clariá Olmedo, 
2017) 
Respecto a los criterios para aplicar razonablemente, tiene su sustento jurídico 
en el principio de proporcionalidad que está referido a circunstancias de carácter 
material a fin de evitar excesos tanto en la creación de la ley como en la 
aplicación de la misma (Comella, 2020; Długosz, 2017). 
Es decir, si bien la sentencia debe ejecutarse, aunque exista recurso 
impugnatorio, de manera excepcional debe suspenderse su ejecución 
provisional, siendo que para su aplicación debe establecerse criterios para 
aplicar razonablemente que permitan a futuro uniformizar las resoluciones de los 
órganos jurisdiccionales de La Libertad con la finalidad de generar predictibilidad 
en las resoluciones y materializar la seguridad jurídica.  
Por otro lado, se hace referencia a las teorizaciones acerca de cada una de las 
categorías de estudio. En tal sentido, en cuanto a la categoría 1: Criterios para 
aplicar razonablemente. No existe definición alguna sobre la categoría de 
criterios para aplicar razonablemente, sin embargo, consideramos que se les 
puede denominar a aquellas circunstancias que se extienden a los presupuestos 
o requisitos de las figuras jurídicas establecidas. La razón de dichas 
circunstancias se justifica por criterios de proporcionalidad adecuadas a cada 
figura jurídica procesal con la finalidad de establecer uniformidad en la 
predictibilidad en las resoluciones para generar la seguridad jurídica en la 
sociedad.      
Respecto de la categoría de criterios para aplicar razonablemente estuvieron  
dirigidos a establecer circunstancias en virtud del principio de proporcionalidad 
para uniformizar los diversos criterios discordantes que se vienen adoptando en 
la sede del distrito judicial de La Libertad respecto de sus presupuestos de forma 
y fondo de la figura jurídica procesal de la suspensión provisional de ejecución 
de la pena como también al principio de presunción de inocencia que es el 
sustento de la figura jurídica procesal materia de investigación. 
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La presunción de inocencia es un principio universal que se ha elevado a 
derecho fundamental y que solamente puede romperse cuando exista una 
sentencia condenatoria firme, ello implica la necesidad que dicha resolución se 
encuentre consentida o ejecutoriada. (Clariá Olmedo, 2017) 
No obstante, como es de amplio conocimiento los derechos no son absolutos, 
sino que pueden verse restringidos cuando se afecta otros derechos debiendo 
para ello aplicarse de manera motivada el principio de proporcionalidad, que 
consiste básicamente en establecer criterios de carácter material a fin de evitar 
excesos tanto en la creación de la ley como en la aplicación de la misma. 
(Urquizo, 2020). 
El código procesal penal establece como regla general la ejecución provisional 
de las sentencias y de manera excepcional la suspensión provisional de su 
ejecución sujeto no sólo al resultado en segunda instancia sino a presupuestos 
de forma y fondo. Respecto del presupuesto de forma se hace necesario 
establecer criterios para aplicar razonablemente respecto a la necesidad de la 
situación jurídica de libertad o no del sentenciado, como también respecto de la 
oportunidad para presentarlo en razón que el artículo Nº 402 exige que el 
sentenciado se encuentre en libertad con mandato distinto a la prisión preventiva 
al momento de la expedición de sentencia, mientras que el artículo Nº 418 
referido a la facultad del órgano jurisdiccional superior no exige dicha 
circunstancia. Respecto de la oportunidad de presentación de la solicitud de la 
figura jurídica procesal es necesario establecer criterios de uniformidad en razón 
que del artículo Nº 402 se deduce que se presentará una vez expedida la 
sentencia, mientras que el artículo Nº 418 faculta al órgano jurisdiccional superior 
su conocimiento, mientras que en la práctica de manera irrazonable algunos 
órganos jurisdiccionales exigen la presentación de la solicitud antes de la 
expedición de la sentencia, es decir cuando las partes aún no tienen 
conocimiento de la sentencia lo cual rompe la naturaleza jurídica de la figura de 
suspensión de la suspensión provisional de ejecución de la pena que exige la 
imposición previa de la pena.   
Al respecto la Corte Suprema de Justicia de La República (2019) señala: Que el 
artículo Nº 418 del código procesal penal tiene una amplitud superior al artículo 
Nº 402, en consecuencia, (i)el tribunal superior no tiene un límite derivado de la 
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exigencia de que el imputado ha de haber estado en libertad. (ii)El pedido de 
excarcelación puede presentarse en cualquier estado el procedimiento 
impugnativo”. (Apelación Nº 9-2019-Arequipa. Sala Penal Permanente. Lima,25 
de junio del 2020) 
No obstante, dicha posición en la ejecutoria suprema penal no se ha dado 
respuesta a la situación de libertad o no del sentenciado como también a la 
oportunidad para presentar la solicitud a nivel del juzgado que expidió la 
sentencia, sólo los criterios del artículo Nª 418 sobre la no necesidad de la 
libertad previa a la sentencia y oportunidad de presentar la solicitud pero a nivel 
del órgano jurisdiccional superior, peor aun cuando algunos de sentenciados 
privados de su libertad tiene una pena menor de los que se encuentra con 
libertad ambulatoria, pero no pueden solicitar la suspensión provisional de su 
ejecución en razón de la exigencia “…si el condenado estuviera en libertad…” 
prevista en el inciso 2 del artículo Nº 402 de la norma penal formal. 
El código procesal penal en su artículo Nº 402 inciso 2 señala como presupuesto 
de fondo de la suspensión provisional de ejecución de la pena “naturaleza o 
gravedad” de lo cual se hace alusión a la naturaleza del delito y la gravedad de 
la pena impuesta, dicha normatividad concuerda con el artículo Nº 418 inciso 2 
que señala “atendiendo a las circunstancias del caso”. Para determinar dicho 
presupuesto de fondo la Corte Suprema de Justicia de La República (2019)  
señala que debe reconciliarse el derecho de libertad individual y la ejecución de 
las resoluciones de índole judicial, las cuales gozan de rango constitucional. 
Asimismo, se analizan dos criterios: la gravedad y naturaleza de los 
acontecimientos, los cuales son considerados como un bien protegido a nivel 
jurídico, el daño consignado las víctimas y su trascendencia social. Por tal 
motivo, debe considerarse los delitos vinculados en contra de la administración 
pública, a la violencia en contra de las mujeres, el crimen organizado, de acuerdo 
a los cuales el estado peruano ha asumido un compromiso internacional 
mediante convenciones pertinentes. (Apelación Nº 21-2019-Lima. Sala Penal 
Transitoria. Lima, 15 de del 2020) 
Respecto de la gravedad de la pena, consideramos de suma importancia 
establecer criterios para aplicar razonablemente respecto de la gravedad de la 
pena impuesta, ello en virtud del principio de proporcionalidad.   
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Consideramos la necesidad de establecer criterios para aplicar razonablemente 
respecto a la pena impuesta, señalando un límite numérico, pues a mayor 
lesividad del bien jurídico debe corresponder una pena mayor, por ello es 
necesario considerar los límites establecidos en las figuras jurídicas procesales 
y de ejecución penal plasmadas en los D. Leg. Nº 1513 y 1514 de conversión de 
pena, vigilancia electrónica y remisión condicional que establecen una pena 
numérica máxima de 10 años de pena privativa de libertad impuesta, las mismas 
que adoptadas de manera proporcional y motivada no se lesiona la presunción 
de inocencia.  
Respecto del peligro de fuga, los artículos Nº 268 y 269 del código procesal penal 
señala los presupuestos respecto de medida cautelar de la prisión preventiva, la 
misma que debe adecuarse para la suspensión de la ejecución provisional de la 
pena, donde a diferencia del primero ya existe una pena impuesta por lo que es 
necesario establecer los criterios de arraigo domiciliario, familiar y laboral del 
sentenciado conforme lo señala el acuerdo plenario Nº 01-2019/CJ116. La 
discusión se presenta respecto de los sentenciados que vienen gozando de 
libertad en razón que si cumplen con los presupuestos para enervar el peligro 
procesal por ello se encuentra gozando de una medida distinta a la prisión 
preventiva, razón por el cual no habría necesidad de su evaluación, caso distinto 
a los sentenciados con prisión preventiva que no obstante puedan tener una 
pena de carácter efectiva no tan grave adolecen de alguna clase de arraigo y 
estando recluidos dicha situación es difícil que haya variado, lo cual afectaría su 
derecho a una resolución favorable  no obstante que su pena pueda diferir de las 
penas elevadas a lo sentenciados en libertad.      
En este estudio para lograr establecer la relación de esta categoría con la 
suspensión provisional de ejecución de la pena se ha considerado la siguiente 
subcategoría: Presunción de inocencia y como indicadores: El derecho 
fundamental y la sentencia firme. Asimismo, la otra subcategoría se ha 
considerado al principio de proporcionalidad adecuados a las circunstancias de 
la naturaleza del hecho que conllevó a la pena impuesta teniendo como 
indicadores:   la no exigencia de la libertad del condenado, naturaleza de los 




Por otro lado, acerca de la categoría 2: La Suspensión Provisional de Ejecución 
de la Pena, se trata de una figura jurídica procesal prevista en el código procesal 
penal que consiste en la facultad discrecional del magistrado de suspender 
provisionalmente la ejecución de la sentencia impuesta con carácter efectiva a 
resultas de la sentencia de segunda instancia en mérito al principio de 
presunción de inocencia que aún subsiste mientas la sentencia no se encuentre 
firme (Castillo, 2020). Dicha figura exige como requisitos: a) Sentencia 
condenatoria efectiva, recurso impugnatorio, y situación jurídica de libertad del 
sentenciado, y b) naturaleza o gravedad del delito y peligro de fuga.  
La Corte Suprema de Justicia de La República (2019) señaló que, a efectos de 
la determinación de la suspensión de la ejecución de la pena, debe conciliarse 
la libertad individual y las ejecuciones de la resolución judicial previstas, las 
cuales están consagradas a un rango de índole constitucional. Asimismo, debe 
analizarse: i) La naturaleza y gravedad de los hechos y ii) El peligro de fuga. 
Respecto del primer criterio, es considerado como un bien jurídico que debe ser 
protegido, cuya trascendencia de social. Con relación al segundo se considera 
los arraigos domiciliario, familiar y laboral (Apelación Nº 21-2019-Lima. Sala 
Penal Transitoria) 
El Código Procesal Penal no define a esta figura jurídica procesal, asimismo se 
decanta por la ejecución provisional de las sentencias de manera general y sólo 
de manera excepcional por su suspensión provisional supeditado a 
presupuestos de forma y de fondo. Asimismo, si bien a la actualidad sólo se han 
expedido 2 resoluciones supremas respecto de la figura jurídica de la suspensión 
provisional de ejecución de la pena, las mismas en modo alguno la han definido, 
limitándose solamente a transcribir las normas del código procesal penal, sin 
embargo, si han desarrollado los presupuestos de forma y fondo de la figura de 
la suspensión provisional de ejecución de la pena. 
A nivel doctrinario conforme se ha señalado no existe autores que hayan 
realizado investigación académica de esta categoría y ello se puede colegir en 
las dos resoluciones supremas sobre la suspensión provisional de ejecución de 
la pena donde no hacen referencia a autores ni informes académicos. Sin 




El autor Hassemer (2019), señala la necesidad de defender la presunción de 
inocencia debiendo materializarse aún en casos de sospecha, caso contrario, se 
le estaría restando el Valor debido como un procedimiento esencial que eleva 
hallazgos resultantes de procedimiento instructorio, provisionales y adquiridos 
con técnicas consideradas como jurídicas que son menos idóneas a la categoría 
condenatoria. 
El autor (Clariá Olmedo 2017), señala que mientras no exista declaración de 
culpabilidad por sentencia firme, las personas continúan gozando del estado 
inocencia a pesar de que contra ellos se haya perturbado un proceso penal, 
independientemente de su progreso. Concluye el autor la necesidad de la 
firmeza de la sentencia condenatoria para romper la presunción de inocencia. 
Si bien toda persona tiene derecho a recurrir un fallo condenatorio con el que no 
esté de acuerdo, también lo es que, existiendo una sentencia condenatoria, la 
ejecución provisional de esta debe efectivizarse de forma inmediata por lo que 
debe incorporarse en el Código Penal Militar Policial la ejecución provisional de 
la pena (Schiaffino Cherre et al., 2014). 
Una posición similar respecto de los efectos de la suspensión en la ejecución de 
la pena que prima la libertad dispuestas por la apelación de sentencia en el 
Código Penal Militar Policial crean la posibilidad de que exista un peligro de fuga 
del sentenciado al quedar en completa libertad con el sólo hecho de apelar la 
sentencia impuesta, ésta no podrá ser ejecutada y generando una aparente 
impunidad (Arroyo Ventocilla, 2017).  
El artículo Nº 402 inciso 1º del Código Procesal Penal señala como norma 
general la ejecución provisional de la pena, aunque se interponga contra ella 
recurso impugnatorio. Así también los artículos Nª 412 y 418 inciso Nº 2 del 
mismo cuerpo penal formal prescribe de manera similar la ejecución provisional 
de la sentencia. Sin embargo, nuestra normatividad procesal penal también ha 
previsto de manera excepcional la figura jurídica de la suspensión provisional de 
ejecución de la pena, la misma que se encuentra prescrito en los artículos Nº 
402 inciso 2 y 418 inciso 2, atendiendo a las circunstancias del caso (Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, 2016). Dicha circunstancia lo precisa el artículo 
402 cuando prescribe que aun cuando el condenado se encontrase en libertad y 
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se impusiera una pena o medida de seguridad que prive su libertad de manera 
efectiva, el Juez Penal conforme a su naturaleza y gravedad, así como el peligro 
de fuga, podría optar por la inmediata imposición o ejecución de medidas 
restrictivas previstas en el artículo 288, en tanto que se resuelva el caso  
(Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2016) 
De la lectura integral de la norma en comento podemos concluir que dicha figura 
exige como requisito de forma o para su admisibilidad: a) La existencia de una 
sentencia condenatoria con pena de carácter efectiva, b) La interposición del 
recurso impugnatorio de apelación, y c) Que el sentenciado se haya encontrado 
en libertad ambulatoria. Ésta última implica la necesidad que el sentenciado se 
encuentre con un mandato distinto a la medida coercitiva de la prisión preventiva, 
no obstante, el artículo Nº 418 inciso 2 cuando faculta al tribunal superior su 
pronunciamiento no lo exige de manera taxativa. Dicha contradicción en nuestra 
normatividad procesal ha sido objeto de una posición plasmada en una ejecutoria 
suprema donde se decanta por la no necesidad de la exigencia formal de que el 
sentenciado se encuentre gozando de libertad ambulatoria antes de la 
impugnada, así como también la oportunidad de la pretensión puede presentarse 
en cualquier estado del procedimiento impugnativo. (Corte Suprema de Justicia 
de La República, 2019). 
Con relación a los requisitos de fondo, se establece lo siguiente: a) La naturaleza 
o gravedad, debiéndose de considerar a la afectación del bien jurídico protegido, 
su trascendencia social, el posible daño que se cause a las víctimas y la pena 
impuesta, y b) El peligro de fuga, debe considerarse los arraigos domiciliario, 
familiar y laboral. (Corte Suprema de Justicia de La República, 2019). 
En este estudio para lograr establecer la relación de esta categoría con los 
criterios para aplicar razonablemente se ha considerado las siguientes sub 
categorías: Presupuesto de forma (se refiere a los presupuestos para admitir la 
pretensión, siendo sus indicadores; La situación jurídica del sentenciado, 
sentencia condenatoria efectiva y recurso impugnatorio y Presupuestos de fondo 
(referidos a los presupuestos para la declaración de procedencia de la 
pretensión, siendo sus indicadores;  la naturaleza del delito, la gravedad de la 




Se aplicaron los siguientes métodos de investigación: 
Método hermenéutico - jurídico: dado que, a la luz de diferentes doctrinas 
legislativas y jurídicas, se investigaron de manera rigurosa y concienzuda los 
fenómenos relacionados a las categorías para obtener una comprensión 
detallada de los criterios para aplicar razonablemente la suspensión 
provisional de ejecución de la pena. 
Método deductivo: debido a que, mediante la formulación de premisas o 
hipótesis investigativas, se procedió a la obtención de hallazgos de 
investigación, a través de los cuales se optó por conclusiones pertinentes 
conforme a los criterios para aplicar razonablemente la suspensión provisional 
de ejecución de la pena. 
Método descriptivo: el cual fue aplicado para describir la fenomenología de las 
categorías en el contexto de estudio, a fin de posibilitar su caracterización. A 
través de este método pudo abordarse la necesidad de estudio de la presente 
investigación, acerca de los criterios para aplicar razonablemente la 
suspensión provisional de ejecución de la pena. 
Método analítico - sintético: esencialmente, este método fue aplicado de 
manera integrada en todo el curso de investigación, debido a que 
principalmente, se tuvo que consultar diferente revisión bibliográfica para 
teorizar las categorías de estudio, a fin de categorizarlas, para finalmente 
obtener una medición pertinente de los criterios para aplicar razonablemente 
la suspensión provisional de ejecución de la pena. 
3.1. Tipo y diseño de investigación 
3.1.1. Tipo de investigación 
De acuerdo al fin que persigue, el estudio fue aplicado, debido a que se orientó 
a la proposición de soluciones prácticas a la problemática observada 
inicialmente, en materia de los criterios para aplicar razonablemente la 




De acuerdo a la técnica de contrastación fue orientada a la comprensión, ya 
que su objetivo esencial se basó en la comprensión de los criterios para aplicar 
razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la pena, a efectos 
de ampliar el conocimiento vigente en materia de las categorías (Hernández 
y Mendoza, 2018). 
Asimismo, de acuerdo a su régimen fue libre, ya que, estuvo motivada por las 
motivaciones personales del investigador, a efectos de conocer los criterios 
para aplicar razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la 
pena (Hernández y Mendoza, 2018).  
3.1.2. Diseño de investigación: 
La presente investigación fue de diseño no experimental, porque no se 
intervino ni se modificó ninguna de las variables (Hernández y Mendoza, 
2018).  
Asimismo, es fenomenológico porque su principal propósito se basa en la 
exploración, descripción y comprensión del conocimiento y análisis de la 
documentación pertinente que permita el estudio de los criterios para aplicar 
razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la pena. 
Este diseño de investigación estuvo definido dentro de la metodología de 
enfoque cualitativo, como a que en que se encarga de describir y dar 
entendimiento a los hechos, desde la óptica de los principales actores de 
investigación (Hernández y Mendoza, 2018). 
3.2. Categorías, subcategorías y matriz de categorización 
Respecto a las categorías se ha considerado como categoría 1: Criterios para 
aplicar razonablemente. Una sub categoría es la presunción de inocencia y 
sus indicadores son: El derecho fundamental y la sentencia firme.  Asimismo, 
la otra sub categoría se ha considerado al principio de proporcionalidad 
adecuados a las circunstancias del hecho que conllevó a la pena teniendo 
como indicadores: la no exigencia de la libertad del sentenciado, delitos por 
su naturaleza, la pena impuesta y el peligro de fuga. 
La categoría 2 del presente proyecto de investigación: La suspensión 
provisional de ejecución de la pena, teniendo como sub categoría al 
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presupuesto de forma y entre sus indicadores a la situación jurídica del 
sentenciado, sentencia condenatoria efectiva y recurso impugnatorio. Otra 
sub categoría se ha considerado al presupuesto de fondo y como indicadores 





3.3. Matriz de categorización apriorística 





No existe definición alguna sobre la 
categoría de criterios para aplicar 
razonablemente, sin embargo, 
consideramos que se les puede denominar a 
aquellas circunstancias que se extienden a 
los presupuestos o requisitos de las figuras 
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carácter efectiva a resultas de la sentencia 
de segunda instancia en mérito al principio 
de presunción de inocencia que aún subsiste 
mientas la sentencia no se encuentre firme 
(Castillo, 2020) 
para suspender de 
manera provisional la 
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subcategorías son: 
presupuesto de forma y 













3.3. Escenario de estudio 
El escenario para propósitos del presente estudio fue el Colegio de Abogados 
de La Libertad, al cual pertenecen los especialistas en derecho penal y 
procesal que han sido elegidos, por sus destacadas características, dado que 
poseen el conocimiento y la práctica en derecho penal, entre ellos encuentra 
un juez penal, un fiscal penal, así como abogados de la defensa pública y 
privada y catedráticos en derecho penal. 
Los participantes tuvieron características homogéneas, debido a que tenían 
un amplio conocimiento y praxis en derecho penal, siendo pertinentes para 
poder analizar las categorías de estudio, a través de su juicio crítico, se pudo 
evidenciar la problemática en materia de los criterios para aplicar 
razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la pena. 
3.4. Participantes 
Los participantes fueron 8 especialistas en derecho penal y procesal, entre los 
cuales se encontraron un juez penal, un fiscal penal, abogados de la defensa 
pública y privada, así como también catedráticos en derecho penal, los cuales 
laboran en distintas instituciones como La Corte Superior de Justicia y 
Ministerio Público de La Libertad y pertenecen al Colegio de Abogados de La 
Libertad. 
Como se observó, los participantes tienen características homogéneas, dado 
que sus funciones se encuentran enmarcadas dentro del derecho penal, de 
esta manera, se cumple con lo señalado por Hernández y Mendoza (2018), 
quienes destacan que los participantes en una investigación cualitativa deben 
contemplar características similares, a fin de analizar correctamente las 
categorías para su interpretación y comprensión. 
Por otro lado, se creyó conveniente realizar un análisis documental de 8 
resoluciones de las tres salas penales de Trujillo, entre las cuales destacan el 
caso Marcelo, caso Galindo y caso Espinoza, con el fin de recabar información 
de la problemática, mediante el análisis de la aplicación de los presupuestos 
de forma y fondo y la congruencia con las características de cada caso 
particular, suscitados en la Corte Superior de Justicia de La Libertad.  
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3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
3.5.1. Técnicas. 
a) Entrevista de profundidad a especialistas 
Esta técnica posee una finalidad definida de manera precisa, posibilitando la 
obtención de datos informativos que sean pertinentes a los propósitos del 
investigador, para lo cual se elaboran preguntas semiestructuradas, 
estructuradas o abiertas, que posibiliten el análisis la indagación e 
interpretación de los datos recabados de un contexto en particular. En tal 
sentido, permite comprender la fenomenología de los hechos desde la óptica 
de los sujetos involucrados (Hernández y Mendoza, 2018). 
b) Grupos de enfoque o focus group 
Esta técnica, a diferencia de la entrevista, consiste en la conformación de 
grupos pequeños de un máximo de diez participantes con quienes se genera 
una conversación o debate sobre un tema de interés colectivo, para lo cual se 
precisa la intervención de un moderador. A partir de esta técnica se 
construyen significados de importancia para comprender las categorías de 
estudio de acuerdo a las distintas ópticas de los participantes (Hernández y 
Mendoza, 2018). 
c) Análisis documental 
Esta técnica permite analizar documentación importante que muestren 
evidencia de las categorías en estudio, para evidenciar un mejor análisis sobre 
la base el fundamento de los hechos (Hernández y Mendoza, 2018). 
3.5.2. Instrumentos 
a) Guía de entrevista de profundidad 
La guía de entrevista fue suministrada a especialistas en derecho penal, y 
estuvo orientada a recabar información acerca de los criterios para aplicar 
razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la pena. 
En primera instancia, para la categoría criterios para aplicar razonablemente 
la suspensión provisional de la ejecución de pena, la guía de entrevista se 
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conformó seis preguntas, cuyas dos primeras evalúan la presunción de 
inocencia, y las cuatro últimas que evalúan el principio de proporcionalidad.  
El segundo lugar, para la categoría suspensión provisional de la ejecución de 
pena, la guía de entrevista que estará conformada por seis preguntas, de las 
cuales las tres primeras que evalúan el presupuesto de forma, y las tres 
subsiguientes evalúa de presupuestos de fondo. 
b) Guía de focus group
La guía de grupo focal o focus group fue desarrollada con especialistas en 
derecho penal, y estuvo orientada, con la intervención de un moderador, a 
recabar información acerca de los criterios para aplicar razonablemente la 
suspensión provisional de ejecución de la pena. Mediante dicho instrumento, 
se planteó seis preguntas a los participantes, a efectos de conocer su opinión 
crítica en materia del presupuesto de forma y del fondo. A la vez, también se 
evaluó la presunción de inocencia y el principio de proporcionalidad, todo ello 
con el objetivo de conocer los criterios para aplicar razonablemente la 
suspensión provisional de ejecución de la pena. 
c) Guía de análisis documental
La guía de análisis documental permitió desarrollar el análisis de resoluciones 
de las Salas Penales de Trujillo, mediante un registro de campo, con el 
objetivo de evidenciar las incongruencias en la aplicación de los criterios para 
aplicar razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la pena. 
3.5.3. Validez de los instrumentos 
Para validar oportunamente los instrumentos se procedió a la utilización de la 
validez de contenido mediante el juicio de cinco expertos, tanto en 
metodología como en derecho penal. Estos fueron: 
1. Dr. Pedro Otoniel Morales Salazar
2. Dr. Carlos Antonio Honores Yglesias
3. Mg. Deisy Marleny Siccha Saldaña
4. Mg. Carlos Narciso Vela Ruiz
5. Mg. Clarita Ocampo Pimpincos
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Además, se calculó la V de Aiken, a fin de verificar las concordancias entre 
las opiniones críticas de los evaluadores a cada una de las preguntas de los 
instrumentos. La fórmula aplicada fue: 







𝑛 (𝑐 − 1)
Donde: 
n = Número de jueces 
S = Sumatoria de los si
Si = Valor asignado por el juez i 
c = Número de valores de la escala de respuestas. 
3.6. Procedimiento 
El procedimiento de la recolección de información, se realizó previo 
consentimiento informado de los participantes involucrados, a quienes se les 
administró la guía de entrevista, a la vez que también se desarrolló la técnica 
del focus group. Para tal propósito, se les explicó en qué consistía su 
participación y cuál era el aporte enriquecedor de ésta. Los instrumentos se 
aplicaron previa coordinación con los implicados, considerando que se 
cumplan las condiciones correctas para salvaguardar su bienestar integral. 
Asimismo, para la guía el análisis documental, se procedió a tratar la 
información, con estricta confidencialidad y objetividad. 
3.7. Rigor científico 
En el presente un estudio, se consideró el rigor científico de credibilidad, 
debido a que, a partir de la aplicación de las técnicas de investigación y los 
respectivos instrumentos, se pudo obtener una interacción constante con los 
participantes de estudio, posibilitando que el investigador, mediante la 
observación y conversación prolongada con los involucrados, se recolectó 
información de manera fehaciente, la cual fue constatada por los evaluados. 
En tal sentido, los hallazgos de esta investigación son verídicos y representan 
las características y atributos de las categorías en el contexto de los hechos 
en el cuales se suscitan. 
29 
3.8. Método de análisis de datos 
La información recolectada, previa coordinación con los especialistas en 
derecho penal, permitió que se recabe información pertinente sobre las 
categorías estudiadas, con la utilización de los instrumentos previamente 
seleccionados. De tal manera, el análisis de las respuestas vertidas a la guía 
de entrevista y a la guía de focus group fueron analizadas concienzudamente 
utilizando como técnica a la triangulación de información, misma que fue 
expuesta en matrices representadas en tablas de doble entrada. 
Cabe mencionar, que la utilización de la triangulación permitió confirmar las 
subcategorías, de acuerdo a los participantes de estudio, de tal modo, se 
combinaron distintos métodos y estrategias metodológicas para desarrollar el 
abordaje correcto a la materia de estudio. Por tanto, se aduce que la técnica 
de triangulación utilizada posibilitó el adecuado recojo, y análisis e 
interpretación de la información, desde la óptica de los actores principales, a 
fin de comparar y contrastar las opiniones críticas respecto de las categorías, 
ésta conlleva a que se minimicen los errores en la interpretación de los 
resultados, debido a que permite analizar de manera más correcta los 
constructos teóricos a partir de los hechos que suceden en la práctica del 
derecho penal. Finalmente, la guía de análisis documental permitió conocer la 
problemática en cuanto a la concordancia de la aplicación de los criterios para 
la suspensión provisional de la ejecución de la pena. 
3.9. Aspectos éticos 
En concordancia a lo estipulado por el Código de Ética en Investigación de la 
Universidad César Vallejo (2020), en el presente estudio, al haberse 
desarrollado los hallazgos con una muestra de seres humanos, es preciso 
mencionar que se cumplió con la norma rigurosa del Reglamento de Ensayos 
Clínicos del Perú (D.S. 017-2006- SA y D.S. 006-2007-SA). En tal sentido, se 
solicitó el libre consentimiento de los participantes para participar de la 
investigación, brindándoles la información pertinente acerca de la finalidad del 
estudio, en qué consistía su intervención y que sus identidades no iban a ser 
reveladas en ningún momento, así como la duración. Asimismo, se les explicó 
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que, si en algún momento querían disentir de su participación, podían hacerlo 
sin temor a represalias.  
Por otro lado, se ha salvaguardado la integridad física, emocional y mental de 
los participantes, a la vez que, al culminar el estudio, se entregó un informe 
de los resultados a los mismos. 
Asimismo, también se han complido los lineamientos del Código de Ética en 
Investigación de la Universidad César Vallejo (2020), se ha tomado en 
consideración el citar correctamente a la bibliografía de los autores utilizados 
para la teoría del estudio, garantizándose que no hubo plagio mediante el 
software Turnitin. Finalmente, acerca del tratamiento de la información 
recolectada, en este estudio se cumple con el rigor ético, dado que no se 
incurrió en manipulación de datos y se hizo su correcto tratamiento.  
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IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN
4.1. Resultados de la entrevista 
La técnica de entrevista constituyó una de las más importantes para el trabajo 
de investigación, dado que permitió recoger información enriquecedora para 
analizar las categorías y sub categorías sobre los criterios para aplicar 
razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la pena, con la 
participación de expertos de la Corte Superior de Justicia y Ministerio Público 
de La Libertad y pertenecen al Colegio de Abogados de La Libertad. De tal 
manera, gracias a la información recolectada, se analizó la problemática de 
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4.1.1. Interpretación y análisis de las guías de entrevista. 
En este apartado se evidencia el conocimiento empírico producto de la 
aplicación de la guía de entrevista a los especialistas en derecho penal y 
procesal penal, siguiendo el orden de los objetivos de estudio. Cabe destacar 
que, la información vertida por los entrevistados, fue sometida a una rigurosa 
comprobación. 
 
Objetivo 1: Identificar los criterios para aplicar razonablemente en el Distrito 
Judicial La Libertad, 2021. 
Categoría 1: Criterios para aplicar razonablemente la suspensión 
provisional de ejecución de la pena 
Subcategoría 1: Presunción de inocencia 
Tabla 2.  
Subcategoría 1.- Derecho fundamental: ¿La presunción de inocencia es 
considerado un principio o un derecho fundamental? Fundamente. 
Especialista Respuestas 
Pereda. Esta garantía sirve para proteger los derechos fundamentales dentro de 
un proceso. La presunción de inocencia es un derecho fundamental, 
como se encuentra plasmado en el art. 11.1 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos. 
Cotrina. La presunción de inocencia, puede ser catalogado como un principio 
procesal (en puridad, es una garantía procesal constitucional). No puede 
ser un derecho fundamental propiamente, porque, los derechos son 
consustanciales a toda persona, sin distinción 
Gutiérrez U. A la fecha es considerado un derecho fundamental debido a su 
importancia y carácter universal del que goza. 
Alva. Es un principio contemplado en nuestra Constitución. 
Sánchez. Es un derecho fundamental, ya que garantiza que toda persona es 
inocente mientras no haya sentencia condenatoria. 
Albuquerque. La presunción de inocencia, es un principio y se materializa como un 
derecho fundamental inherente al ser humano que enfrenta un proceso 
penal. Sirve de garantía para que el procesado no se considere culpable 
-in dubio pro reo-, de un delito hasta que exista una sentencia firme 
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Reaño. Es un principio, vertiente y base fundamental que rige el Derecho Penal 
y Derecho procesal penal. 
Gutiérrez C. Ambos. Debemos partir de la siguiente presunción juris tantun: toda 
persona es inocente mientras no se demuestre lo contrario. En ese 
sentido, la presunción de inocencia es un principio fundamental 
 
Análisis interpretativo: 
Concordantemente, los entrevistados refieren que la presunción de inocencia 
es considerada un principio y un derecho fundamental. Primero, porque sirve 
de base, fundamento, línea directriz, o garantía de todo el sistema procesal 
penal universal, y se materializa en los diversos tratados, pactos, 
declaraciones, constituciones políticas. Segundo, como un derecho 
fundamental inherente al ser humano que enfrenta un proceso penal. Sirve de 
garantía para que el procesado no se considere culpable -in dubio pro reo-, 
de un delito hasta que exista una sentencia firme, no basta entonces, una 
sentencia condenatoria de primera instancia, ya que puede ser revocada o 
anulada, sino más bien que ésta haya alcanzado la categoría de firme. De tal 
manera, se encuentra plasmado en el art. 11.1 de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos dispone que: “toda persona acusada de delito tiene 
derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su 
culpabilidad, conforme a la Ley y en un juicio público en el que se hayan 




Tabla 3.  
Subcategoría 1.- Sentencia firme: ¿Está de acuerdo con que mientras no 
exista una sentencia firme, aún subsiste el principio de presunción de 
inocencia? ¿Por qué? 
Especialista Respuestas 
Pereda. Si, porque si bien puede existir una sentencia condenatoria de primera 
instancia, el derecho al recurso nace por la presencia natural de un 
posible error judicial. Entonces, la firmeza del pronunciamiento judicial es 
necesaria para desvirtuar la presunción de inocencia en un proceso 
judicial. 
Cotrina. Estoy de acuerdo. 
Gutiérrez U. Sí, por el derecho a la doble instancia de la que goza el investigado. 
Alva. Si, estoy de acuerdo, puesto que no puede considerarse de otro modo a 
un individuo en tanto no se ha demostrado su responsabilidad. 
Sánchez. Estoy de acuerdo, toda vez que, mediante la sentencia firme, se 
determine la inocencia del acusado, en tal sentido, debe respetarse sus 
derechos antes y durante el proceso penal.  
Albuquerque. Si, debido a que la presunción de inocencia rige como regla de prueba, 
ello implica que la prueba sea legitima e incorporada al juicio con las 
debidas garantías procesales. 
Reaño. Muy de acuerdo con la afirmación, mientras que no exista una sentencia 
firma con calidad de COSA JUZGADA. 
Gutiérrez C. Sí, porque la única forma de desvirtuar de manera definitiva la presunción 




Todos los entrevistados coinciden en que mientras no exista una sentencia 
firme, aún subsiste el principio de presunción de inocencia, debido a que, 
aunque pueda existir una sentencia condenatoria de primera instancia, el 
derecho al recurso nace por la presencia natural de un posible error judicial. 
Es decir, si no se han agotado todas las instancias y medios impugnatorios 
existe la posibilidad de evidenciarse dicho error. Además, a nivel del mismo 
artículo 3 del Título Preliminar del Código Procesal Penal, resulta necesario 
que la responsabilidad de la persona se haya declarado mediante sentencia 
firme debidamente motivada. Entonces, la firmeza del pronunciamiento 
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judicial es necesaria para desvirtuar la presunción de inocencia en un proceso 
judicial. 
Subcategoría 2: Principio de proporcionalidad 
Tabla 4.  
Subcategoría 2.- La no exigencia de la libertad: ¿Le parece atendible que un 
condenado a pena leve pero efectiva no pueda acceder a suspensión 
provisional de la ejecución de la pena, mientras que otros condenados en 
libertad a penas efectivas y elevadas si puedan hacerlo? ¿Por qué? 
Especialista Respuestas 
Pereda. Considero que lo primordial es el análisis del peligro de fuga. Pues si 
estamos ante un caso grave el peligro de fuga será mayor, pero si el 
sentenciado a mostrado una conducta de sometimiento y, además, tiene 
otras razones de fuerza para no huir, se debe valorar positivamente para 
al sentenciado. 
Cotrina. Sí resulta atendible que el juez que dictó la sentencia no suspenda 
ejecución provisional de la pena, pues el peligro de fuga subsiste y este 
es un requisito a tener en cuenta para suspender o no la ejecución 
provisional de la pena. 
Gutiérrez U. No, al contrario, me resulta sumamente contradictorio, ya que 
los presupuestos para la ejecución provisional de la pena: la gravedad 
del delito y el peligro de fuga. 
Alva. Debe ser atendible, por un criterio de lógica y razón. 
Sánchez. No, considero que debe evaluarse la suspensión provisional de la 
ejecución de la pena para aquellos casos que no generen alarma social 
y que sean menores a 4 años. 
Albuquerque. No, si al condenado se le impone una pena privativa de libertad efectiva, 
pero ésta es leve -no es elevada, no reviste gravedad-, debe acceder a 
una suspensión provisional de la pena. 
Reaño. No me parece atendible como viene manejándose tan discordantemente 
el tema de la suspensión provisional de la ejecución de la pena. 
Gutiérrez C. No, porque sería un absurdo jurídico y sobre todo no es razonable ni 
proporcional que se de ese hecho. 
 
Análisis interpretativo: 
La mayoría de los entrevistados coinciden en que no es atendible como viene 
manejándose tan discordantemente el tema de la suspensión provisional de 
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la ejecución de la pena, por lo que, se estaría incurriendo a una vulneración a 
la seguridad jurídica que debe existir en el ordenamiento jurídico. Además, al 
existir resoluciones contradictorias, debería uniformizarse criterios para poder 
tener resoluciones debidamente motivadas, sin que existan vulneraciones a 
diferentes derechos de los recurrentes. Esto, considerando que, el Código 
Procesal Penal tiene deficiencias, ya que en muchos casos no existe la 
naturaleza jurídica, y en el caso del art. 402 establece “el juez podrá optar” 
por su inmediata ejecución o imponer reglas de conducta, “atendiendo a la 
naturaleza, gravedad, o peligro de fuga”; es decir, la norma procesal faculta al 
juez que atendiendo a casos graves, puede optar por su ejecución provisional, 
ello debe entenderse para casos muy graves, donde resulte evidente un 
peligro de fuga. 
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Tabla 5.  
Subcategoría 2.- Naturaleza del delito: ¿Considera Ud. que debería 
restringirse o derogarse la suspensión de la ejecución provisional de la pena 
para ciertos delitos? ¿De ser así que delitos? 
Especialista Respuestas 
Pereda. No, porque la regulación actual si bien es muy genérica, esto en cierta 
medida permite valorar las circunstancias especiales presentes, incluso, 
en casos sumamente graves. 
Cotrina. Si el condenado estuviere en libertad, bajo la medida de comparecencia 
simple, no debería haber excepción alguna. La suspensión no debería 
abarcar a los condenados por delitos cuyas penas sean 15 años a más. 
Gutiérrez U. Debe restringirse la suspensión de la ejecución de la pena, para los 
delitos gravosos. 
Alva. No, más si creo, que su concesión debe ser evaluada objetivamente. 
Sánchez. Debería restringirse la aplicación de la figura jurídica para delitos graves 
(homicidio calificado, violación sexual, tráfico de drogas). 
Albuquerque. Si, debe derogarse, por cuanto atenta contra el principio de presunción 
de inocencia, considero que la ejecución de la pena debe suprimirse en 
delitos graves. 
Reaño. Si considero que esta figura jurídica debería estar excluida para los 
delitos graves. 
Gutiérrez C. No, porque al no ser una sentencia firme, toda persona puede solicitar la 
suspensión de la pena, después de evaluar el caso en concreto. 
 
Análisis interpretativo: 
La mayoría de entrevistados concuerdan en que debería restringirse la 
aplicación de la figura jurídica para delitos graves, no obstante que el peligro 
de fuga se pueda superar con las medidas restrictivas que establece el mismo 
texto legal del art. 402, “aquellas medidas que establece el art. 288 mientras 
se resuelve el recurso”. Que sucedería si ante un delito grave, con pena 
impuesta de más de 20, como puede ser violación sexual, homicidio calificado, 
se le condena al procesado en libertad, y la sentencia es ejecutada 
provisionalmente, y en el recurso de apelación la sentencia es anulada por 
falta de motivación y se ordena un nuevo juicio oral, o si por aplicación del in 
dubio pro reo, insuficiencia probatoria el condenado es absuelto por el 
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Tribunal Superior, se habría vulnerado el principio de presunción de inocencia, 
por eso se considera que se debe suprimir o derogar la suspensión provisional 






Tabla 6.  
Subcategoría 2.- Quantum de la pena: ¿Considera Ud. que debe existir un 
límite numérico de la pena impuesta para acceder a la suspensión provisional 
de la ejecución de la pena? De ser así ¿cuál sería el límite? 
Especialista Respuestas 
Pereda. No, si buscamos optimizar el derecho a la libertad y otros derechos del 
sentenciado por las circunstancias especiales, imponer un límite de pena 
sería un retroceso a la regulación actual. 
Cotrina. Considero que, el límite sea en base al delito y en relación a su pena 
mínima, antes que la pena concreta impuesta. 
Gutiérrez U. Sí, el límite debería ser cuatro años de pena privativa de la libertad 
Alva. Considero que no, más bien lo que debe existir son ciertos lineamientos 
para concederla. 
Sánchez. Considero como aplicación límite numérico los 4 años, por ser penas 
leves. 
Albuquerque. No, por cuanto considero que la ejecución de la pena, resulta 
inconstitucional, al ser contraria al principio universal de la presunción de 
inocencia. 
Reaño. Si creo que debe existir un límite de numérico de pena, el límite 
máximosería desde mi punto de vista 8 años. 




La mayoría de los especialistas entrevistados aducen que debe existir un 
límite numérico de la pena impuesta para acceder a la suspensión provisional 
de la ejecución de la pena, este límite debe situarse en base al delito y en 
relación a su pena mínima, antes que la pena concreta impuesta. En tal 
sentido, se han propuesto los 4 años en su límite mínimo y 8 años en su límite 




Tabla 7.  
Subcategoría 2.- Peligro de fuga: ¿Debe analizarse el peligro de fuga para 
un condenado privado de libertad o para el que no lo está, de similar manera? 
Fundamente. 
Especialista Respuestas 
Pereda. Mi opinión respecto a la procedencia de la suspensión de la ejecución 
provisional en casos de privados de la libertad por prisión preventiva es 
negativa, pues no se cumple un presupuesto legal. 
Cotrina. El análisis final debe ser el mismo, esto es, la intensidad del peligro debe 
ser grave en todos los casos. 
Gutiérrez U. Para ambos, ya que, si estuvo privado de su libertad, es porque en cierta 
medida existió un peligro de fuga. 
Alva. Creo que este aspecto si debe analizarse de manera similar, pues en 
ambos casos se tiene como salvaguarda el sometimiento a la justicia. 
Sánchez. Debe analizarse el peligro de fuga para cuando exista un condenado en 
libertad, a efectos de garantizar cumplir la sentencia y no obstaculizar el 
proceso penal.  
Albuquerque. No, el peligro de fuga debe analizarse, según la condición jurídica en que 
se encuentre, si esta privado de su libertad. 
Reaño. Sí, debe analizarse el peligro de fuga a través de su arraigo familiar, 
laboral, domicilio, puesto que muchas veces las situaciones varían según 
el tiempo. 
Gutiérrez C. No, al ser el peligro de fuga una vertiente de la medida cautelar más 
grave, debe de ser analizada de acuerdo al caso en concreto. 
 
Análisis interpretativo: 
A la luz de las opiniones brindadas por los entrevistados, debe analizarse el 
peligro de fuga para cuando exista un condenado en libertad, a efectos de 
garantizar cumplir la sentencia y no obstaculizar el proceso penal. De tal 
manera, se entiende que el peligro de fuga se encuentra acreditado y subsiste 
en tanto y en cuanto no se presenten nuevos elementos que permitan variar 
su condición, por lo que no demanda mayor análisis, es distinto para el reo 
libre, en la que para imponer una medida privativa de libertad, en el caso 
concreto una ejecución provisional se debe realizar una especial 
fundamentación del peligro de fuga, a fin de determinar si procede la ejecución 
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provisional, o si existe arraigo domiciliario, familiar, o laboral, se puede 
imponer alguna restricción a la libertad, por eso es que no se debe valorar con 
similitud a ambos procesados con diferente situación jurídica. 
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Objetivo 2: Determinar la aplicación de la suspensión provisional de ejecución 
de la pena en el Distrito Judicial La Libertad, 2021. 
Categoría 2: Suspensión provisional de ejecución de la pena. 
Subcategoría 1: Presupuesto de forma 
Tabla 8.  
Subcategoría 1.- Situación jurídica del sentenciado: ¿Es necesario que la 
persona se encuentre privado de su libertad para que acceda a la suspensión 
provisional de la pena? Fundamente. 
Especialista Respuestas 
Pereda. No, porque en primer lugar no es una exigencia legal. El sentenciado 
puede encontrarse en libertad o estar soportando la ejecución de la pena. 
Sólo se exige que estemos ante un sentenciado a una pena privativa de 
liberad efectiva 
Cotrina. En el caso del artículo 402, la norma procesal es clara en establecer como 
condición necesaria que, para analizar la procedencia o no de la 
suspensión, el condenando debe estar en libertad. 
Gutiérrez U. No, debe analizarse la naturaleza o gravedad del delito y el peligro de 
fuga para que se disponga la ejecución provisional de la condena 
Alva. No, es necesario. Podría solicitarse estando en libertad, previo a la propia 
ejecución de la privación. 
Sánchez. No es necesario, dado que la norma procesal acepta suspenderla cuando 
el condenado esté en libertad. 
Albuquerque. No, la norma procesal, dicta que debe entenderse que es para todo 
procesado, reo libre o reo privado de su libertad. 
Reaño. No es necesario, puesto que esta figura jurídica tiene como base el 
principio constitucional de presunción de inocencia. 
Gutiérrez C. No, el Código Procesal Penal, faculta al Juez la decisión de acceder al 
pedido, sin que exista taxativamente la necesidad de que el imputado se 
encuentre en libertad. 
Análisis interpretativo: 
Todos los entrevistados aducen que no es necesario que la persona se 
encuentre privado de su libertad para que acceda a la suspensión provisional 
de la pena, esto se encuentra normado en el Código Procesal Penal, en los 
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artículos 402 (inciso segundo) y 418 (inciso segundo) le faculta al Juez de 
primera instancia o de segunda según sea el estadio, la decisión de acceder 
al pedido de la suspensión provisional de la pena, sin que exista taxativamente 
la necesidad de que el imputado se encuentre en libertad ambulatoria o 




Tabla 9.  
Subcategoría 1.- Sentencia condenatoria efectiva: ¿Es necesaria la 
expedición de una sentencia condenatoria efectiva, total o parcial, para 
solicitar la suspensión provisional de la ejecución de la pena? ¿Por qué? 
Especialista Respuestas 
Pereda. Si, porque el pedido es la suspensión provisional de la pena de carácter 
efectiva; que busca evitar el ingreso al centro penitenciario y las 
consecuencias que ella conlleva. Por ello, si no existe ejecución no se 
puede solicitar la suspensión de la misma, al no poner en riesgo la libertad 
del sentenciado. 
Cotrina. Sí. Toda vez que, si la pena no es efectiva, existen instituciones 
materiales que regula sus efectos en esos otros casos. 
Gutiérrez U. Si porque solo así, se podría solicitar la suspensión de la ejecución. 
Alva. Sí, una vez expedida es posible solicitarla. 
Sánchez. Debe existir una sentencia efectiva total, a efectos de que se resuelva el 
proceso en segunda instancia. 
Albuquerque. Si, debido a que a todo procesado se le considera inocente de la 
acusación. 
Reaño. Sí, es preciso, ya que, conforme al Código Procesal Penal, que, para su 
solicitud, se requiere una sentencia condenatoria efectiva. 
Gutiérrez C. Si, debido a que así lo establece el CPP. 
 
Análisis interpretativo: 
Todos los especialistas entrevistados coinciden en que es necesaria la 
expedición de una sentencia condenatoria efectiva, total o parcial, para 
solicitar la suspensión provisional de la ejecución de la pena, lo cual se halla 
circunscrito en el Código Procesal Penal, cuyos artículos Nª 412 y 418 inciso 
Nº 2, precisan que para solicitar esta suspensión provisional de la ejecución 
de la pena se necesita que la sentencia condenatoria sea de carácter efectiva, 
sin importar el quantum de la pena, toda vez que busca evitar el ingreso al 
centro penitenciario y las consecuencias que ella conlleva. Por ello, si no 
existe ejecución no se puede solicitar la suspensión de la misma, al no poner 




Tabla 10.  
Subcategoría 1.- Recurso impugnatorio: ¿Es necesario la sola presentación 
del recurso impugnatorio, o que éste sea admitido, para acceder a la 
tramitación para la suspensión de la ejecución provisional de la pena? ¿Por 
qué? 
Especialista Respuestas 
Pereda. Si el supuesto es la búsqueda de un pronunciamiento del juez sobre la 
procedencia o no de la suspensión, luego de emitida la sentencia 
condenatoria, considero que el auto admisorio es indispensable porque 
si el recurso no es admitido, formalmente, no se iniciará el trámite del 
recurso. 
Cotrina. Es necesario que sea admitido, pues, la inadmisibilidad del recurso, no 
permite evaluar la suspensión de la ejecución provisional de la condena. 
Gutiérrez U. No, es necesaria la sola presentación, en su oportunidad el Tribunal 
deberá analizar los presupuestos de gravedad y peligro de fuga. 
Alva. Se pide que sea admitido y no meramente presentado, sin embargo, esto 
está delimitado por el tiempo de calificación 
Sánchez. Se requiere el recurso impugnatorio y que sea admitido, como parte de 
los requisitos formales de tramitación. 
Albuquerque. Resulta necesario que el recurso sea admitido, ya que, si solo es 
presentado, puede ser que adolezca de legitimidad, fundamentación, que 
sea interpuesto sin indicar las causales, o fuera del plazo legal, lo que 
devendría en inadmisible, y como consecuencia de ello, la sentencia 
quedaría firme. 
Reaño. El recurso impugnatorio debe estar admitido, para poder acceder a la 
tramitación, porque solo así podría darse su pretensión solicitada. 
Gutiérrez C. Es necesario que el recurso impugnatorio sea admitido, debido a que el 
sentenciado aún gozaría del principio de presunción de inocencia. 
 
Análisis interpretativo: 
Casi la totalidad de los entrevistados, a excepción de una, coinciden en que 
es necesaria la presentación del recurso impugnatorio, o que éste sea 
admitido, para acceder a la tramitación para la suspensión de la ejecución 
provisional de la pena, pues el artículo 402 del Código Procesal Penal, 
condiciona la evaluación de la suspensión, en tanto, se haya apelado la 
sentencia; y debe entenderse no solo la mera interposición sino su concesorio 
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respectivo. Cabe mencionar que la entrevistada en discordancia, aduce que 
la mera presentación del recurso no significa que la petición de suspensión de 
ejecución de la pena vaya a ser concedida. Finalmente, debe destacarse que, 
en última instancia, resulta necesario que el recurso sea admitido, ya que de 
lo contrario puede carecer de legitimidad o fundamentación, y que sea 
interpuesto sin indicar las causales, o que sea interpuesto fuera del plazo 
legal, lo que devendría en inadmisible, y como consecuencia de ello, la 
sentencia quedaría firme. Por ello, el mérito de presentar un recurso, no 
habilita al condenado a solicitar un trámite de ejecución provisional de la pena, 
sino que se precisa su admisión.  
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Subcategoría 2: Presupuesto de fondo 
Tabla 11.  
Subcategoría 2.- Naturaleza del delito: ¿Los delitos que generan alarma social 
y afectan gravemente el bien jurídico protegido, pueden tramitar la suspensión 
de la ejecución provisional de la pena? Fundamente. 
Especialista Respuestas 
Pereda. La norma procesal no señala límites precisos. Se deja al juzgador la 
valoración al caso concreto. Además de la alarma social y la gravedad 
existen otros elementos a evaluar, como el peligro procesal de fuga, 
comportamiento del procesado, asistencia a todas las audiencias. 
Cotrina. Sí. La situación de la medida, es un supuesto objetivo que permite 
advertir sin atisbos que contra el condenado nunca existieron elementos 
graves y fundados que lo vincularan al delito y, asimismo, el peligro de 
fuga sería inexistente 
Gutiérrez U. A mi criterio, pueden tramitar, pero, no debería ser concedido. 
Alva. Deberían, previo análisis de cada caso en concreto, cuando no se 
exceden los 4 años de pena. 
Sánchez. No, ya que tendrían que evaluarse los hechos y su afectación al bien 
jurídico, así como el daño a la víctima. 
Albuquerque. No, por cuanto para que se conceda la suspensión de la ejecución de la 
pena, corresponde analizar la naturaleza del delito. 
Reaño. Debería darse en delitos cuyos bienes jurídicos no generen una alarma 
social, sin embargo, en la praxis judicial se han dado en caso donde se 
han lesionado bienes jurídicos. 
Gutiérrez C. Si, este derecho o beneficio puede ser tramitado por quien se crea tener 




Pese a haber discordancia en las opiniones de los entrevistados especialistas, 
dado que la norma procesal no señala límites precisos, ni prohíbe su 
tramitación en el caso de los delitos que generan alarma social y que afectan 
gravemente el bien jurídico protegido, la mayoría coinciden en que es 
necesario analizar la naturaleza del delito y sus efectos en el bien jurídico 
como en la víctima, pues si se está ante un caso grave, de alarma social, un 
violador o un asesino en serie, la sociedad espera que no permanezca entre 
los suyos, por eso no sería posible que acceda a una suspensión de la pena. 
Pero si el delito es leve, podría proceder. En tal sentido, al no haber un criterio 
uniformizado se pueden presentar diferentes situaciones acerca de este 
aspecto para la procedencia de la suspensión de la ejecución provisional de 




Tabla 12.  
Subcategoría 2.- Gravedad del delito: ¿Importa el quantum de la pena 
impuesta para tramitar la suspensión de la ejecución provisional de la pena? 
¿Por qué? 
Especialista Respuestas 
Pereda. El quantum de la pena, es un elemento importante que debe valorarse 
pero que no impide la solicitud de la suspensión de la ejecución 
provisional. Si el quantum de la pena es alto, no impide un 
pronunciamiento positivo para la suspensión.  
Cotrina. Considero que, mayor objetividad, para el tema de la suspensión o no, 
que el límite sea en base al delito y en relación a su pena mínima, antes 
que el quantum de la pena concreta impuesta. 
Gutiérrez U. Si, porque en base al quantum se mide la gravedad o naturaleza del 
delito. 
Alva. Hay casos en que se ha condenado a penas graves y se ha concedido. 
Sánchez. Si importa, ya que se aplica esta figura cuando la pena no sea mayor a 4 
años.  
Albuquerque. No, debido a que la norma procesal art. 402 no establece un quantum. 
De esta forma, si la sentencia no ha quedado firme, no existe ni debe 
existir un quantum mínimo de pena impuesta para tramitar una 
suspensión provisional de la pena efectiva 
Reaño. Si importa, porque deberían establecerse una serie de delitos que 
protegen bienes jurídicos de mayor valor para los cuales no deberían 
permitirse esta figura jurídica. 





La mayoría de entrevistados convienen en que acerca de la importancia del 
quantum de la pena impuesta para tramitar la suspensión de la ejecución 
provisional de la pena debe efectuarse en función de las características del 
delito. Pese a que, la norma procesal, en su artículo 402, no establece un 
quantum, gran parte de los entrevistados aduce que debe valorarse la 
importancia del mismo para poder determinar la gravedad de la pena 
impuesta, lo cual constituye uno de los presupuestos para que el juez dicte la 
ejecución provisional de la condena. 
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Tabla 13.  
Subcategoría 2.- Peligro de fuga: ¿Es posible el análisis del peligro de fuga, 
para los sentenciados en libertad, cuando este presupuesto se ha enervado 
en la prisión preventiva? ¿Por qué? 
Especialista Respuestas 
Pereda. Si es posible, porque el peligro procesal que se analizó en la prisión se 
fundamentó en el momento que esta fue dictada. Se pueden presentar 
varias situaciones que deben ser analizadas sin sujetarse a un 
pronunciamiento como es el de prisión preventiva 
Cotrina. Corresponde al juzgador verificar si el riesgo cero por comparecencia 
simple, se incrementó durante el juzgamiento, en un nivel de intensidad 
grave, aunado a la pena impuesta. 
Gutiérrez U. Porque la situación ha variado al tener ya una condena, con una pena 
elevada y se hace presumible que puede eludir la acción de la justicia. 
Alva. Se entiende que, si se han sentenciado y estaban en libertad, no habían 
requerido necesariamente, prisión preventiva. 
Sánchez. Sí, es posible el análisis del peligro de fuga, en casos condenados, para 
garantizar el cumplimiento de la sentencia. 
Albuquerque. Si, es posible. El sustento es que, para analizar el peligro de fuga de un 
preso preventivo, es necesario que se plantee la cesación por parte del 
procesado 
Reaño. Si debería darse también un análisis sobre el peligro de fuga 
ya existiría una sentencia condenatoria de la cual se estaría solicitando 
la ejecución provisional de la pena. 
Gutiérrez C. Sí, al señalar que el Juez Penal debe de realizarlo al momento de resolver 






La totalidad de los entrevistados concuerdan en que, si es posible el análisis 
del peligro de fuga, para los sentenciados en libertad, cuando este 
presupuesto se ha enervado en la prisión preventiva, pero el análisis resulta 
menos riguroso, por cuanto se tiene por acreditado que existe peligro de fuga, 
corresponde entonces, que se pruebe o acredite que el peligro de fuga a 
desaparecido, ello siempre que el condenado lo refute. Además, deberían 
evaluarse diferentes criterios con filtros básicos para poder obtener 
resoluciones sobre esta figura jurídica debidamente motivadas a fin de que 
exista uniformidad en los criterios de su aplicación y para poder contribuir a la 
seguridad jurídica del ordenamiento jurídico. 
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4.2. Resultados del focus group 
La técnica de focus group, posibilitó desarrollar generar una conversación o 
debate sobre los criterios para aplicar razonablemente la suspensión 
provisional de ejecución de la pena, para lo cual se precisó de la intervención 
de un moderador. A partir de esta técnica se construyeron significados de 
importancia para comprender las categorías de estudio de acuerdo a las 
distintas ópticas de los participantes, posibilitando establecer un consenso o 
conclusión final acerca de las categorías estudiadas.  
Tabla 14. 
Participantes involucrados en el desarrollo del focus group. 
Participante Grado académico 
Teatino Ticlio, Wilder (Investigador) 
 Abogado
 Mg. en Gestión Pública.




Dr. Carlos Honores Yglesias 
 Doctor en Derecho.
 Magister en derecho penal y ciencias criminológicas.
 Magister en Derechos Humanos.
 Docente universitario en derecho penal.
Dr. Ricardo Gutiérrez Cornelio 
 Abogado especialista en penal
 Maestría en Derecho Penal.
 Estudios concluidos de Doctorado en Derecho
 Juez supernumerario penal de la Corte Superior de
Justicia de la Libertad.
Dr. Abel Esthip Pereda Calderón 
 Defensor Público en el NCPP de la Dirección
Distrital de la Defensa Pública y Acceso a la Justicia
de La Libertad.
 Maestría en Derecho Penal – UPAO
Dr. Joan Manuel Balladares Correa 
 Fiscal Adjunto Titular de la Segunda Fiscalía
Provincial Penal Corporativa de Trujillo.
 Maestría en Derecho Constitucional – UNT




Dr. Carlos Alberto Cotrina Vargas 
 Abogado Penalista. 
 Maestría en Derecho Penal y Ciencias 





4.2.1. Preguntas formuladas a los expertos en el focus group 
 
A. Respecto de los criterios para aplicar razonablemente la suspensión 
provisional de ejecución de la pena 
1. En función de la sentencia condenatoria efectiva 
 
 ¿Le parece atendible que un condenado a pena leve pero efectiva 
no pueda acceder a suspensión provisional de la ejecución de la 
pena, mientras que otros condenados en libertad a penas efectivas 
y elevadas si puedan hacerlo? ¿Por qué? 
2. En función de la naturaleza del delito 
 ¿Considera Ud. que debería restringirse o derogarse la suspensión 
de la ejecución provisional de la pena para ciertos delitos? ¿De ser 
así que delitos? 
3. En función al quantum de la pena 
 ¿Considera Ud. que debe existir un límite numérico de la pena 
impuesta para acceder a la suspensión provisional de la ejecución 
de la pena? De ser así ¿cuál sería el límite? 
4. En función al peligro de fuga 
 ¿Debe analizarse el peligro de fuga para un condenado privado de 
libertad o para el que no lo está, de similar manera? Fundamente. 
 
B. Respecto de la suspensión provisional de ejecución de la pena 
1. En función de la sentencia condenatoria efectiva 
 ¿Es necesaria la expedición de una sentencia condenatoria 
efectiva, total o parcial, para solicitar la suspensión provisional de 
la ejecución de la pena? ¿Por qué? 
2. En función del recurso impugnatorio 
 ¿Es necesario la sola presentación del recurso impugnatorio, o que 
éste sea admitido, para acceder a la tramitación para la suspensión 
de la ejecución provisional de la pena? ¿Por qué? 
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3. En función a la naturaleza del delito
 ¿Los delitos que generan alarma social y afectan gravemente el
bien jurídico protegido, pueden tramitar la suspensión de la
ejecución provisional de la pena? Fundamente.
5. En función al quantum de la pena
 ¿Importa el quantum de la pena impuesta para tramitar la
suspensión de la ejecución provisional de la pena? ¿Por qué?
6. En función al peligro de fuga
 ¿Es posible el análisis del peligro de fuga, para los sentenciados




4.2.2. Respuestas a las preguntas formuladas en el focus group 
 
A. Sobre los criterios para aplicar razonablemente la suspensión 
provisional de ejecución de la pena 
a) ¿Le parece atendible que un condenado a pena leve pero efectiva 
no pueda acceder a suspensión provisional de la ejecución de la 
pena, mientras que otros condenados en libertad a penas efectivas 
y elevadas si puedan hacerlo? ¿Por qué? 
Consideramos que debe regir el principio de proporcionalidad en razón 
que la suspensión provisional de ejecución de la pena al ser excepcional 
debe abarcar a todos los sentenciados sean que se encuentren en 
libertad o privados de ella antes de la sentencia conforme lo señala el 
artículo 418 del Código Procesal Penal que contradice el artículo 402 de 
la misma norma. 
Asimismo, atendiendo a dicho principio si bien dada la gravedad del 
delito y la pena impuesta debe ser factores que limiten o restringen la 
procedencia de la suspensión provisional de ejecución de la pena, no 
obstante, ello dependerá de las circunstancias del caso concreto.  
b) ¿Considera Ud. que debería restringirse o derogarse la suspensión 
de la ejecución provisional de la pena para ciertos delitos? ¿De ser 
así que delitos? 
La excepción de la suspensión provisional de ejecución de la pena debe 
extenderse solo a aquellos delitos que no generen gravemente los bienes 
jurídicos y generen alarma social, si bien ello colisiona con el principio de 
igualdad sin embargo no existe derecho ni garantía absoluta. Siendo 
importante las circunstancias de la comisión del ilícito penal que deberá 
valorar el magistrado- 
c) ¿Considera Ud. que debe existir un límite numérico de la pena 
impuesta para acceder a la suspensión provisional de la ejecución 
de la pena? De ser así ¿cuál sería el límite? 
Dada la excepción de la suspensión provisional de ejecución de la pena 
debe limitarse o restringirse para aquellas sentencias con penas 
elevadas, debiendo establecerse un límite numérico para su procedencia, 
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las misma que podría ser la pena de 10 años atendiendo que dicho límite 
ha sido considerado en las nuevas figuras penales y de ejecución penal 
prevista en los decretos legislativos N° 1513 y 1514 como son la remisión 
de pena, conversión de pena y vigilancia electrónica.  
No obstante, ello dependerá de la circunstancia de cada caso concreto. 
d) ¿Debe analizarse el peligro de fuga para un condenado privado de
libertad o para el que no lo está, de similar manera? Fundamente.
Debe analizarse de manera distinta en razón que respecto del
sentenciado en libertad ello ya ha sido evaluado al resolverse la medida
cautelar, caso contrario al sentenciado con prisión preventiva que no se
desvaneció el peligro de fuga y por ello se encuentra privado de su
libertad, debiendo en este último caso demostrar si en el plazo posterior
a la prisión y expedición de sentencia ha adjuntado documentos que
acrediten la ausencia del peligro de fuga.
Asimismo, debería extenderse como presupuesto de fondo el peligro
procesal que es más amplio que el peligro de fuga, ello en razón que hay
conductas de los procesados de entorpecer la actividad probatoria para
obtener resoluciones favorables.
B. Sobre la suspensión provisional de ejecución de la pena
a) ¿Es necesaria la expedición de una sentencia condenatoria efectiva,
total o parcial, para solicitar la suspensión provisional de la
ejecución de la pena? ¿Por qué?
Existe la necesidad de la existencia de una sentencia condenatoria
efectiva total, donde se establezca la valoración de la prueba personal y
conjunta como también la responsabilidad del sentenciado, razón por el
cual no es posible solicitar sin la existencia previa de la sentencia. Ello
sin embargo en modo alguno impide que el juez se pronuncie de oficio
por la suspensión provisional de ejecución de la pena.
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b) ¿Es necesario la sola presentación del recurso impugnatorio, o que
éste sea admitido, para acceder a la tramitación para la suspensión
de la ejecución provisional de la pena? ¿Por qué?
La sola presentación de la solicitud de la suspensión provisional de
ejecución de la pena no es suficiente, sino que es necesario que el
recurso de apelación de la sentencia haya sido admitido, incluso cuando
el juez le conceda de oficio, la suspensión estará supeditado a la
presentación y/o admisión del recurso impugnatorio de apelación de la
sentencia.
c) ¿Los delitos que generan alarma social y afectan gravemente el bien
jurídico protegido, pueden tramitar la suspensión de la ejecución
provisional de la pena? Fundamente.
Al ser la suspensión provisional de ejecución de la pena la excepción a
la norma general debe existir restricciones o prohibiciones para delitos
que generen alarma social y afecten gravemente los bienes jurídicos
protegidos. Sin embargo, ello dependerá de las circunstancias de cada
caso concreto.
d) ¿Importa el quantum de la pena impuesta para tramitar la suspensión
de la ejecución provisional de la pena? ¿Por qué?
Deberían limitarse para aquellos delitos cuya sentencia es elevada o
superior de 10 años, que si bien podría afectar el derecho a la igualdad
se puede entender a la naturaleza excepcional de la suspensión
provisional de ejecución de la pena. Sin embargo, ello dependerá de las
circunstancias de cada caso concreto
e) ¿Es posible el análisis del peligro de fuga, para los sentenciados en
libertad, cuando este presupuesto ha sido enervado en la prisión
preventiva? ¿Por qué?
Durante todo el proceso y, en caso del sentenciado en primera instancia
le asiste el principio de presunción de inocencia, por tanto, se requiere
que se le trate como tal. En consecuencia, debe volverse analizar los
presupuestos del peligro de fuga para garantizar la sujeción procesal.
60 
4.3. Resultados del análisis documental 
El análisis documental, posibilitó brindar documentación probatoria pertinente 
acerca de los criterios para aplicar razonablemente la suspensión provisional 
de ejecución de la pena, evidenciando que se tratan de resoluciones 
contradictorias en materia de la suspensión provisional de la ejecución de la 
pena en el distrito judicial de La Libertad. 
Tabla 15. 
Resoluciones que resuelven infunda la suspensión de la ejecución provisional 
de la pena. 
Casos Fundamento 
- Expediente N°: 2428 – 2014
- Segunda Sala Penal de la CSJLL
- Sentenciado: Saúl Cruz Espinoza
- Delito: Abuso de autoridad
- Fecha de Resolución: 14/12/2018
Fundamento: La Sala Penal no obstante ser 
la pena de 1 año privativa de libertad efectiva 
rechazó la petición de suspensión provisional 
de ejecución de la pena señalando que trata 
de un hecho grave donde el comportamiento 
del sentenciado que tiene la calidad de 
funcionario público quien está a cargo de los 
internos del centro penitenciario del milagro 
siendo su proceder apoderarse del dinero de 
los medicamentos del interno que regresaba 
del centro de salud al realizarse la revisión 
corporal. 
- Expediente N°: 607 – 2017
- Segunda Sala Penal de la CSJLL
- Sentenciado: Ofronio Wilfredo Quesquén
Terrones
- Delito: Negociación Incompatible
- Fecha de Resolución: 26/12/2017
Fundamento: Se consideró el quantum de la 
pena impuesta y la pena probable a imponer 
no podría ser inferior a 04 años de pena 
privativa de libertad y no tendría el carácter de 
suspendida. 
Asimismo, se debe considerar que frente a las 
circunstancias de mantenerse una privación 
de la libertad se genera un alto grado de 
probabilidad del peligro procesal en la 
modalidad de fuga, siendo previsible que se 
mantenga oculto. 
Asimismo, se hace referencia a la naturaleza 
del delito que es de trasgresión de la 
trasparencia en el desempeño de la 
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administración pública, donde existe ya una 
doble reprochabilidad en la conducta del 
funcionario público y precisamente si bien la 
pena no es tan alta, sin embargo, es una pena 
grave. Se resuelve de manera unánime 
declarar infundada  
- Expediente N°: 933 – 2018-62
- Primera Sala Penal de la CSJLL
- Sentenciado:  Daniel Marcelo Jacinto.
- Delito: Negociación Incompatible
- Fecha de Resolución: 05/01/2021.
Fundamento: El órgano jurisdiccional superior 
precisa que el cumplimiento provisional de la 
sentencia es la regla general y la excepción, 
su suspensión, la misma que requiere de 
algunas circunstancias cuando el hecho no es 
de suma gravedad y del análisis de la 
sentencia exista graves violaciones a 
derechos procesales que impliquen una 
nulidad de la sentencia. 
Al respecto el hecho imputable consistente en 
interesarse en contratos en época de 
catástrofes naturales constituye un hecho 
grave, así como también la calidad de los 
autores al ser funcionarios públicos le da una 
especial gravedad al hecho por lo debe 
ejecutarse provisionalmente la sentencia. 
- Expediente N°: 4230-2017-49
- Tercer Juzgado Penal Colegiado de
Trujillo
- Sentenciado: Cesar Augusto Bocanegra
Agreda
- Delito: Asesinato
- Fecha de Resolución : 28/01/2020
Fundamento: Conforme el artículo 402° del 
C.P.P., el cual brinda dos opciones para la
ejecución de sentencia (…) lo que se le 
atribuye al sentenciado es un delito grave de 
homicidio calificado. 
En mérito al principio de inmediación y de la 
actividad probatoria desarrollada en el juicio 
oral donde deciden si suspenden los alcances 
de su fallo hasta que la resolución haya 
adquirido firmeza, lo cual no ha ocurrido en 
este caso, pues se ha considerado que a 
efectos de preservar los fines del proceso ha 
dispuesto las órdenes de captura para el 
sentenciado a pena efectiva, generando la 
obligación de acatar lo decidido. 
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El recurrente estuvo vinculado al proceso con 
mandato de comparecencia con restricciones, 
sin embargo, a la fecha su situación jurídica 
ha variado pues ha pasado a tener la 
condición de sentenciado y si bien es cierto 
busca preservar su libertad, se encuentra 
sustraído a la acción de justicia pese a que se 
ha garantizado su derecho de defensa a la 
doble instancia, por tanto este colegiado 
considera que no se presenta una 
circunstancia especial que amerite la 
ejecución provisional de la sentencia. 
Tabla 16. 
Resoluciones que resuelven fundada la suspensión de la ejecución provisional 
de la pena. 
Casos Fundamento 
Expediente N°: 3198 – 2014 
Segunda Sala Penal de la CSJLL 
Sentenciado  : Tandaypan Portilla 
Bianca Nataly.  
Delito               : Delito Contra el 
Patrimonio  en la modalidad de 
receptación agravada.  
Fecha: 10.11.2016. 
Fundamento: La sala considera que, 
el presente caso se cumple los 
presupuestos del artículo 402° inciso 
2 del CPP, en el sentido de que, la 
naturaleza del hecho no resulta grave, 
se trata de una receptación y la 
imputación es haber encontrado en su 
domicilio una motocicleta susceptible 
de hurto previo y tampoco existe 
peligro de fuga, además la prognosis 
es favorable para imponer la primera 
condena. Asimismo,  ha venido 
concurriendo en sede de investigación 
preparatoria y a juicio oral en ese 
sentido la sala considera que en el 
presente caso debe optarse por 
suspenderse la inmediata ejecución e 
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imponerse las restricciones previstas 
en el artículo 288°. 
Expediente N°: 295-2008-81 
Primera Sala Penal de la CSJLL 
Sentenciado   : Elidio Espinoza 
Quispe. 
Delito: Homicidio Calificado. 
Fecha: 16.09.2019. 
Fundamento: El Art. 418° del Código 
Procesal Penal, dispone la 
suspensión provisional de la ejecución 
de la condena e impone reglas de 
conducta. 
La condena del absuelto en el 
presente caso, de ser impugnada, 
abrirá la necesidad de garantizar el 
derecho que tiene toda persona, a que 
su primera condena sea revisada a 
través de un recurso amplio, conforme 
las exigencias constitucionales y 
convencionales. Habiendo omitido el 
legislador hasta ahora, hacer la 
modificación legal, corresponde a los 
jueces no dejar de administrar justicia 
por vacío o deficiencia de la ley.  En 
tanto a ello se produzca, el colegiado 
Superior considera que no se puede 
ejecutar provisionalmente esta 
primera condena, pues para ello se 
requiere del doble conforme, así lo 
estipula el Código Procesal Penal al 
señalar que la sentencia se ejecuta 
cuando se confirma en segunda 
instancia, lo que aún falta verificar en 
el presente caso. 
En efecto, de ejecutar esta primera 
sentencia, faltando aun su revisión por 
el superior jerárquico, y sin que aún 
quede firme se estaría ejecutando la 
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pena cuando el proceso aun no es 
firme, y se violaría el derecho a la 
presunción de inocencia previsto en el 
Articulo II, concordante con el Articulo 
X del título Preliminar del Código 
Procesal Penal. Por ello, la decisión 
de suspender la ejecución de la 
condena, es una facultad discrecional 
prevista en el Código Procesal Penal, 
compatible con los principios 
constitucionales ya señalados, que, 
en el presente caso, por su especial 
naturaleza y conducta procesal de los 
imputados, resulta perfectamente 
procedente. 
Expediente N°: 1623-2019-49. 
Tercera Sala Penal de la CSJLL 
Sentenciado   : María del Pilar 
Aramburu Alvarado. 
Delito: Homicidio Calificado  
Fecha: 24.02.2020 
Fundamento: Existe un 
pronunciamiento de condena en 
análisis de prueba indiciaria que tiene 
como punto neutral a decidirse en su 
oportunidad el hecho de que el 
principal sindicador de la participación 
de los hoy condenados en esta causa 
se ha desentendido de sus palabras 
iniciales y no las han sostenido en el 
tiempo, es verdad, que pueden 
haberse leído las declaraciones en 
etapas anteriores, haberse 
contrastado sus declaraciones 
preliminares, pero es parte de la 
posibilidad de debate a fin de 
incorporar como válida y como 
información de calidad una u otra 
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declaración, pero seguimos aún en el 
limbo de la decisión que aún no se 
toma y por lo tanto los señores aún 
siguen siendo inocentes, en tanto no 
existe firmeza.   
La naturaleza de este caso, aun es 
débil y eso lo corrobora el hecho de 
que el peligro de fuga, hasta donde 
dos prisiones preventivas han sido 
desestimadas y eso ya nos da una luz 
respecto de la todavía indecisión en 
este caso respecto a este tema. 
Respecto de la gravedad ya todos 
conocemos, incluso el Acuerdo 
Plenario N° 01-2019 así lo reitera de 
que la simple gravedad de la pena no 
constituye un elemento suficiente para 
señalar que existe peligro de fuga, por 
tanto, el artículo 402.2 y el 418.2 le 
dan las perfectas facultades a esta 
Sala penal Superior de apelaciones 
para declarar fundada la suspensión 
de ejecución provisional de la pena. 
- Expediente N°: 4707 -2016-91
- Octavo Juzgado Penal 
Unipersonal Especializado en 
Delitos de Corrupción de 
Funcionarios de La Libertad. 
- Sentenciado: Segundo Santos
Jara Llanos
Fundamento: Respecto de los 
acusados Victor Humbeto Alarcón 
Vidal, José Wilfredo Sánchez Díaz y 
Segundo Santos Jara Llanos, se 
suspende la afectividad de la 
condena, mientras se resuelva el 
recurso de apelación, en caso de ser 
presentado, o en todo caso, la 
suspensión opera hasta que la 
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- Delito: Cohecho Pasivo Propio
- Fecha: 31/07/2018
presente sentencia quede consentida 
y/o ejecutoriada, imponiendo a 
procederle reglas de conducta en 
razón que han venido concurriendo en 
forma continua a las audiencias de 
juicio, desvirtuándose el peligro de 
fuga. 
Triangulación de resultados de entrevistas, focus group y análisis 
documental. 
En el trabajo presente, se aplicó como técnicas a la guía de entrevista, el focus 
group y el análisis documental, a efectos de analizar los criterios para aplicar 
razonablemente y su repercusión en la aplicación de la suspensión provisional 
de ejecución de la pena del Distrito Judicial La Libertad, 2021. La triangulación 
de la información más relevante, se suscribe a continuación: 
Nota: Elaboración propia. 
Triangulación de resultados 
de entrevistas, focus group 
y análisis documental sobre 
los criterios para aplicar 
razonablemente y su 
repercusión en la aplicación 
de la suspensión provisional 
de ejecución de la pena del 







Al haberse efectuado la triangulación de datos, con las técnicas pertinentes, 
se adscribe que debe regirse el principio de proporcionalidad en razón que la 
suspensión provisional de ejecución de la pena al ser excepcional debe 
abarcar a todos los sentenciados sean que se encuentren en libertad o 
privados de ella antes de la sentencia conforme lo señala el artículo 418 del 
Código Procesal Penal que contradice el artículo 402 de la misma norma. 
Asimismo, atendiendo a dicho principio si bien dada la gravedad del delito y 
la pena impuesta debe ser factores que limiten o restringen la procedencia de 
la suspensión provisional de ejecución de la pena, no obstante, ello dependerá 
de las circunstancias del caso concreto.  
Además, la suspensión provisional de la pena, viene manejándose tan 
discordantemente el tema de la suspensión provisional de la ejecución de la 
pena, por lo que, se estaría incurriendo a una vulneración a la seguridad 
jurídica que debe existir en el ordenamiento jurídico. Por ello, al existir 
resoluciones contradictorias, debería uniformizarse criterios para poder tener 
resoluciones debidamente motivadas, sin que existan vulneraciones a 
diferentes derechos de los recurrentes. Esto, considerando que, el Código 
Procesal Penal tiene deficiencias, ya que en muchos casos no existe la 
definición de la naturaleza jurídica, y en el caso del art. 402 establece “el juez 
podrá optar” por su inmediata ejecución o imponer reglas de conducta, 
“atendiendo a la naturaleza, gravedad, o peligro de fuga”; es decir, la norma 
procesal faculta al juez que atendiendo a casos graves, puede optar por su 
ejecución provisional, ello debe entenderse para casos muy graves, donde 
resulte evidente un peligro de fuga. Estas deficiencias se han corroborado con 
la falta de uniformidad con la cuales se aplicaron las sentencias en los 
expedientes analizados mediante el análisis documental.  
 4.4. Discusión 
La investigación se tuvo como objetivo general analizar los criterios para 
aplicar razonablemente y su repercusión en la aplicación de la suspensión 
provisional de ejecución de la pena del Distrito Judicial La Libertad, 2021. 
Entre los principales hallazgos referidos a los criterios para aplicar 
razonablemente, los especialistas consideran que debe regir el principio de 
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proporcionalidad en razón que la suspensión provisional de ejecución de la 
pena al ser excepcional debe abarcar a todos los sentenciados sean que se 
encuentren en libertad o privados de ella antes de la sentencia conforme lo 
señala el artículo 418 del Código Procesal Penal que contradice el artículo 
402 de la misma norma. Asimismo, atendiendo a dicho principio si bien dada 
la gravedad del delito y la pena impuesta debe ser factores que limiten o 
restringen la procedencia de la suspensión provisional de ejecución de la 
pena, no obstante, ello dependerá de las circunstancias del caso concreto. 
Estos hallazgos concuerdan con los de Jiménez (2017), quien señala que el 
aplicar la proporcionalidad como un principio, deviene de que la libertad y los 
derechos que son considerados como fundamentales, debería interpretarse 
ampliamente como aquellos principios que, por su volumen y objeto, se 
desarrolla en mayor posibilidad, de acuerdo con los supuestos fácticos y 
jurídicos que son establecidos en un sentido contrario. Por tal motivo, resulta 
legítimo el accionar al ejercer el control constitucional de la ley penal, a efecto 
de evitar excesos en la determinación de la tipología de la pena y la sanción 
impuesta, así como la protección ineficiente de otros derechos fundamentales. 
Caso similar ocurre con Caro (2006), quien refiere que la suspensión de la 
ejecución de la pena condicional (distinta a la suspensión provisional de 
ejecución de la pena) es una facultad discrecional del juzgador, la misma que 
debería aplicarse con cautela y prudencia, conforme a las características 
jurídicas de cada caso, teniéndose en consideración aquellos criterios como 
la naturaleza del ilícito penal, sus propiedades y sus modalidades. 
De la misma manera, Alfaro (2014) concluye que el principio de 
proporcionalidad cobra relevancia, siempre y cuando se acepte que no existan 
derechos absolutos, considerando que cada derecho es contrario a su propia 
limitante; por tanto, la proporcionalidad intacta los requisitos y la forma que 
conllevan a la limitación del derecho, cuyo propósito es tutelar el derecho 
fundamental. Conviene mencionar que, ante una petición de afectación de los 
derechos fundamentales, como constituye la presunción de inocencia y 
libertad ambulatoria, se debe analizar de manera exhaustiva el principio 
citado, de tal manera que se atienda a la excepcionalidad de la prisión 
preventiva. Es decir, si bien la sentencia debe ejecutarse, aunque exista 
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recurso impugnatorio, de manera excepcional debe suspenderse su ejecución 
provisional, siendo que para su aplicación debe establecerse criterios para 
aplicar razonablemente que permitan a futuro uniformizar las resoluciones de 
los órganos jurisdiccionales de La Libertad con la finalidad de generar 
predictibilidad en las resoluciones y materializar la seguridad jurídica.  
Asimismo, de forma específica, identificar los criterios para aplicar 
razonablemente en el Distrito Judicial La Libertad, 2021. Entre los principales 
criterios destacados a la luz de la guía de entrevista y focus group, la 
excepción de la suspensión provisional de ejecución de la pena debe 
extenderse sólo a aquellos delitos que no afecten  gravemente los bienes 
jurídicos y generen alarma social, si bien ello colisiona con el principio de 
igualdad sin embargo no existe derecho ni garantía absoluta; además, debe 
limitarse o restringirse para aquellas sentencias con penas elevadas, 
debiendo establecerse un límite numérico para su procedencia, las misma que 
podría ser la pena de 10 años atendiendo que dicho límite ha sido considerado 
en las nuevas figuras penales y de ejecución penal prevista en los decretos 
legislativos N° 1513 y 1514 como son la remisión de pena, conversión de pena 
y vigilancia electrónica. Por otro lado, debería extenderse como presupuesto 
de fondo el peligro procesal que es más amplio que el peligro de fuga, ello en 
razón que hay conductas de los procesados de entorpecer la actividad 
probatoria para obtener resoluciones favorables. Los hallazgos se relacionan 
con los de Urquizo (2020), quien señala que el principio de proporcionalidad 
o ponderación consiste en establecer criterios de carácter material a fin de
evitar excesos tanto en la creación de la ley como en su aplicación.  El 
principio de proporcionalidad tiene a su vez tres subprincipios: idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad en sentido estricto. Además, Zevillano (2018) 
aduce que la aplicación de una medida provisoria, está sujeta a la proporción 
y razonabilidad del delito imputado, teniendo en cuenta que la medida nunca 
puede ser de gravedad mayor de lo que las normas no aplican. De tal manera, 
la prisión momentánea debe ser consignada de manera judicial, permitiendo 
que se contemplen las variables relacionadas. Asimismo, señala que los 
elementos para restringir la libertad ambulatoria deben considerarse el 
principio de proporcionalidad, caso contrario la medida adoptada sería 
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arbitraria o abusivo. Por tanto, respecto de la categoría de criterios para aplicar 
razonablemente estuvieron  dirigidos a establecer circunstancias en virtud del 
principio de proporcionalidad para uniformizar los diversos criterios 
discordantes que se vienen adoptando en la sede del distrito judicial de La 
Libertad respecto de sus presupuestos de forma y fondo de la figura jurídica 
procesal de la suspensión provisional de ejecución de la pena como también 
al principio de presunción de inocencia que es el sustento de la figura jurídica 
procesal materia de investigación. 
En segundo lugar, determinar la aplicación de la suspensión provisional de 
ejecución de la pena en el Distrito Judicial La Libertad, 2021. Los resultados 
muestran que, la sola presentación de la solicitud de la suspensión provisional 
de ejecución de la pena no es suficiente, sino que es necesario que el recurso 
de apelación de la sentencia haya sido admitido, incluso cuando el juez le 
conceda de oficio, la suspensión estará supeditado a la presentación y/o 
admisión del recurso impugnatorio de apelación de la sentencia. Asimismo, al 
ser la suspensión provisional de ejecución de la pena la excepción a la norma 
general debe existir restricciones o prohibiciones para delitos que generen 
alarma social y afecten gravemente los bienes jurídicos protegidos. Sin 
embargo, ello dependerá de las circunstancias de cada caso concreto. Los 
resultados concuerdan con los de Torres (2015), quien aduce que el juez se 
encuentra obligado a desarrollar un juicio de prognosis, utilizando para ello 
criterios valorados de manera legal y establecidos debidamente, a fin de 
motivar la decisión de la suspensión de la ejecución de la pena. Los dos 
criterios primeros de dicha valoración se encuentran referidos al hecho 
ocasionado por el acusado (modalidad y naturaleza), de lo que el juez deduce 
si se suscita la debida inclinación a la comisión del delito. Además, 
complementa Velásquez (2020), que si bien el Código Procesal Penal prevé 
la posibilidad de ejecutar provisionalmente la sentencia condenatoria; sin 
embargo, afirmando el principio a la presunción de inocencia y valiéndose del 
fin y sentido de la coerción procesal penal resulta absolutamente necesario 
imponer la prisión preventiva o la comparecencia, según sea el caso, para 
evitar el peligro que la fuga del sentenciado representa para la efectividad de 
la tutela jurisdiccional, y eventualmente para evitar la prisión cuando es 
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innecesaria. Por tanto, constituye un tema de carácter facultativo y 
discrecional del juez, la aplicación del sistema alterno penal que atienda las 
características del tipo de delito, así como las probabilidades de reincidir en la 
comisión del delito y personalidad del agente (Rojas, 2020). Por tanto, se trata 
de una figura jurídica procesal prevista en el código procesal penal que 
consiste en la facultad discrecional del magistrado de suspender 
provisionalmente la ejecución de la sentencia impuesta con carácter efectiva 
a resultas de la sentencia de segunda instancia en mérito al principio de 
presunción de inocencia que aún subsiste mientas la sentencia no se 
encuentre firme (Castillo, 2020). Dicha figura exige como requisitos: a) 
Sentencia condenatoria efectiva, recurso impugnatorio, y situación jurídica de 
libertad del sentenciado, y b) naturaleza o gravedad del delito y peligro de 
fuga. 
Finalmente, establecer aplicación de criterios para aplicar razonablemente y 
su repercusión en la aplicación de la suspensión provisional de ejecución de 
la pena del Distrito Judicial La Libertad, 2021. La mayoría de los entrevistados 
coincidieron en que no es atendible como viene manejándose tan 
discordantemente el tema de la suspensión provisional de la ejecución de la 
pena, por lo que, se estaría incurriendo a una vulneración a la seguridad 
jurídica que debe existir en el ordenamiento jurídico. Además, al existir 
resoluciones contradictorias, debería uniformizarse criterios para poder tener 
resoluciones debidamente motivadas, sin que existan vulneraciones a 
diferentes derechos de los recurrentes. Esto, considerando que, el Código 
Procesal Penal tiene deficiencias, ya que en muchos casos no existe la 
definición de la naturaleza jurídica, y en el caso del art. 402 establece “el juez 
podrá optar”  por su inmediata ejecución o imponer reglas de conducta, 
“atendiendo a la naturaleza, gravedad, o peligro de fuga”; es decir, la norma 
procesal faculta al juez que atendiendo a casos graves, puede optar por su 
ejecución provisional, ello debe entenderse para casos muy graves, donde 
resulte evidente un peligro de fuga. Los resultados son similares a los de 
Zevillano (2018), quien concluye en la necesidad de realizar modificatoria al 
artículo 464º del Código Penal de Justicia Militar el cual señala que aquellas 
sentencias de carácter condenatorio sólo pueden ser ejecutadas cuando 
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tengan el carácter juzgado. Dicho trabajo de investigación se constituye en el 
único de trabajo de investigación a nivel nacional sobre la suspensión 
provisional de ejecución de la pena y que si bien no aborda la figura prevista 
en nuestra normatividad penal formal si lo hace en la normatividad penal 
castrense. Empero, discrepan de los de Ortiz (2018), que señala la existencia 
una relación significativa entre prisión preventiva, criterios procesales y los 
presupuestos mínimos con la presunción de Inocencia, sin embargo, se indica 
la no existencia de una relación entre la dimensión normativa de servicio del 
Juzgado de Investigación Preparatoria de Pacasmayo, 2018. Por tanto, 
respecto de la gravedad de la pena, consideramos de suma importancia 
establecer criterios para aplicar razonablemente respecto de la gravedad de 
la pena impuesta, ello en virtud del principio de proporcionalidad. Finalmente, 
se considera la necesidad de establecer criterios para aplicar razonablemente 
respecto a la pena impuesta, señalando un límite numérico, pues a mayor 
lesividad del bien jurídico debe corresponder una pena mayor, por ello es 
necesario considerar los límites establecidos en las figuras jurídicas 
procesales y de ejecución penal plasmadas en los D. Leg. Nº 1513 y 1514 de 
conversión de pena, vigilancia electrónica y remisión condicional que 
establecen una pena numérica máxima de 10 años de pena privativa de 
libertad impuesta, las mismas que adoptadas de manera proporcional y 
motivada no se lesiona la presunción de inocencia.  
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V. CONCLUSIONES
- El código procesal penal en su artículo 402 inciso 2 prescribe la figura
jurídica de la suspensión provisional de ejecución de la pena donde se
establece requisitos de forma y fondo para su concesión, sin embargo, no
existe uniformidad en las resoluciones judiciales, siendo necesario adoptar
criterios razonables para generar la predictibilidad de las resoluciones y
garantizar la seguridad jurídica.
- La suspensión provisional de ejecución de la pena al sustentarse en el
principio de presunción de inocencia exige una sentencia condenatoria
efectiva que no haya adquirido firmeza, razón por el cual un criterio
razonable es la no exigencia antes de la sentencia de la presentación de
su solicitud, la misma que puede presentarse en primera o segunda
instancia.
- La suspensión provisional de ejecución de la pena puede concederse de
oficio o a petición de parte, sin embargo, para su materialización no sólo es
necesario la interposición del recurso impugnatorio contra la sentencia,
siendo un criterio razonable que además el recuro haya sido admitido.
- La suspensión provisional de ejecución de la pena exige que el sentenciado
se encuentre con libertad ambulatoria, dicha exigencia limita a
sentenciados con penas leves a acceder a la solicitud mientras condenados
con penas altas si pueden hacerlo, afectando el principio de igualdad,
siendo un criterio razonable la no necesidad de la libertad ambulatoria del
sentenciado.
- La suspensión provisional de ejecución de la pena al ser de carácter
excepcional debe aplicarse para aquellos delitos que por su naturaleza no
afecten gravemente el bien jurídico protegido y generen alarma social,
siendo un criterio razonable la prohibición expresa para los delitos aludidos
en la presente conclusión.
- La suspensión provisional de ejecución de la pena al ser de carácter
excepcional y facultativa del juez debe restringirse para aquellas sentencias
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con penas elevadas, siendo un criterio razonable para su aplicación 
aquellas condenas con penas máximas de diez años, al ser dicho límite 
máximo el previsto en las figuras jurídicas de remisión condicional de la 
pena, conversión de pena y vigilancia electrónica previstos en los D. Leg. 
N° 1513 y 1514. 
- El peligro procesal prevista en la suspensión provisional de ejecución de la
pena es de aplicación a los sentenciados en libertad, siendo un criterio
razonable su extensión para los sentenciados con prisión preventiva,
debiendo ser nuevamente valorado al momento de resolver y de manera
similar para ambas situaciones jurídicas.
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VI. RECOMENDACIONES
Antes de finalizar, deseamos sugerir algunas recomendaciones en base a los 
resultados y las conclusiones a que se llegó luego del presente estudio:  
- Promover la capacitación a los operadores jurídicos respecto del trabajo
de investigación de criterios para aplicar razonablemente la suspensión
provisional de ejecución de la pena detallando las subcategorías de forma
y fondo, presunción de inocencia y principio de proporcionalidad como los
indicadores de  naturaleza situación jurídica del sentenciado, oportunidad
de presentación de la solicitud, necesidad de admisión del recurso de
apelación de la sentencia, naturaleza del delito, gravedad de la pena y
peligro procesal, con la finalidad de promover la predictibilidad de las
resoluciones judiciales y garantizar la seguridad jurídica.
- Promover la difusión del trabajo de investigación de criterios para aplicar
razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la pena a
través de ponencias y remisión a los Colegios de Abogados y Cortes
Superiores de Justicia de La Libertad y del Perú con la finalidad de
materializarlo en las resoluciones judiciales a efectos de evitar la carga
procesal y garantizar la seguridad jurídica
- Proponer al Congreso de la República, la iniciativa legislativa del proyecto
de ley vinculado a criterios para aplicar razonablemente la suspensión
provisional de ejecución de la pena que modifique el artículo 402 inciso 2
del Código Procesal Penal, con la finalidad de generar predictibilidad en
las resoluciones judiciales y garantizar la seguridad jurídica.
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VII. PROPUESTA
Proyecto de Ley N°____________________ 
PROYECTO DE LEY SOBRE CRITERIOS 
PARA APLICAR RAZONABLEMENTE LA 
SUSPENSIÓN PROVISIONAL DE 
EJECUCIÓN DE LA PENA. 
PROPOSICIÓN LEGISLATIVA 
El ciudadano abogado Wilder Teatino Ticlio, en uso de sus facultades de 
iniciativa legislativa que le confiere el artículo 2.17, artículo 31, artículo 107 de la 
Constitución Política del Perú y los artículos 75 y 76 del Reglamento del 
Congreso de la República, propone el siguiente proyecto: 
I 
ANTECEDENTES 
La presunción de inocencia es un principio iuris tantum aplicado a todo individuo 
desde el inicio del proceso penal hasta su conclusión, dicho principio dada su 
importancia, tiene carácter universal y ha sido elevado a derecho fundamental, 
la misma que puede romperse cuando exista una sentencia condenatoria firme, 
lo que implica que mientras no exista firmeza aún subsiste dicho principio. 
Por su parte, la normatividad procesal penal señala de manera general acerca 
del cumplimiento de las sentencias condenatorias de manera provisional, 
aunque se interponga recurso impugnatorio. No obstante, de manera 
excepcional, en el Art. 402 inciso 2 del Código Procesal Penal, prescribe la figura 
jurídica de la suspensión provisional de ejecución de la pena, cuyo sustento 
reside en el principio constitucional de Presunción de Inocencia, , razón por el 
cual en mérito de dicho principio las sentencias condenatorias no deberían 
ejecutarse si se cumplen con los presupuestos de forma y fondo. 
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Respecto de los presupuestos de forma, existen resoluciones de los órganos 
jurisdiccionales contradictorias, debido a que señalan que la solicitud tiene que 
materializarse antes que el órgano jurisdiccional haya tomado la decisión sobre 
la responsabilidad que recae en el acusado (adelanto de fallo o expedición de 
sentencia), lo cual genera una abierta contradicción, no solamente con la norma 
procesal penal, sino con la propia naturaleza de la figura jurídica en comento, 
puesto que es necesario, previamente, la existencia de un posición parcial o 
integral acerca del evento delictivo y de la responsabilidad penal del acusado, 
para así interponer el recurso impugnatorio, mismo que debe ser admitido, ya 
que sólo de esta manera será posible su pretensión. 
Asimismo, si bien se exige como presupuesto de forma que el sentenciado se 
encuentre con libertad ambulatoria al momento de la expedición de la sentencia, 
dicha situación es cuestionada en razón que existen condenados en primera 
instancia con prisión preventiva, cuyas penas son menores que aquellos que se 
encuentra, con libertad ambulatoria y, empero, no pueden acceder al tema en 
comento a pesar que la sentencia no se encuentra firme.   
Respecto de los presupuestos de fondo, la figura jurídica en comento sólo refiere 
sobre la naturaleza o gravedad del delito y peligro procesal, por lo que se hace 
necesario establecer criterios para desarrollar los delitos que podrían restringirse 
atendiendo a la naturaleza del delito (gravedad de lesividad al bien jurídico y 
alarma social) gravedad de la pena (estableciendo un límite numérico de la pena 
impuesta) y el peligro procesal respecto a su revaloración puesto que ya ha sido 
valorado al pronunciarse sobre la medida coercitiva del procesado.    
II 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
Las contradicciones normativas antes expuestas han venido siendo 
materializadas mediante los pronunciamientos recaídos en diversas 
resoluciones judiciales emitidas por los órganos jurisdiccionales, lo cual ha 
generado incertidumbre en los operadores jurídicos, dado que atenta contra la 
seguridad jurídica. En este sentido, al no existir predictibilidad de las mismas, 
peor aún, que en algunas de ellas siendo la pena impuesta leve (no mayor de 4 
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años) ha sido rechazada la aplicación de la suspensión provisional de ejecución 
de la pena, mientras que otras resoluciones fueron aceptadas cuando las penas 
impuestas eran elevadas, en otras resoluciones se han concedido por delitos de 
homicidio calificado y rechazado por delitos de abuso de autoridad, además de 
omitir pronunciarse  de manera motivada sobre la subsistencia del principio de 
presunción de inocencia en las sentencias impugnadas que es donde se 
sustenta la suspensión provisional de ejecución de la pena.  
 La realidad problemática esbozada en cuanto a la figura jurídica en comento, 
conlleva la imperiosa necesidad de establecer criterios para aplicar 
razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la pena, tomando en 
consideración el principio de presunción de inocencia, el peligro de fuga, la pena 
impuesta, la naturaleza del delito, la situación jurídica del sentenciado, la 
oportunidad de su presentación y el principio de proporcionalidad. 
El presente proyecto de ley, considera abordar criterios de aplicación que 
permitirá reducir de manera considerable la incertidumbre de la sociedad sobre 
dicha figura jurídica procesal conllevando a la predictibilidad de las resoluciones 
y la transparencia del actuar propio de los magistrados. Considerando por ello 
que respecto a los presupuestos de forma existe la necesidad de plasmar que la 
oportunidad para presentarlo es posterior a la expedición de sentencia y sólo se 
concederá una vez admitida el recurso impugnatorio, salvo que sea de oficio. 
Asimismo, no es necesario que el sentenciado se encuentre en libertad antes de 
la sentencia para admitir la petición, puesto que ello atenta contra el principio de 
igualdad. 
Respecto a los presupuestos de fondo es necesario establecer criterios en virtud 
el principio de proporcionalidad por ello se requiere señalar un límite numérico 
de la pena para su concesión  así como también restringir para aquellos delitos 
que por su naturaleza jurídica afecten gravemente el bien jurídico protegido e 
incendien la alarma en la sociedad, debiendo revalorarse el peligro procesal de 
todos los sentenciados libres y privados de su libertad de manera distinta a la 




ANÁLISIS COSTO – BENEFICIO 
La necesidad de analizar y posteriormente publicar la presente ley, 
determinando  criterios razonables para la aplicación uniforme sobre de la 
suspensión de la ejecución provisional de la pena en aquellos casos cuando la 
pena no sea elevada y nos encontremos ante delitos que no revisten de 
gravedad, repercutirá positivamente en la disminución del hacinamiento 
carcelario y la disminución del gasto público en materia penitenciaria toda vez 
que el Estado costea un aproximado de 27.50 soles diarios por cada interno, 
aunado al gasto público en construcción o ampliación de los centros 
penitenciarios, contratación de personal administrativo y penitenciario. Por cuya 
razón no generará gasto alguno al erario nacional por el contrario dicho costo se 
reducirá, además de no generar rechazo social.  
IV 
EFECTO DE LA VIGENCIA DE LA NORMA EN NUESTRA LEGISLACIÓN 
NACIONAL 
La presente iniciativa legislativa busca promover, aportar e incorporar criterios 
razonables de aplicación de la suspensión provisional de ejecución de la pena 
en aquellos casos cuando la pena no sea elevada o estemos frente a delitos que 
no revisten de gravedad o generan alarma social.  
Con dicha regulación se generará uniformidad en las resoluciones judiciales en 
la aplicación de criterios razonables aplicables a la figura jurídica procesal en 
comento, lo cual conllevará a la predictibilidad en las resoluciones, generando la 
seguridad jurídica y evitando la presentación de recursos innecesarios que 




PROYECTO DE LEY QUE PROMUEVE LA REGLAMENTACIÓN DE 
CRITERIOS PARA APLICAR RAZONABLEMENTE LA SUSPENSIÓN 
PROVISIONAL DE EJECUCIÓN DE LA PENA  
Artículo 1. Objeto de Ley 
La presente ley tiene por objeto la reglamentación de criterios para aplicar 
razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la pena con la 
finalidad de conllevar uniformidad y predictibilidad en las resoluciones judiciales 
y garantizar la seguridad jurídica. 
Artículo 2.- Modificatoria del Artículo 402 del Código Procesal Penal 
Artículo 402ª: Ejecución provisional 
1. La sentencia condenatoria, en su extremo penal, se cumplirá
provisionalmente, aunque se interponga recurso contra ella, salvo los casos en 
que la pena sea de multa o limitativa de derechos.  
2. Si al condenado se le impone pena o medida de seguridad privativa de libertad
de carácter efectivo, el Juez Penal según su naturaleza o gravedad y el peligro 
de fuga, podrá optar por su inmediata ejecución o imponer algunas de las 
restricciones previstas en el artículo 288° mientras se resuelve el recurso. 
3. El inciso 2 no será de aplicación para aquellos sentenciados por delitos con
penas superiores a 10 años de pena privativa de libertad como también para 
aquellos delitos tipificados en los artículos 108, 152, 173, 189, 200, 297, crimen 
organizado, lavado de activos y corrupción de funcionarios. 
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ANEXOS 
Anexo 1: Instrumentos de recolección de datos 
Guía de entrevista 
1. ¿Es necesario que la persona se encuentre privado de su libertad para
que acceda a la suspensión provisional de la pena? Fundamente. 
2. ¿Es necesaria la expedición de una sentencia condenatoria efectiva, total
o parcial, para solicitar la suspensión provisional de la ejecución de la pena?
¿Por qué? 
3. ¿Es necesario la sola presentación del recurso impugnatorio, o que éste
sea admitido, para acceder a la tramitación para la suspensión de la ejecución 
provisional de la pena? ¿Por qué? 
4. ¿Los delitos que generan alarma social y afectan gravemente el bien
jurídico protegido, pueden tramitar la suspensión de la ejecución provisional de 
la pena? Fundamente.  
5. ¿Importa el quantum de la pena impuesta para tramitar la suspensión de
la ejecución provisional de la pena? ¿Por qué? 
6. ¿Es posible el análisis del peligro de fuga, para los sentenciados en
libertad, cuando este presupuesto ha enervado en la prisión preventiva? ¿Por 
qué? 
7. ¿La presunción de inocencia es considerado un principio o un derecho
fundamental? Fundamente. 
8. ¿Está de acuerdo con que mientras no exista una sentencia firme, aún
subsiste el principio de presunción de inocencia? ¿Por qué? 
9. ¿Le parece atendible que un condenado a pena leve pero efectiva no
pueda acceder a suspensión provisional de la ejecución de la pena, mientras que 
otros condenados en libertad a penas efectivas y elevadas si puedan hacerlo? 
¿Por qué? 
10. ¿Qué delitos considera Ud. que deberán estar restringidos para acceder
a la suspensión provisional de la ejecución de la pena? Detalle los delitos. 
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11. ¿Considera Ud. que debe existir un límite numérico de la pena impuesta 
para acceder a la suspensión provisional de la ejecución de la pena? De ser así 
¿cuál sería el límite? 
12. ¿Debe analizarse el peligro de fuga para un condenado privado de libertad 




Guía de focus group 
 
1. ¿Es necesario que la persona se encuentre privado de su libertad para 
que acceda a la suspensión provisional de la pena? Fundamente. 
2. ¿Es necesaria la expedición de una sentencia condenatoria efectiva, total 
o parcial, para solicitar la suspensión provisional de la ejecución de la pena? 
¿Por qué? 
3. ¿Es necesario la sola presentación del recurso impugnatorio, o que éste 
sea admitido, para acceder a la tramitación para la suspensión de la ejecución 
provisional de la pena? ¿Por qué? 
4. ¿Los delitos que generan alarma social y afectan gravemente el bien 
jurídico protegido, pueden tramitar la suspensión de la ejecución provisional de 
la pena? Fundamente.  
5. ¿Importa el quantum de la pena impuesta para tramitar la suspensión de 
la ejecución provisional de la pena? ¿Por qué? 
6. ¿Es posible el análisis del peligro de fuga, para los sentenciados en 
libertad, cuando este presupuesto ha enervado en la prisión preventiva? ¿Por 
qué? 
7. ¿La presunción de inocencia es considerado un principio o un derecho 
fundamental? Fundamente. 
8. ¿Está de acuerdo con que mientras no exista una sentencia firme, aún 
subsiste el principio de presunción de inocencia? ¿Por qué? 
9. ¿Le parece atendible que un condenado a pena leve pero efectiva no 
pueda acceder a suspensión provisional de la ejecución de la pena, mientras que 
otros condenados en libertad a penas efectivas y elevadas si puedan hacerlo? 
¿Por qué? 
10. ¿Qué delitos considera Ud. que deberán estar restringidos para acceder 
a la suspensión provisional de la ejecución de la pena? Detalle los delitos. 
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11. ¿Considera Ud. que debe existir un límite numérico de la pena impuesta 
para acceder a la suspensión provisional de la ejecución de la pena? De ser así 
¿cuál sería el límite? 
12. ¿Debe analizarse el peligro de fuga para un condenado privado de libertad 






















































¿Es necesario que la 
persona se encuentre 
privado de su libertad 
para que acceda a la 
suspensión provisional 
de la pena? 
Fundamente. 
Redacción 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Pertinencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Coherencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 




1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
¿Es necesaria la 
expedición de una 
sentencia condenatoria 
efectiva, total o 
parcial, para solicitar la 
suspensión provisional 
de la ejecución de la 
pena? ¿Por qué? 
Redacción 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Pertinencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Coherencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 




1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
¿Es necesario la sola 
presentación del 
recurso 
impugnatorio, o que 
éste sea admitido, 
para acceder a la 
tramitación para la 
suspensión de la 
ejecución 
provisional de la 
pena? ¿Por qué? 
Redacción 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Pertinencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Coherencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 




1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
¿Los delitos que 
generan alarma social 
y afectan gravemente 
el bien jurídico 
protegido, pueden 
tramitar la suspensión 
de la ejecución 
provisional de la pena? 
Fundamente. 
Redacción 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Pertinencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Coherencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 




1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
¿Importa el quantum 
de la pena impuesta 
para tramitar la 
suspensión de la 
ejecución provisional 
de la pena? ¿Por qué? 
Redacción 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Pertinencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Coherencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 




1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
¿Es posible el análisis 
del peligro de fuga, 
para los sentenciados 
en libertad, cuando 
este presupuesto ha 
enervado en la prisión 
preventiva? ¿Por qué? 
Redacción 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Pertinencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Coherencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 




1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
¿La presunción de 
inocencia es 
considerado un 
principio o un derecho 
fundamental? 
Fundamente. 
Redacción 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Pertinencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Coherencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 




1 1 1 1 0 4 0.80 0.032 Válido 0.60 Válida 
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¿Está de acuerdo con 
que mientras no exista 
una sentencia firme, 
aún subsiste el 
principio de presunción 
de inocencia? ¿Por 
qué? 
Redacción 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Pertinencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Coherencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 




1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
¿Le parece atendible 
que un condenado a 
pena leve pero efectiva 
no pueda acceder a 
suspensión provisional 
de la ejecución de la 
pena, mientras que 
otros condenados en 
libertad a penas 
efectivas y elevadas si 
puedan hacerlo? ¿Por 
qué? 
Redacción 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Pertinencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Coherencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 




1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
¿Qué delitos considera 
Ud. que deberán estar 
restringidos para 
acceder a la 
suspensión provisional 
de la ejecución de la 
pena? Detalle los 
delitos. 
Redacción 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Pertinencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Coherencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 




1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
¿Considera Ud. que 
debe existir un límite 
numérico de la pena 
impuesta para acceder 
a la suspensión 
provisional de la 
ejecución de la pena? 
De ser así ¿cuál sería el 
límite? 
Redacción 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Pertinencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Coherencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 




1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
¿Debe analizarse el 
peligro de fuga para 
un condenado 
privado de libertad o 
para el que no lo 
está, de similar 
manera? 
Fundamente. 
Redacción 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Pertinencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
Coherencia 1 1 1 1 1 5 1.00 0.032 Válido 1.00 Validez 
perfecta 
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La presunción de inocencia es un principio Iuris Tantum (mientras no se 
demuestre lo contrario) aplicado a todo individuo desde el inicio del asunto 
punitivo hasta su conclusión (Gallego, 2015). Dicho principio dada su 
importancia, tiene carácter universal y ha sido elevado a derecho fundamental, 
la misma que puede romperse cuando exista una sentencia condenatoria firme, 
lo que implica que mientras no exista firmeza aún subsiste dicho principio 
(Castro, 2018). 
Además, la normatividad procesal penal señala de manera general acerca del 
cumplimiento de las sentencias condenatorias de manera provisional, aunque se 
interponga recurso impugnatorio. Sin embargo, de manera excepcional, en el Art. 
402 inciso 2 del Código Procesal Penal prescribe la figura jurídica de la 
suspensión provisional de ejecución de la pena, cuyo sustento reside en el 
principio constitucional de Presunción de Inocencia, la cual aún subsiste 
mientras no exista una sentencia condenatoria firme (consentida o ejecutoriada) 
(Pineda Gonzales et al., 2018), razón por el cual en mérito de dicho principio las 
sentencias condenatorias no deberían ejecutarse si se cumple con los 
presupuestos de forma y fondo, conforme se detalla a continuación: 
Primero, presupuestos de forma:  
Situación jurídica en libertad del sentenciado antes de la expedición de 
sentencia; debe estar gozando con una medida coercitiva distinta a la prisión 
preventiva (comparecencia, vigilancia electrónica, detención domiciliaria).  
La sentencia condenatoria debe ser de carácter efectiva; para lo cual no interesa 
el quantum de la pena asignada, no obstante, la norma penal sustantiva (distinta 
a figura procesal materia de la presente investigación) prescribe la suspensión 
de la ejecución de la pena cuando esta no supera los 4 años.  
Existencia del recurso impugnatorio hacia la sentencia; la cual no solamente 
consiste en la presentación oral o escrito del recurso, sino que además haya sido 
admitido por el juzgador. 
Segundo, presupuesto de fondo: 
Naturaleza del delito; implica la forma de la comisión del delito, la alarma social, 
el bien jurídico protegido. 
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Gravedad del delito; implica la pena impuesta a consecuencia de la naturaleza 
del delito, la misma que supone una pena elevada. 
Peligro de fuga; implica la inexistencia del arraigo familiar, laboral y domiciliario 
que permita la sujeción procesal. 
Respecto de los presupuestos de forma de la figura jurídica procesal de la 
suspensión provisional de ejecución de la pena, si bien no está previsto 
taxativamente en la normatividad procesal, en el artículo 402 se puede colegir 
los presupuestos señalados de manera precedente en el presente trabajo, no 
obstante, existen resoluciones de la Corte Superior de Justicia de La Libertad 
que contradicen lo establecido en la normatividad procesal penal, puesto que 
señalan que dicha solicitud tiene que materializarse antes que el órgano 
jurisdiccional haya tomado la decisión sobre la responsabilidad que recae en el 
acusado (adelanto de fallo o expedición de sentencia), lo cual genera una abierta 
contradicción, no solamente con la norma procesal penal, sino con la propia 
naturaleza de la figura jurídica en comento, puesto que es necesario, 
previamente, la existencia de un posición parcial o integral acerca del evento 
delictivo y de la responsabilidad penal del acusado, para así interponer el recurso 
impugnatorio, mismo que debe ser admitido, ya que sólo de esta manera será 
posible su pretensión.  
Asimismo, si bien se exige como presupuesto de forma que el sentenciado se 
encuentre con libertad ambulatoria al momento de la expedición de la sentencia, 
dicha situación es cuestionada en razón que existen condenados en primera 
instancia con prisión preventiva, cuyas penas son menores que aquellos que se 
encuentran con libertad ambulatoria y, empero, no pueden acceder al tema en 
comento a pesar que la sentencia no se encuentra firme.   
Respecto de los presupuestos de fondo, a pesar de estar taxativamente prevista 
en la figura jurídica procesal materia de investigación, viene siendo objeto de 
resoluciones contradictorias por los órganos jurisdiccionales de la Corte Superior 
de Justicia de la Libertad, lo que genera incertidumbre en los operadores 
jurídicos, dado que atenta contra la seguridad jurídica, al no existir predictibilidad 
de las resoluciones, peor aún, que en algunas de ellas siendo la pena impuesta 
leve (no mayor de 4 años) ha sido rechazada dicha figura, mientras que otras 
resoluciones fueron aceptadas cuando las penas impuestas eran elevadas, 
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obviando pronunciarse de manera motivada sobre la subsistencia del principio 
de presunción de inocencia en las sentencias impugnadas que es donde se 
sustenta la suspensión provisional de ejecución de la pena. Asimismo, en otras 
resoluciones judiciales sólo se pronuncian sobre la naturaleza del delito y el 
peligro de fuga.    
La realidad problemática esbozada conlleva a la imperiosa necesidad de 
establecer criterios para aplicar razonablemente la suspensión provisional de 
ejecución de la pena, tomando en consideración el principio de presunción de 
inocencia, el peligro procesal, la pena impuesta, la naturaleza del delito, la 
situación jurídica del sentenciado y el principio de proporcionalidad, que permitan 
a futuro uniformizar las resoluciones de los órganos jurisdiccionales de La 
Libertad, a efecto de generar predictibilidad en las resoluciones y materializar la 
seguridad jurídica.  
Para recolectar la información pertinente de estudio, se ha considerado la 
utilización de fuentes doctrinarias, las cuales han sido revisadas de tesis, 
informes, libros, artículos científicos, así como jurisprudencia y legislación en el 
ámbito internacional, nacional y local. Debe destacarse que la información 
presentada se encuentra relacionado a la materia estudiada, por lo cual 
constituye suma utilidad para su desarrollo. Empero, se encontraron limitaciones 
en la recopilación acerca de la suspensión provisional de ejecución de la pena, 
toda vez que en el Código de Procedimiento Penales anterior al Código Procesal 
Penal no estaba prevista esta figura jurídica procesal y, no obstante, que nuestro 
actual ordenamiento penal formal se encuentra vigente 15 años, no existe 
material bibliográfico sobre el desarrollo del tema y a nivel jurisprudencial sólo 
existen 2 ejecutorias supremas de reciente data, siendo el presente trabajo un 
tema novísimo por el escaso material doctrinario internacional y nacional. En tal 
sentido, la jurisprudencia señalada ha sido la guía para desarrollar el presente 
trabajo de investigación.  
Respecto al tema de criterios para aplicar razonablemente referidos a la 
suspensión provisional de ejecución de la pena, no se ha evidenciado fuentes 
internacionales y nacionales de índole doctrinaria ni jurisprudencial de manera 
específica para las sentencias impugnadas, a diferencia de los criterios para la 
imposición de las sentencias condenatorias como para la imposición de las 
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medidas coercitivas, por lo que se hizo necesario adecuar dichos criterios a la 
segunda categoría.  
Al analizar la realidad problemática se ha esbozado el problema general ¿Cómo 
la aplicación de criterios para aplicar razonablemente repercute en la suspensión 
provisional de ejecución de la pena del distrito judicial la libertad, 2021? 
Asimismo, como problemas específicos se han señalado: ¿Cómo se establecen 
los criterios para aplicar razonablemente en el Distrito Judicial La Libertad, 2021? 
¿De qué manera se aplica la suspensión provisional de ejecución de la pena en 
el Distrito Judicial La Libertad, 2021? ¿Cómo la aplicación de criterios para 
aplicar razonablemente repercute en la aplicación de la suspensión provisional 
de ejecución de la pena del Distrito Judicial La Libertad, 2021? ¿Qué criterios 
para aplicar razonablemente deberían establecerse para la correcta aplicación 
en la suspensión provisional de ejecución de la pena del Distrito Judicial La 
Libertad, 2021? 
Respecto a la justificación del presente proyecto de investigación se ha 
considerado a los siguientes criterios:  
Por su conveniencia, la presente investigación se justifica en la medida que se 
hace necesario fortalecer la seguridad jurídica puesto que existe diversidad de 
criterios en las resoluciones del Distrito Judicial La Libertad en la interpretación 
de la aplicación del instituto jurídico procesal de la suspensión provisional de 
ejecución de la pena lo que afecta la predictibilidad de las resoluciones judiciales, 
siendo necesario establecer criterios razonables para su determinación. 
Por su relevancia social, la presente investigación beneficiará no sólo a los 
conocedores del derecho, sino también a la sociedad quienes al no comprender 
como después a una sentencia condenatoria de carácter efectiva el sentenciado 
continúa en libertad, asocian dicha situación a actos de corrupción en el poder 
judicial. 
Por sus implicancias prácticas, la necesidad de establecer criterios para aplicar 
razonablemente la aplicación de la suspensión provisional de ejecución de la 




Por su valor teórico, sobre la criterios para aplicar razonablemente no existe 
material de investigación por lo que será necesario adecuar los criterios para 
aplicar razonablemente de la prisión preventiva al instituto jurídico procesal de la 
suspensión provisional de la ejecución de pena donde no existe material 
bibliográfico, por lo que la investigación aportará con conocimientos recabados 
de las resoluciones judiciales y otras figuras jurídicas para establecer criterios 
legales para su aplicación cubriendo las falencias de investigaciones 
relacionadas al tema. 
Por su justificación metodológica, de acuerdo a los resultados, se contribuirá a 
generar conocimiento de importancia que posibilita el análisis y comprensión del 
uso de criterios para aplicar razonablemente y su repercusión en la figura jurídica 
de la suspensión provisional de la ejecución de la pena. A la vez, este estudio 
será un precedente para otros investigadores interesados en el tema, 
posibilitando que se contribuya a enriquecer la comunidad científica del derecho.  
En virtud del problema, se han esbozado como objetivo general: Analizar la 
aplicación de criterios para aplicar razonablemente y su repercusión en la 
aplicación de la suspensión provisional de ejecución de la pena del Distrito 
Judicial La Libertad, 2021. Asimismo, como objetivos específicos se han 
considerado: Identificar los criterios para aplicar razonablemente en el Distrito 
Judicial La Libertad, 2021. Determinar la aplicación de la suspensión provisional 
de ejecución de la pena en el Distrito Judicial La Libertad, 2021. Establecer 
aplicación de criterios para aplicar razonablemente y su repercusión en la 
aplicación de la suspensión provisional de ejecución de la pena del Distrito 
Judicial La Libertad, 2021. Plantear los criterios de forma y fondo para 
sentenciados que deberían uniformizarse, para la razonable aplicación de la 
suspensión provisional de la ejecución de pena del Distrito Judicial La Libertad, 
2021. 
Respecto a la hipótesis se ha considerado como general: La aplicación de 
criterios para aplicar razonablemente repercute de manera favorable en la 
suspensión provisional de la ejecución de pena del Distrito Judicial La Libertad, 
2021. Como hipótesis específicas se han considerado: los criterios para aplicar 
razonablemente de aplicación son diversos en el Distrito Judicial La Libertad, 
2021; a suspensión provisional de ejecución de la pena no se aplica de manera 
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uniforme en el Distrito Judicial La Libertad, 2021; la aplicación de criterios para 
aplicar razonablemente repercute favorablemente la suspensión provisional de 
ejecución de la pena del Distrito Judicial de La Libertad, 2021; los criterios de 
forma y fondo para sentenciados deberían uniformizarse, para la correcta 
aplicación en la suspensión provisional de ejecución de la pena del Distrito 




II. MARCO TEORICO 
Entre los antecedentes a nivel internacional después de la búsqueda realizada 
sólo se ha encontrado un trabajo sobre la suspensión provisional de ejecución 
de la pena.  El autor aborda la problemática del efecto de la suspensión de la 
ejecución provisional de la pena en razón de la provocación de un daño 
irreparable en caso de revocarse la sentencia en segunda instancia por lo que 
para su aplicación debe analizarse cada caso concreto. Concluye que un 
presupuesto para considerar la suspensión de la ejecución provisional de la pena 
es la imposición de una caución económica suficiente para garantizar su 
ejecución en caso que la sentencia sea confirmada (Santos, 2011). 
El autor (Jiménez, 2017) en su tesis doctoral señala que el aplicar la 
proporcionalidad como un principio, deviene de que la libertad y los derechos 
que son considerados como fundamentales, debería interpretarse ampliamente 
como aquellos principios que por su volumen y objeto, se desarrolla en mayor 
posibilidad, de acuerdo con los supuestos fácticos y jurídicos que son 
establecidos en un sentido contrario. Por tal motivo, resulta legítimo el accionar 
al ejercer el control constitucional de la ley penal, a efecto de evitar excesos en 
la determinación de la tipología de la pena y la sanción impuesta, así como la 
protección ineficiente de otros derechos fundamentales. 
A nivel nacional (Schiaffino Cherre et al., 2014) señala que toda persona 
imputada se le debe reconocer el derecho subjetivo para considerarse en 
situación de inocente, posibilitando la conservación de un estado de no autoría, 
mientras que aún no se realice la expedición de la resolución judicial final. El 
autor precisa que si bien toda persona tiene derecho a recurrir un fallo 
condenatorio con el que no esté de acuerdo, también lo es que, existiendo una 
sentencia condenatoria, la ejecución provisional de esta debe efectivizarse de 
forma inmediata por lo que se debe incorporar en el Código Penal Militar Policial 
la ejecución provisional de la pena. 
Otro autor (Caro Coria, 2006) refiere que la suspensión de la ejecución de la 
pena condicional (distinta a la suspensión provisional de ejecución de la pena) 
es una facultad discrecional del juzgador, la misma que debería aplicarse con 
cautela y prudencia, conforme a las características jurídicas de cada caso, 
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teniéndose en consideración aquellos criterios como la naturaleza del ilícito 
penal, sus propiedades y sus modalidades. 
Un articulista (Torres Berrío, 2015) señala que el juez se encuentra obligado a 
desarrollar un juicio de prognosis, utilizando para ello criterios valorados de 
manera legal y establecidos debidamente, a fin de motivar la decisión de la 
suspensión de la ejecución de la pena. Los dos criterios primeros de dicha 
valoración se encuentran referidos al hecho ocasionado por el acusado 
(modalidad y naturaleza), de lo que el juez deduce si se suscita la debida 
inclinación a la comisión del delito.  
El autor (Arguello, 2008) afirma que, entre la ejecución provisional y el derecho 
a recurrir, se debe buscar un equilibrio tomando como objetivo el proceso como 
medio para conseguir la justicia, que tiene como norte la tutela judicial efectiva. 
Concluye el autor que el mandato de la ejecución de la sentencia sólo puede ser 
proferido cuando la decisión que se pretende ejecutar tiene el carácter firme o 
cuando existan razones de interés general, caso contrario debe suspender su 
ejecución.  
Otro investigador (Alfaro, 2014), concluye que el principio de proporcionalidad 
cobra relevancia, siempre y cuando se acepte que no existan derechos 
absolutos, considerando que cada derecho es contrario a su propia limitante; por 
tanto, la proporcionalidad intacta los requisitos y la forma que conllevan a la 
limitación del derecho, cuyo propósito es tutelar el derecho fundamental. 
Conviene mencionar que, ante una petición de afectación de los derechos 
fundamentales, como constituye la presunción de inocencia y libertad 
ambulatoria, se debe analizar de manera exhaustiva el principio citado, de tal 
manera que se atienda a la excepcionalidad de la prisión preventiva. 
El especialista (Velásquez, 2020) haciendo alusión a la suspensión de la 
ejecución provisional de la sentencia concluye que si bien el Código Procesal 
Penal prevé la posibilidad de ejecutar provisionalmente la sentencia 
condenatoria; sin embargo, afirmando el principio a la presunción de inocencia y 
valiéndose del fin y sentido de la coerción procesal penal resulta absolutamente 
necesario imponer la prisión preventiva o la comparecencia, según sea el caso, 
para evitar el peligro que la fuga del sentenciado representa para la efectividad 
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de la tutela jurisdiccional, y eventualmente para evitar la prisión cuando es 
innecesaria. 
El autor Castillo Alva (2018) señala que el principio de presunción de inocencia 
sólo se rompe con la expedición de una sentencia que haya adquirido firmeza es 
decir o bien consentida o ejecutoriada siendo que su fundamento último está 
supeditado a garantizaron descansa en la necesidad de garantizar el pleno 
irrestricto de la dignidad del ser humano, como un pilar elemental de un Estado 
Constitucional de derecho.  
El autor (Urquizo, 2020) señala que el principio de proporcionalidad o 
ponderación consiste en establecer criterios de carácter material a fin de evitar 
excesos tanto en la creación de la ley como en su aplicación.  El principio de 
proporcionalidad tiene a su vez tres subprincipios: idoneidad, necesidad y 
proporcionalidad en sentido estricto. Concluye el autor que el principio de 
proporcionalidad se convierte en un límite a la tentación de instrumentalizar el 
derecho penal con fines políticos.  
El articulista (Rojas López, 2020), señala que la determinación de la suspensión 
de ejecución de la pena (figura distinta a la suspensión provisional de ejecución 
de la pena), constituye un tema de carácter facultativo y discrecional del juez, lo 
cual es potestad del jurisconsulto la aplicación del sistema alterno penal que 
atienda las características del tipo de delito, así como las probabilidades de 
reincidir en la comisión del delito y personalidad del agente. 
Asimismo, la investigación de (Zevillano Seminario, 2018), concluye que la 
aplicación de una medida provisoria, está sujeta a la proporción y razonabilidad 
del delito imputado, teniendo en cuenta que la medida nunca puede ser de 
gravedad mayor de lo que las normas no aplican. De tal manera, la prisión 
momentánea debe ser consignada de manera judicial, permitiendo que se 
contemplen las variables relacionadas. Asimismo, señala que los elementos para 
restringir la libertad ambulatoria deben considerarse el principio de 
proporcionalidad, caso contrario la medida adoptada sería arbitraria o abusivo. 
Además, (Arroyo Ventocilla, 2017) señala en su tesis desarrollada en Lima que 
una de las consecuencias que intervienen en la suspensión de la ejecución de la 
pena para privar la libertad, se encuentra contemplada en el Código Penal Militar 
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Policial crean la posibilidad de que exista un peligro de fuga del sentenciado al 
quedar en completa libertad con el sólo hecho de apelar la sentencia impuesta, 
ésta no podrá ser ejecutada y generando una aparente impunidad. Concluye en 
la necesidad de realizar modificatoria al artículo 464º del Código Penal de 
Justicia Militar el cual señala que aquellas sentencias de carácter condenatorio 
sólo pueden ser ejecutadas cuando tengan el carácter juzgado. Dicho trabajo de 
investigación se constituye en el único de trabajo de investigación a nivel 
nacional sobre la suspensión provisional de ejecución de la pena y que si bien 
no aborda la figura prevista en nuestra normatividad penal formal si lo hace en 
la normatividad penal castrense. 
A nivel local se determinaron algunas investigaciones que han estudiado temas 
similares al presente. De tal manera, (Ortiz Mostacero, 2018) En su investigación 
efectuada en en Trujillo, señala la existencia una relación significativa entre 
prisión preventiva, criterios procesales y los presupuestos mínimos con la 
presunción de Inocencia, sin embargo, se indica la no existencia de una relación 
entre la dimensión normativa de servicio del Juzgado de Investigación 
Preparatoria de Pacasmayo, 2018.  
Asimismo, (Navarro Vega, 2010)  en su tesis señala que la causa de trasgresión 
del derecho de presunción de inocencia es la manifestación de la cultura 
inquisitiva en la aplicación de los procesos. Así también, señala que el derecho 
relacionado con la presunción de la inocencia constaba de bidimensionalidad, es 
decir se trata de una regla para aprobar o una regla para juzgar, por el contrario, 
una regla para dar tratamiento a la persona imputada. 
Finalmente, (Irigoin Oblitas, 2017) en su estudio desarrollado en Trujillo, aduce 
que la prisión preventiva posibilita la vulneración de la presunción de inocencia 
a nivel material, además consta de una regulación de carácter deficiente que es 
utilizada avallasadoramente, toda vez que la prisión preventiva desempeña la 
misma función que la pena.  
A la vez, a continuación se dan a conocer las pesquisas teóricas en torno a las 
categorías, de tal modo, a nivel jurisprudencial, la resolución suprema de 
apelación N° 21-2019 precisa que, para la determinación que conlleva a la 
suspensión de la ejecución de la pena, de reconciliarse como derecho primo y 
de la libertad personal y la manera en cómo se ejecutan las resoluciones 
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judiciales, dado que ambas poseen un rango constitucional, cuya aplicación 
tendrá que ser valorada de acuerdo a la naturaleza de los acontecimientos, la 
primacía del bien jurídico que es protegido, la alarma social, el probable daño 
causado a la víctima. Además, concluye el tribunal supremo, que acerca de la 
gravedad y naturaleza de los acontecimientos, de realizarse la intensidad de una 
pena que es impuesta al procesado, así como también que el grado de su 
autoría, la participación imputable, el tiempo restante para cumplir con la pena 
determinada, y en constante peligro de fuga como un factor preponderante. 
(Corte Suprema de Justicia de La República, 2019) 
La resolución suprema Apelación Penal Nº 9-2019 señala una posición distinta 
de la exigencia formal de la situación jurídica de libertad del sentenciado al 
momento de expedición de la sentencia. Así precisa la no necesidad de la 
exigencia formal de que el sentenciado se encuentre gozando de libertad 
ambulatoria antes de la impugnada, así como también la oportunidad de la 
pretensión puede presentarse en cualquier estado del procedimiento 
impugnativo, ello en virtud del apartado 2 del artículo 418 de nuestra 
normatividad penal formal.  Concluye la corte suprema que el criterio que servirá 
para decidir dicha figura jurídica procesal son “…las circunstancias del caso”, 
aunque por la naturaleza contracautelar de la decisión, es de tener como norte 
la ausencia del riesgo obstaculización o de fuga (Corte Suprema de Justicia de 
La República, 2019). 
El Tribunal Constitucional en la sentencia constitucional Nª 728-2008-PHC/TC, 
señala la presunción de inocencia como derecho fundamental, supone, en 
primera instancia, que todo ser humano debe ser considerado como inocente 
antes y durante el procedimiento penal, en tal sentido, justamente gracias a la 
firme sentencia a determinarse el mencionado estado de inocencia (Sentencia 
Constitucional Na 728-2008-PHC/TC, 2008) 
Acerca del sustento teórico, fue considerada la teoría y enfoques conceptuales 
sobre las categorías estudiadas, teniendo como teorías vinculadas al tema 
estudio, a la Teoría de la Pena, la misma que es la correspondencia al acto ilícito 
perpetrado o la vigencia de la norma la misma que ha evolucionado en el tiempo 
como la teoría absoluta, la teoría de la prevención (general y especial) y la teoría 
ecléctica (González Collantes, 2017; Rodríguez Horcajo, 2019). Así también, 
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respecto a su cumplimiento existe la regla general de su ejecución provisional 
como también de regla excepcional de la suspensión provisional de su ejecución, 
esto último sustentado en el principio o derecho de la presunción de inocencia, 
la misma que debe subsistir mientras no exista sentencia firme. (Clariá Olmedo, 
2017) 
Respecto a los criterios para aplicar razonablemente, tiene su sustento jurídico 
en el principio de proporcionalidad que está referido a circunstancias de carácter 
material a fin de evitar excesos tanto en la creación de la ley como en la 
aplicación de la misma (Comella, 2020; Długosz, 2017). 
Es decir, si bien la sentencia debe ejecutarse, aunque exista recurso 
impugnatorio, de manera excepcional debe suspenderse su ejecución 
provisional, siendo que para su aplicación debe establecerse criterios para 
aplicar razonablemente que permitan a futuro uniformizar las resoluciones de los 
órganos jurisdiccionales de La Libertad con la finalidad de generar predictibilidad 
en las resoluciones y materializar la seguridad jurídica.  
Por otro lado, se hace referencia a las teorizaciones acerca de cada una de las 
categorías de estudio. En tal sentido, en cuanto a la categoría 1: Criterios para 
aplicar razonablemente. No existe definición alguna sobre la categoría de 
criterios para aplicar razonablemente, sin embargo, consideramos que se les 
puede denominar a aquellas circunstancias que se extienden a los presupuestos 
o requisitos de las figuras jurídicas establecidas. La razón de dichas 
circunstancias se justifica por criterios de proporcionalidad adecuadas a cada 
figura jurídica procesal con la finalidad de establecer uniformidad en la 
predictibilidad en las resoluciones para generar la seguridad jurídica en la 
sociedad.      
Respecto de la categoría de criterios para aplicar razonablemente estuvieron  
dirigidos a establecer circunstancias en virtud del principio de proporcionalidad 
para uniformizar los diversos criterios discordantes que se vienen adoptando en 
la sede del distrito judicial de La Libertad respecto de sus presupuestos de forma 
y fondo de la figura jurídica procesal de la suspensión provisional de ejecución 
de la pena como también al principio de presunción de inocencia que es el 
sustento de la figura jurídica procesal materia de investigación. 
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La presunción de inocencia es un principio universal que se ha elevado a 
derecho fundamental y que solamente puede romperse cuando exista una 
sentencia condenatoria firme, ello implica la necesidad que dicha resolución se 
encuentre consentida o ejecutoriada. (Clariá Olmedo, 2017) 
No obstante, como es de amplio conocimiento los derechos no son absolutos, 
sino que pueden verse restringidos cuando se afecta otros derechos debiendo 
para ello aplicarse de manera motivada el principio de proporcionalidad, que 
consiste básicamente en establecer criterios de carácter material a fin de evitar 
excesos tanto en la creación de la ley como en la aplicación de la misma. 
(Urquizo, 2020). 
El código procesal penal establece como regla general la ejecución provisional 
de las sentencias y de manera excepcional la suspensión provisional de su 
ejecución sujeto no sólo al resultado en segunda instancia sino a presupuestos 
de forma y fondo. Respecto del presupuesto de forma se hace necesario 
establecer criterios para aplicar razonablemente respecto a la necesidad de la 
situación jurídica de libertad o no del sentenciado, como también respecto de la 
oportunidad para presentarlo en razón que el artículo Nº 402 exige que el 
sentenciado se encuentre en libertad con mandato distinto a la prisión preventiva 
al momento de la expedición de sentencia, mientras que el artículo Nº 418 
referido a la facultad del órgano jurisdiccional superior no exige dicha 
circunstancia. Respecto de la oportunidad de presentación de la solicitud de la 
figura jurídica procesal es necesario establecer criterios de uniformidad en razón 
que del artículo Nº 402 se deduce que se presentará una vez expedida la 
sentencia, mientras que el artículo Nº 418 faculta al órgano jurisdiccional superior 
su conocimiento, mientras que en la práctica de manera irrazonable algunos 
órganos jurisdiccionales exigen la presentación de la solicitud antes de la 
expedición de la sentencia, es decir cuando las partes aún no tienen 
conocimiento de la sentencia lo cual rompe la naturaleza jurídica de la figura de 
suspensión de la suspensión provisional de ejecución de la pena que exige la 
imposición previa de la pena.   
Al respecto la Corte Suprema de Justicia de La República (2019) señala: Que el 
artículo Nº 418 del código procesal penal tiene una amplitud superior al artículo 
Nº 402, en consecuencia, (i)el tribunal superior no tiene un límite derivado de la 
14 
 
exigencia de que el imputado ha de haber estado en libertad. (ii)El pedido de 
excarcelación puede presentarse en cualquier estado el procedimiento 
impugnativo”. (Apelación Nº 9-2019-Arequipa. Sala Penal Permanente. Lima,25 
de junio del 2020) 
No obstante, dicha posición en la ejecutoria suprema penal no se ha dado 
respuesta a la situación de libertad o no del sentenciado como también a la 
oportunidad para presentar la solicitud a nivel del juzgado que expidió la 
sentencia, sólo los criterios del artículo Nª 418 sobre la no necesidad de la 
libertad previa a la sentencia y oportunidad de presentar la solicitud pero a nivel 
del órgano jurisdiccional superior, peor aun cuando algunos de sentenciados 
privados de su libertad tiene una pena menor de los que se encuentra con 
libertad ambulatoria, pero no pueden solicitar la suspensión provisional de su 
ejecución en razón de la exigencia “…si el condenado estuviera en libertad…” 
prevista en el inciso 2 del artículo Nº 402 de la norma penal formal. 
El código procesal penal en su artículo Nº 402 inciso 2 señala como presupuesto 
de fondo de la suspensión provisional de ejecución de la pena “naturaleza o 
gravedad” de lo cual se hace alusión a la naturaleza del delito y la gravedad de 
la pena impuesta, dicha normatividad concuerda con el artículo Nº 418 inciso 2 
que señala “atendiendo a las circunstancias del caso”. Para determinar dicho 
presupuesto de fondo la Corte Suprema de Justicia de La República (2019)  
señala que debe reconciliarse el derecho de libertad individual y la ejecución de 
las resoluciones de índole judicial, las cuales gozan de rango constitucional. 
Asimismo, se analizan dos criterios: la gravedad y naturaleza de los 
acontecimientos, los cuales son considerados como un bien protegido a nivel 
jurídico, el daño consignado las víctimas y su trascendencia social. Por tal 
motivo, debe considerarse los delitos vinculados en contra de la administración 
pública, a la violencia en contra de las mujeres, el crimen organizado, de acuerdo 
a los cuales el estado peruano ha asumido un compromiso internacional 
mediante convenciones pertinentes. (Apelación Nº 21-2019-Lima. Sala Penal 
Transitoria. Lima, 15 de del 2020) 
Respecto de la gravedad de la pena, consideramos de suma importancia 
establecer criterios para aplicar razonablemente respecto de la gravedad de la 
pena impuesta, ello en virtud del principio de proporcionalidad.   
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Consideramos la necesidad de establecer criterios para aplicar razonablemente 
respecto a la pena impuesta, señalando un límite numérico, pues a mayor 
lesividad del bien jurídico debe corresponder una pena mayor, por ello es 
necesario considerar los límites establecidos en las figuras jurídicas procesales 
y de ejecución penal plasmadas en los D. Leg. Nº 1513 y 1514 de conversión de 
pena, vigilancia electrónica y remisión condicional que establecen una pena 
numérica máxima de 10 años de pena privativa de libertad impuesta, las mismas 
que adoptadas de manera proporcional y motivada no se lesiona la presunción 
de inocencia.  
Respecto del peligro de fuga, los artículos Nº 268 y 269 del código procesal penal 
señala los presupuestos respecto de medida cautelar de la prisión preventiva, la 
misma que debe adecuarse para la suspensión de la ejecución provisional de la 
pena, donde a diferencia del primero ya existe una pena impuesta por lo que es 
necesario establecer los criterios de arraigo domiciliario, familiar y laboral del 
sentenciado conforme lo señala el acuerdo plenario Nº 01-2019/CJ116. La 
discusión se presenta respecto de los sentenciados que vienen gozando de 
libertad en razón que si cumplen con los presupuestos para enervar el peligro 
procesal por ello se encuentra gozando de una medida distinta a la prisión 
preventiva, razón por el cual no habría necesidad de su evaluación, caso distinto 
a los sentenciados con prisión preventiva que no obstante puedan tener una 
pena de carácter efectiva no tan grave adolecen de alguna clase de arraigo y 
estando recluidos dicha situación es difícil que haya variado, lo cual afectaría su 
derecho a una resolución favorable  no obstante que su pena pueda diferir de las 
penas elevadas a lo sentenciados en libertad.      
En este estudio para lograr establecer la relación de esta categoría con la 
suspensión provisional de ejecución de la pena se ha considerado la siguiente 
subcategoría: Presunción de inocencia y como indicadores: El derecho 
fundamental y la sentencia firme. Asimismo, la otra subcategoría se ha 
considerado al principio de proporcionalidad adecuados a las circunstancias de 
la naturaleza del hecho que conllevó a la pena impuesta teniendo como 
indicadores:   la no exigencia de la libertad del condenado, naturaleza de los 




Por otro lado, acerca de la categoría 2: La Suspensión Provisional de Ejecución 
de la Pena, se trata de una figura jurídica procesal prevista en el código procesal 
penal que consiste en la facultad discrecional del magistrado de suspender 
provisionalmente la ejecución de la sentencia impuesta con carácter efectiva a 
resultas de la sentencia de segunda instancia en mérito al principio de 
presunción de inocencia que aún subsiste mientas la sentencia no se encuentre 
firme (Castillo, 2020). Dicha figura exige como requisitos: a) Sentencia 
condenatoria efectiva, recurso impugnatorio, y situación jurídica de libertad del 
sentenciado, y b) naturaleza o gravedad del delito y peligro de fuga.  
La Corte Suprema de Justicia de La República (2019) señaló que, a efectos de 
la determinación de la suspensión de la ejecución de la pena, debe conciliarse 
la libertad individual y las ejecuciones de la resolución judicial previstas, las 
cuales están consagradas a un rango de índole constitucional. Asimismo, debe 
analizarse: i) La naturaleza y gravedad de los hechos y ii) El peligro de fuga. 
Respecto del primer criterio, es considerado como un bien jurídico que debe ser 
protegido, cuya trascendencia de social. Con relación al segundo se considera 
los arraigos domiciliario, familiar y laboral (Apelación Nº 21-2019-Lima. Sala 
Penal Transitoria) 
El Código Procesal Penal no define a esta figura jurídica procesal, asimismo se 
decanta por la ejecución provisional de las sentencias de manera general y sólo 
de manera excepcional por su suspensión provisional supeditado a 
presupuestos de forma y de fondo. Asimismo, si bien a la actualidad sólo se han 
expedido 2 resoluciones supremas respecto de la figura jurídica de la suspensión 
provisional de ejecución de la pena, las mismas en modo alguno la han definido, 
limitándose solamente a transcribir las normas del código procesal penal, sin 
embargo, si han desarrollado los presupuestos de forma y fondo de la figura de 
la suspensión provisional de ejecución de la pena. 
A nivel doctrinario conforme se ha señalado no existe autores que hayan 
realizado investigación académica de esta categoría y ello se puede colegir en 
las dos resoluciones supremas sobre la suspensión provisional de ejecución de 
la pena donde no hacen referencia a autores ni informes académicos. Sin 




El autor Hassemer (2019), señala la necesidad de defender la presunción de 
inocencia debiendo materializarse aún en casos de sospecha, caso contrario, se 
le estaría restando el Valor debido como un procedimiento esencial que eleva 
hallazgos resultantes de procedimiento instructorio, provisionales y adquiridos 
con técnicas consideradas como jurídicas que son menos idóneas a la categoría 
condenatoria. 
El autor (Clariá Olmedo 2017), señala que mientras no exista declaración de 
culpabilidad por sentencia firme, las personas continúan gozando del estado 
inocencia a pesar de que contra ellos se haya perturbado un proceso penal, 
independientemente de su progreso. Concluye el autor la necesidad de la 
firmeza de la sentencia condenatoria para romper la presunción de inocencia. 
Si bien toda persona tiene derecho a recurrir un fallo condenatorio con el que no 
esté de acuerdo, también lo es que, existiendo una sentencia condenatoria, la 
ejecución provisional de esta debe efectivizarse de forma inmediata por lo que 
debe incorporarse en el Código Penal Militar Policial la ejecución provisional de 
la pena (Schiaffino Cherre et al., 2014). 
Una posición similar respecto de los efectos de la suspensión en la ejecución de 
la pena que prima la libertad dispuestas por la apelación de sentencia en el 
Código Penal Militar Policial crean la posibilidad de que exista un peligro de fuga 
del sentenciado al quedar en completa libertad con el sólo hecho de apelar la 
sentencia impuesta, ésta no podrá ser ejecutada y generando una aparente 
impunidad (Arroyo Ventocilla, 2017).  
El artículo Nº 402 inciso 1º del Código Procesal Penal señala como norma 
general la ejecución provisional de la pena, aunque se interponga contra ella 
recurso impugnatorio. Así también los artículos Nª 412 y 418 inciso Nº 2 del 
mismo cuerpo penal formal prescribe de manera similar la ejecución provisional 
de la sentencia. Sin embargo, nuestra normatividad procesal penal también ha 
previsto de manera excepcional la figura jurídica de la suspensión provisional de 
ejecución de la pena, la misma que se encuentra prescrito en los artículos Nº 
402 inciso 2 y 418 inciso 2, atendiendo a las circunstancias del caso (Ministerio 
de Justicia y Derechos Humanos, 2016). Dicha circunstancia lo precisa el artículo 
402 cuando prescribe que aun cuando el condenado se encontrase en libertad y 
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se impusiera una pena o medida de seguridad que prive su libertad de manera 
efectiva, el Juez Penal conforme a su naturaleza y gravedad, así como el peligro 
de fuga, podría optar por la inmediata imposición o ejecución de medidas 
restrictivas previstas en el artículo 288, en tanto que se resuelva el caso  
(Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, 2016) 
De la lectura integral de la norma en comento podemos concluir que dicha figura 
exige como requisito de forma o para su admisibilidad: a) La existencia de una 
sentencia condenatoria con pena de carácter efectiva, b) La interposición del 
recurso impugnatorio de apelación, y c) Que el sentenciado se haya encontrado 
en libertad ambulatoria. Ésta última implica la necesidad que el sentenciado se 
encuentre con un mandato distinto a la medida coercitiva de la prisión preventiva, 
no obstante, el artículo Nº 418 inciso 2 cuando faculta al tribunal superior su 
pronunciamiento no lo exige de manera taxativa. Dicha contradicción en nuestra 
normatividad procesal ha sido objeto de una posición plasmada en una ejecutoria 
suprema donde se decanta por la no necesidad de la exigencia formal de que el 
sentenciado se encuentre gozando de libertad ambulatoria antes de la 
impugnada, así como también la oportunidad de la pretensión puede presentarse 
en cualquier estado del procedimiento impugnativo. (Corte Suprema de Justicia 
de La República, 2019). 
Con relación a los requisitos de fondo, se establece lo siguiente: a) La naturaleza 
o gravedad, debiéndose de considerar a la afectación del bien jurídico protegido, 
su trascendencia social, el posible daño que se cause a las víctimas y la pena 
impuesta, y b) El peligro de fuga, debe considerarse los arraigos domiciliario, 
familiar y laboral. (Corte Suprema de Justicia de La República, 2019). 
En este estudio para lograr establecer la relación de esta categoría con los 
criterios para aplicar razonablemente se ha considerado las siguientes sub 
categorías: Presupuesto de forma (se refiere a los presupuestos para admitir la 
pretensión, siendo sus indicadores; La situación jurídica del sentenciado, 
sentencia condenatoria efectiva y recurso impugnatorio y Presupuestos de fondo 
(referidos a los presupuestos para la declaración de procedencia de la 
pretensión, siendo sus indicadores;  la naturaleza del delito, la gravedad de la 




Se aplicaron los siguientes métodos de investigación: 
Método hermenéutico - jurídico: dado que, a la luz de diferentes doctrinas 
legislativas y jurídicas, se investigaron de manera rigurosa y concienzuda los 
fenómenos relacionados a las categorías para obtener una comprensión 
detallada de los criterios para aplicar razonablemente la suspensión 
provisional de ejecución de la pena. 
Método deductivo: debido a que, mediante la formulación de premisas o 
hipótesis investigativas, se procedió a la obtención de hallazgos de 
investigación, a través de los cuales se optó por conclusiones pertinentes 
conforme a los criterios para aplicar razonablemente la suspensión provisional 
de ejecución de la pena. 
Método descriptivo: el cual fue aplicado para describir la fenomenología de las 
categorías en el contexto de estudio, a fin de posibilitar su caracterización. A 
través de este método pudo abordarse la necesidad de estudio de la presente 
investigación, acerca de los criterios para aplicar razonablemente la 
suspensión provisional de ejecución de la pena. 
Método analítico - sintético: esencialmente, este método fue aplicado de 
manera integrada en todo el curso de investigación, debido a que 
principalmente, se tuvo que consultar diferente revisión bibliográfica para 
teorizar las categorías de estudio, a fin de categorizarlas, para finalmente 
obtener una medición pertinente de los criterios para aplicar razonablemente 
la suspensión provisional de ejecución de la pena. 
3.1. Tipo y diseño de investigación 
3.1.1. Tipo de investigación 
De acuerdo al fin que persigue, el estudio fue aplicado, debido a que se orientó 
a la proposición de soluciones prácticas a la problemática observada 
inicialmente, en materia de los criterios para aplicar razonablemente la 




De acuerdo a la técnica de contrastación fue orientada a la comprensión, ya 
que su objetivo esencial se basó en la comprensión de los criterios para aplicar 
razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la pena, a efectos 
de ampliar el conocimiento vigente en materia de las categorías (Hernández 
y Mendoza, 2018). 
Asimismo, de acuerdo a su régimen fue libre, ya que, estuvo motivada por las 
motivaciones personales del investigador, a efectos de conocer los criterios 
para aplicar razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la 
pena (Hernández y Mendoza, 2018).  
3.1.2. Diseño de investigación: 
La presente investigación fue de diseño no experimental, porque no se 
intervino ni se modificó ninguna de las variables (Hernández y Mendoza, 
2018).  
Asimismo, es fenomenológico porque su principal propósito se basa en la 
exploración, descripción y comprensión del conocimiento y análisis de la 
documentación pertinente que permita el estudio de los criterios para aplicar 
razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la pena. 
Este diseño de investigación estuvo definido dentro de la metodología de 
enfoque cualitativo, como a que en que se encarga de describir y dar 
entendimiento a los hechos, desde la óptica de los principales actores de 
investigación (Hernández y Mendoza, 2018). 
3.2. Categorías, subcategorías y matriz de categorización 
Respecto a las categorías se ha considerado como categoría 1: Criterios para 
aplicar razonablemente. Una sub categoría es la presunción de inocencia y 
sus indicadores son: El derecho fundamental y la sentencia firme.  Asimismo, 
la otra sub categoría se ha considerado al principio de proporcionalidad 
adecuados a las circunstancias del hecho que conllevó a la pena teniendo 
como indicadores: la no exigencia de la libertad del sentenciado, delitos por 
su naturaleza, la pena impuesta y el peligro de fuga. 
La categoría 2 del presente proyecto de investigación: La suspensión 
provisional de ejecución de la pena, teniendo como sub categoría al 
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presupuesto de forma y entre sus indicadores a la situación jurídica del 
sentenciado, sentencia condenatoria efectiva y recurso impugnatorio. Otra 
sub categoría se ha considerado al presupuesto de fondo y como indicadores 





3.3. Matriz de categorización apriorística 





No existe definición alguna sobre la 
categoría de criterios para aplicar 
razonablemente, sin embargo, 
consideramos que se les puede denominar a 
aquellas circunstancias que se extienden a 
los presupuestos o requisitos de las figuras 
jurídicas establecidas. La razón de dichas 
circunstancias se justifica por criterios de 
proporcionalidad adecuadas a cada figura 
jurídica procesal con la finalidad de 
establecer uniformidad en la predictibilidad 
de las resoluciones para generar la 
seguridad jurídica en la sociedad. 
La definición operacional 
de los criterios para 
aplicar razonablemente 
se basa en las 
circunstancias que son 
extendidas para los 
presupuestos o 
requisitos de las figuras 
jurídicas. Cuyas 
subcategorías son: 
presunción de inocencia 









La no exigencia 




Quantum de la 
pena 
Peligro de fuga 
Suspensión 
provisional de 
la ejecución de 
la pena 
Se trata de una figura jurídica procesal 
prevista en el código procesal penal que 
consiste en la facultad discrecional del 
magistrado de suspender provisionalmente 
la ejecución de la sentencia impuesta con 
La definición operacional 
de la categoría se 
relaciona a la medición 
de la figura jurídica 










carácter efectiva a resultas de la sentencia 
de segunda instancia en mérito al principio 
de presunción de inocencia que aún subsiste 
mientas la sentencia no se encuentre firme 
(Castillo, 2020) 
para suspender de 
manera provisional la 
pena. Cuyas 
subcategorías son: 
presupuesto de forma y 













3.3. Escenario de estudio 
El escenario para propósitos del presente estudio fue el Colegio de Abogados 
de La Libertad, al cual pertenecen los especialistas en derecho penal y 
procesal que han sido elegidos, por sus destacadas características, dado que 
poseen el conocimiento y la práctica en derecho penal, entre ellos encuentra 
un juez penal, un fiscal penal, así como abogados de la defensa pública y 
privada y catedráticos en derecho penal. 
Los participantes tuvieron características homogéneas, debido a que tenían 
un amplio conocimiento y praxis en derecho penal, siendo pertinentes para 
poder analizar las categorías de estudio, a través de su juicio crítico, se pudo 
evidenciar la problemática en materia de los criterios para aplicar 
razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la pena. 
3.4. Participantes 
Los participantes fueron 8 especialistas en derecho penal y procesal, entre los 
cuales se encontraron un juez penal, un fiscal penal, abogados de la defensa 
pública y privada, así como también catedráticos en derecho penal, los cuales 
laboran en distintas instituciones como La Corte Superior de Justicia y 
Ministerio Público de La Libertad y pertenecen al Colegio de Abogados de La 
Libertad. 
Como se observó, los participantes tienen características homogéneas, dado 
que sus funciones se encuentran enmarcadas dentro del derecho penal, de 
esta manera, se cumple con lo señalado por Hernández y Mendoza (2018), 
quienes destacan que los participantes en una investigación cualitativa deben 
contemplar características similares, a fin de analizar correctamente las 
categorías para su interpretación y comprensión. 
Por otro lado, se creyó conveniente realizar un análisis documental de 8 
resoluciones de las tres salas penales de Trujillo, entre las cuales destacan el 
caso Marcelo, caso Galindo y caso Espinoza, con el fin de recabar información 
de la problemática, mediante el análisis de la aplicación de los presupuestos 
de forma y fondo y la congruencia con las características de cada caso 
particular, suscitados en la Corte Superior de Justicia de La Libertad.  
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3.5. Técnicas e instrumentos de recolección de datos 
3.5.1. Técnicas. 
a) Entrevista de profundidad a especialistas 
Esta técnica posee una finalidad definida de manera precisa, posibilitando la 
obtención de datos informativos que sean pertinentes a los propósitos del 
investigador, para lo cual se elaboran preguntas semiestructuradas, 
estructuradas o abiertas, que posibiliten el análisis la indagación e 
interpretación de los datos recabados de un contexto en particular. En tal 
sentido, permite comprender la fenomenología de los hechos desde la óptica 
de los sujetos involucrados (Hernández y Mendoza, 2018). 
b) Grupos de enfoque o focus group 
Esta técnica, a diferencia de la entrevista, consiste en la conformación de 
grupos pequeños de un máximo de diez participantes con quienes se genera 
una conversación o debate sobre un tema de interés colectivo, para lo cual se 
precisa la intervención de un moderador. A partir de esta técnica se 
construyen significados de importancia para comprender las categorías de 
estudio de acuerdo a las distintas ópticas de los participantes (Hernández y 
Mendoza, 2018). 
c) Análisis documental 
Esta técnica permite analizar documentación importante que muestren 
evidencia de las categorías en estudio, para evidenciar un mejor análisis sobre 
la base el fundamento de los hechos (Hernández y Mendoza, 2018). 
3.5.2. Instrumentos 
a) Guía de entrevista de profundidad 
La guía de entrevista fue suministrada a especialistas en derecho penal, y 
estuvo orientada a recabar información acerca de los criterios para aplicar 
razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la pena. 
En primera instancia, para la categoría criterios para aplicar razonablemente 
la suspensión provisional de la ejecución de pena, la guía de entrevista se 
27 
 
conformó seis preguntas, cuyas dos primeras evalúan la presunción de 
inocencia, y las cuatro últimas que evalúan el principio de proporcionalidad.  
El segundo lugar, para la categoría suspensión provisional de la ejecución de 
pena, la guía de entrevista que estará conformada por seis preguntas, de las 
cuales las tres primeras que evalúan el presupuesto de forma, y las tres 
subsiguientes evalúa de presupuestos de fondo. 
b) Guía de focus group 
La guía de grupo focal o focus group fue desarrollada con especialistas en 
derecho penal, y estuvo orientada, con la intervención de un moderador, a 
recabar información acerca de los criterios para aplicar razonablemente la 
suspensión provisional de ejecución de la pena. Mediante dicho instrumento, 
se planteó seis preguntas a los participantes, a efectos de conocer su opinión 
crítica en materia del presupuesto de forma y del fondo. A la vez, también se 
evaluó la presunción de inocencia y el principio de proporcionalidad, todo ello 
con el objetivo de conocer los criterios para aplicar razonablemente la 
suspensión provisional de ejecución de la pena. 
c) Guía de análisis documental 
La guía de análisis documental permitió desarrollar el análisis de resoluciones 
de las Salas Penales de Trujillo, mediante un registro de campo, con el 
objetivo de evidenciar las incongruencias en la aplicación de los criterios para 
aplicar razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la pena. 
3.5.3. Validez de los instrumentos 
Para validar oportunamente los instrumentos se procedió a la utilización de la 
validez de contenido mediante el juicio de cinco expertos, tanto en 
metodología como en derecho penal. Estos fueron: 
1. Dr. Pedro Otoniel Morales Salazar  
2. Dr. Carlos Antonio Honores Yglesias 
3. Mg. Deisy Marleny Siccha Saldaña 
4. Mg. Carlos Narciso Vela Ruiz 
5. Mg. Clarita Ocampo Pimpincos 
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Además, se calculó la V de Aiken, a fin de verificar las concordancias entre 
las opiniones críticas de los evaluadores a cada una de las preguntas de los 
instrumentos. La fórmula aplicada fue: 







𝑛 (𝑐 − 1)
 
Donde: 
n = Número de jueces 
S = Sumatoria de los si 
Si = Valor asignado por el juez i 
c = Número de valores de la escala de respuestas. 
 
3.6. Procedimiento 
El procedimiento de la recolección de información, se realizó previo 
consentimiento informado de los participantes involucrados, a quienes se les 
administró la guía de entrevista, a la vez que también se desarrolló la técnica 
del focus group. Para tal propósito, se les explicó en qué consistía su 
participación y cuál era el aporte enriquecedor de ésta. Los instrumentos se 
aplicaron previa coordinación con los implicados, considerando que se 
cumplan las condiciones correctas para salvaguardar su bienestar integral. 
Asimismo, para la guía el análisis documental, se procedió a tratar la 
información, con estricta confidencialidad y objetividad. 
3.7. Rigor científico 
En el presente un estudio, se consideró el rigor científico de credibilidad, 
debido a que, a partir de la aplicación de las técnicas de investigación y los 
respectivos instrumentos, se pudo obtener una interacción constante con los 
participantes de estudio, posibilitando que el investigador, mediante la 
observación y conversación prolongada con los involucrados, se recolectó 
información de manera fehaciente, la cual fue constatada por los evaluados. 
En tal sentido, los hallazgos de esta investigación son verídicos y representan 
las características y atributos de las categorías en el contexto de los hechos 




3.8. Método de análisis de datos 
La información recolectada, previa coordinación con los especialistas en 
derecho penal, permitió que se recabe información pertinente sobre las 
categorías estudiadas, con la utilización de los instrumentos previamente 
seleccionados. De tal manera, el análisis de las respuestas vertidas a la guía 
de entrevista y a la guía de focus group fueron analizadas concienzudamente 
utilizando como técnica a la triangulación de información, misma que fue 
expuesta en matrices representadas en tablas de doble entrada. 
Cabe mencionar, que la utilización de la triangulación permitió confirmar las 
subcategorías, de acuerdo a los participantes de estudio, de tal modo, se 
combinaron distintos métodos y estrategias metodológicas para desarrollar el 
abordaje correcto a la materia de estudio. Por tanto, se aduce que la técnica 
de triangulación utilizada posibilitó el adecuado recojo, y análisis e 
interpretación de la información, desde la óptica de los actores principales, a 
fin de comparar y contrastar las opiniones críticas respecto de las categorías, 
ésta conlleva a que se minimicen los errores en la interpretación de los 
resultados, debido a que permite analizar de manera más correcta los 
constructos teóricos a partir de los hechos que suceden en la práctica del 
derecho penal. Finalmente, la guía de análisis documental permitió conocer la 
problemática en cuanto a la concordancia de la aplicación de los criterios para 
la suspensión provisional de la ejecución de la pena. 
3.9. Aspectos éticos 
En concordancia a lo estipulado por el Código de Ética en Investigación de la 
Universidad César Vallejo (2020), en el presente estudio, al haberse 
desarrollado los hallazgos con una muestra de seres humanos, es preciso 
mencionar que se cumplió con la norma rigurosa del Reglamento de Ensayos 
Clínicos del Perú (D.S. 017-2006- SA y D.S. 006-2007-SA). En tal sentido, se 
solicitó el libre consentimiento de los participantes para participar de la 
investigación, brindándoles la información pertinente acerca de la finalidad del 
estudio, en qué consistía su intervención y que sus identidades no iban a ser 
reveladas en ningún momento, así como la duración. Asimismo, se les explicó 
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que, si en algún momento querían disentir de su participación, podían hacerlo 
sin temor a represalias.  
Por otro lado, se ha salvaguardado la integridad física, emocional y mental de 
los participantes, a la vez que, al culminar el estudio, se entregó un informe 
de los resultados a los mismos. 
Asimismo, también se han complido los lineamientos del Código de Ética en 
Investigación de la Universidad César Vallejo (2020), se ha tomado en 
consideración el citar correctamente a la bibliografía de los autores utilizados 
para la teoría del estudio, garantizándose que no hubo plagio mediante el 
software Turnitin. Finalmente, acerca del tratamiento de la información 
recolectada, en este estudio se cumple con el rigor ético, dado que no se 




IV. RESULTADOS Y DISCUSIÓN 
4.1. Resultados de la entrevista  
La técnica de entrevista constituyó una de las más importantes para el trabajo 
de investigación, dado que permitió recoger información enriquecedora para 
analizar las categorías y sub categorías sobre los criterios para aplicar 
razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la pena, con la 
participación de expertos de la Corte Superior de Justicia y Ministerio Público 
de La Libertad y pertenecen al Colegio de Abogados de La Libertad. De tal 
manera, gracias a la información recolectada, se analizó la problemática de 
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4.1.1. Interpretación y análisis de las guías de entrevista. 
En este apartado se evidencia el conocimiento empírico producto de la 
aplicación de la guía de entrevista a los especialistas en derecho penal y 
procesal penal, siguiendo el orden de los objetivos de estudio. Cabe destacar 
que, la información vertida por los entrevistados, fue sometida a una rigurosa 
comprobación. 
 
Objetivo 1: Identificar los criterios para aplicar razonablemente en el Distrito 
Judicial La Libertad, 2021. 
Categoría 1: Criterios para aplicar razonablemente la suspensión 
provisional de ejecución de la pena 
Subcategoría 1: Presunción de inocencia 
Tabla 2.  
Subcategoría 1.- Derecho fundamental: ¿La presunción de inocencia es 
considerado un principio o un derecho fundamental? Fundamente. 
Especialista Respuestas 
Pereda. Esta garantía sirve para proteger los derechos fundamentales dentro de 
un proceso. La presunción de inocencia es un derecho fundamental, 
como se encuentra plasmado en el art. 11.1 de la Declaración Universal 
de Derechos Humanos. 
Cotrina. La presunción de inocencia, puede ser catalogado como un principio 
procesal (en puridad, es una garantía procesal constitucional). No puede 
ser un derecho fundamental propiamente, porque, los derechos son 
consustanciales a toda persona, sin distinción 
Gutiérrez U. A la fecha es considerado un derecho fundamental debido a su 
importancia y carácter universal del que goza. 
Alva. Es un principio contemplado en nuestra Constitución. 
Sánchez. Es un derecho fundamental, ya que garantiza que toda persona es 
inocente mientras no haya sentencia condenatoria. 
Albuquerque. La presunción de inocencia, es un principio y se materializa como un 
derecho fundamental inherente al ser humano que enfrenta un proceso 
penal. Sirve de garantía para que el procesado no se considere culpable 
-in dubio pro reo-, de un delito hasta que exista una sentencia firme 
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Reaño. Es un principio, vertiente y base fundamental que rige el Derecho Penal 
y Derecho procesal penal. 
Gutiérrez C. Ambos. Debemos partir de la siguiente presunción juris tantun: toda 
persona es inocente mientras no se demuestre lo contrario. En ese 
sentido, la presunción de inocencia es un principio fundamental 
 
Análisis interpretativo: 
Concordantemente, los entrevistados refieren que la presunción de inocencia 
es considerada un principio y un derecho fundamental. Primero, porque sirve 
de base, fundamento, línea directriz, o garantía de todo el sistema procesal 
penal universal, y se materializa en los diversos tratados, pactos, 
declaraciones, constituciones políticas. Segundo, como un derecho 
fundamental inherente al ser humano que enfrenta un proceso penal. Sirve de 
garantía para que el procesado no se considere culpable -in dubio pro reo-, 
de un delito hasta que exista una sentencia firme, no basta entonces, una 
sentencia condenatoria de primera instancia, ya que puede ser revocada o 
anulada, sino más bien que ésta haya alcanzado la categoría de firme. De tal 
manera, se encuentra plasmado en el art. 11.1 de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos dispone que: “toda persona acusada de delito tiene 
derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su 
culpabilidad, conforme a la Ley y en un juicio público en el que se hayan 




Tabla 3.  
Subcategoría 1.- Sentencia firme: ¿Está de acuerdo con que mientras no 
exista una sentencia firme, aún subsiste el principio de presunción de 
inocencia? ¿Por qué? 
Especialista Respuestas 
Pereda. Si, porque si bien puede existir una sentencia condenatoria de primera 
instancia, el derecho al recurso nace por la presencia natural de un 
posible error judicial. Entonces, la firmeza del pronunciamiento judicial es 
necesaria para desvirtuar la presunción de inocencia en un proceso 
judicial. 
Cotrina. Estoy de acuerdo. 
Gutiérrez U. Sí, por el derecho a la doble instancia de la que goza el investigado. 
Alva. Si, estoy de acuerdo, puesto que no puede considerarse de otro modo a 
un individuo en tanto no se ha demostrado su responsabilidad. 
Sánchez. Estoy de acuerdo, toda vez que, mediante la sentencia firme, se 
determine la inocencia del acusado, en tal sentido, debe respetarse sus 
derechos antes y durante el proceso penal.  
Albuquerque. Si, debido a que la presunción de inocencia rige como regla de prueba, 
ello implica que la prueba sea legitima e incorporada al juicio con las 
debidas garantías procesales. 
Reaño. Muy de acuerdo con la afirmación, mientras que no exista una sentencia 
firma con calidad de COSA JUZGADA. 
Gutiérrez C. Sí, porque la única forma de desvirtuar de manera definitiva la presunción 




Todos los entrevistados coinciden en que mientras no exista una sentencia 
firme, aún subsiste el principio de presunción de inocencia, debido a que, 
aunque pueda existir una sentencia condenatoria de primera instancia, el 
derecho al recurso nace por la presencia natural de un posible error judicial. 
Es decir, si no se han agotado todas las instancias y medios impugnatorios 
existe la posibilidad de evidenciarse dicho error. Además, a nivel del mismo 
artículo 3 del Título Preliminar del Código Procesal Penal, resulta necesario 
que la responsabilidad de la persona se haya declarado mediante sentencia 
firme debidamente motivada. Entonces, la firmeza del pronunciamiento 
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judicial es necesaria para desvirtuar la presunción de inocencia en un proceso 
judicial. 
Subcategoría 2: Principio de proporcionalidad 
Tabla 4.  
Subcategoría 2.- La no exigencia de la libertad: ¿Le parece atendible que un 
condenado a pena leve pero efectiva no pueda acceder a suspensión 
provisional de la ejecución de la pena, mientras que otros condenados en 
libertad a penas efectivas y elevadas si puedan hacerlo? ¿Por qué? 
Especialista Respuestas 
Pereda. Considero que lo primordial es el análisis del peligro de fuga. Pues si 
estamos ante un caso grave el peligro de fuga será mayor, pero si el 
sentenciado a mostrado una conducta de sometimiento y, además, tiene 
otras razones de fuerza para no huir, se debe valorar positivamente para 
al sentenciado. 
Cotrina. Sí resulta atendible que el juez que dictó la sentencia no suspenda 
ejecución provisional de la pena, pues el peligro de fuga subsiste y este 
es un requisito a tener en cuenta para suspender o no la ejecución 
provisional de la pena. 
Gutiérrez U. No, al contrario, me resulta sumamente contradictorio, ya que 
los presupuestos para la ejecución provisional de la pena: la gravedad 
del delito y el peligro de fuga. 
Alva. Debe ser atendible, por un criterio de lógica y razón. 
Sánchez. No, considero que debe evaluarse la suspensión provisional de la 
ejecución de la pena para aquellos casos que no generen alarma social 
y que sean menores a 4 años. 
Albuquerque. No, si al condenado se le impone una pena privativa de libertad efectiva, 
pero ésta es leve -no es elevada, no reviste gravedad-, debe acceder a 
una suspensión provisional de la pena. 
Reaño. No me parece atendible como viene manejándose tan discordantemente 
el tema de la suspensión provisional de la ejecución de la pena. 
Gutiérrez C. No, porque sería un absurdo jurídico y sobre todo no es razonable ni 
proporcional que se de ese hecho. 
 
Análisis interpretativo: 
La mayoría de los entrevistados coinciden en que no es atendible como viene 
manejándose tan discordantemente el tema de la suspensión provisional de 
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la ejecución de la pena, por lo que, se estaría incurriendo a una vulneración a 
la seguridad jurídica que debe existir en el ordenamiento jurídico. Además, al 
existir resoluciones contradictorias, debería uniformizarse criterios para poder 
tener resoluciones debidamente motivadas, sin que existan vulneraciones a 
diferentes derechos de los recurrentes. Esto, considerando que, el Código 
Procesal Penal tiene deficiencias, ya que en muchos casos no existe la 
naturaleza jurídica, y en el caso del art. 402 establece “el juez podrá optar”  
por su inmediata ejecución o imponer reglas de conducta, “atendiendo a la 
naturaleza, gravedad, o peligro de fuga”; es decir, la norma procesal faculta al 
juez que atendiendo a casos graves, puede optar por su ejecución provisional, 
ello debe entenderse para casos muy graves, donde resulte evidente un 




Tabla 5.  
Subcategoría 2.- Naturaleza del delito: ¿Considera Ud. que debería 
restringirse o derogarse la suspensión de la ejecución provisional de la pena 
para ciertos delitos? ¿De ser así que delitos? 
Especialista Respuestas 
Pereda. No, porque la regulación actual si bien es muy genérica, esto en cierta 
medida permite valorar las circunstancias especiales presentes, incluso, 
en casos sumamente graves. 
Cotrina. Si el condenado estuviere en libertad, bajo la medida de comparecencia 
simple, no debería haber excepción alguna. La suspensión no debería 
abarcar a los condenados por delitos cuyas penas sean 15 años a más. 
Gutiérrez U. Debe restringirse la suspensión de la ejecución de la pena, para los 
delitos gravosos. 
Alva. No, más si creo, que su concesión debe ser evaluada objetivamente. 
Sánchez. Debería restringirse la aplicación de la figura jurídica para delitos graves 
(homicidio calificado, violación sexual, tráfico de drogas). 
Albuquerque. Si, debe derogarse, por cuanto atenta contra el principio de presunción 
de inocencia, considero que la ejecución de la pena debe suprimirse en 
delitos graves. 
Reaño. Si considero que esta figura jurídica debería estar excluida para los 
delitos graves. 
Gutiérrez C. No, porque al no ser una sentencia firme, toda persona puede solicitar la 
suspensión de la pena, después de evaluar el caso en concreto. 
 
Análisis interpretativo: 
La mayoría de entrevistados concuerdan en que debería restringirse la 
aplicación de la figura jurídica para delitos graves, no obstante que el peligro 
de fuga se pueda superar con las medidas restrictivas que establece el mismo 
texto legal del art. 402, “aquellas medidas que establece el art. 288 mientras 
se resuelve el recurso”. Que sucedería si ante un delito grave, con pena 
impuesta de más de 20, como puede ser violación sexual, homicidio calificado, 
se le condena al procesado en libertad, y la sentencia es ejecutada 
provisionalmente, y en el recurso de apelación la sentencia es anulada por 
falta de motivación y se ordena un nuevo juicio oral, o si por aplicación del in 
dubio pro reo, insuficiencia probatoria el condenado es absuelto por el 
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Tribunal Superior, se habría vulnerado el principio de presunción de inocencia, 
por eso se considera que se debe suprimir o derogar la suspensión provisional 






Tabla 6.  
Subcategoría 2.- Quantum de la pena: ¿Considera Ud. que debe existir un 
límite numérico de la pena impuesta para acceder a la suspensión provisional 
de la ejecución de la pena? De ser así ¿cuál sería el límite? 
Especialista Respuestas 
Pereda. No, si buscamos optimizar el derecho a la libertad y otros derechos del 
sentenciado por las circunstancias especiales, imponer un límite de pena 
sería un retroceso a la regulación actual. 
Cotrina. Considero que, el límite sea en base al delito y en relación a su pena 
mínima, antes que la pena concreta impuesta. 
Gutiérrez U. Sí, el límite debería ser cuatro años de pena privativa de la libertad 
Alva. Considero que no, más bien lo que debe existir son ciertos lineamientos 
para concederla. 
Sánchez. Considero como aplicación límite numérico los 4 años, por ser penas 
leves. 
Albuquerque. No, por cuanto considero que la ejecución de la pena, resulta 
inconstitucional, al ser contraria al principio universal de la presunción de 
inocencia. 
Reaño. Si creo que debe existir un límite de numérico de pena, el límite 
máximosería desde mi punto de vista 8 años. 




La mayoría de los especialistas entrevistados aducen que debe existir un 
límite numérico de la pena impuesta para acceder a la suspensión provisional 
de la ejecución de la pena, este límite debe situarse en base al delito y en 
relación a su pena mínima, antes que la pena concreta impuesta. En tal 
sentido, se han propuesto los 4 años en su límite mínimo y 8 años en su límite 




Tabla 7.  
Subcategoría 2.- Peligro de fuga: ¿Debe analizarse el peligro de fuga para 
un condenado privado de libertad o para el que no lo está, de similar manera? 
Fundamente. 
Especialista Respuestas 
Pereda. Mi opinión respecto a la procedencia de la suspensión de la ejecución 
provisional en casos de privados de la libertad por prisión preventiva es 
negativa, pues no se cumple un presupuesto legal. 
Cotrina. El análisis final debe ser el mismo, esto es, la intensidad del peligro debe 
ser grave en todos los casos. 
Gutiérrez U. Para ambos, ya que, si estuvo privado de su libertad, es porque en cierta 
medida existió un peligro de fuga. 
Alva. Creo que este aspecto si debe analizarse de manera similar, pues en 
ambos casos se tiene como salvaguarda el sometimiento a la justicia. 
Sánchez. Debe analizarse el peligro de fuga para cuando exista un condenado en 
libertad, a efectos de garantizar cumplir la sentencia y no obstaculizar el 
proceso penal.  
Albuquerque. No, el peligro de fuga debe analizarse, según la condición jurídica en que 
se encuentre, si esta privado de su libertad. 
Reaño. Sí, debe analizarse el peligro de fuga a través de su arraigo familiar, 
laboral, domicilio, puesto que muchas veces las situaciones varían según 
el tiempo. 
Gutiérrez C. No, al ser el peligro de fuga una vertiente de la medida cautelar más 
grave, debe de ser analizada de acuerdo al caso en concreto. 
 
Análisis interpretativo: 
A la luz de las opiniones brindadas por los entrevistados, debe analizarse el 
peligro de fuga para cuando exista un condenado en libertad, a efectos de 
garantizar cumplir la sentencia y no obstaculizar el proceso penal. De tal 
manera, se entiende que el peligro de fuga se encuentra acreditado y subsiste 
en tanto y en cuanto no se presenten nuevos elementos que permitan variar 
su condición, por lo que no demanda mayor análisis, es distinto para el reo 
libre, en la que para imponer una medida privativa de libertad, en el caso 
concreto una ejecución provisional se debe realizar una especial 
fundamentación del peligro de fuga, a fin de determinar si procede la ejecución 
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provisional, o si existe arraigo domiciliario, familiar, o laboral, se puede 
imponer alguna restricción a la libertad, por eso es que no se debe valorar con 




Objetivo 2: Determinar la aplicación de la suspensión provisional de ejecución 
de la pena en el Distrito Judicial La Libertad, 2021. 
Categoría 2: Suspensión provisional de ejecución de la pena. 
Subcategoría 1: Presupuesto de forma 
Tabla 8.  
Subcategoría 1.- Situación jurídica del sentenciado: ¿Es necesario que la 
persona se encuentre privado de su libertad para que acceda a la suspensión 
provisional de la pena? Fundamente. 
Especialista Respuestas 
Pereda. No, porque en primer lugar no es una exigencia legal. El sentenciado 
puede encontrarse en libertad o estar soportando la ejecución de la pena. 
Sólo se exige que estemos ante un sentenciado a una pena privativa de 
liberad efectiva 
Cotrina. En el caso del artículo 402, la norma procesal es clara en establecer como 
condición necesaria que, para analizar la procedencia o no de la 
suspensión, el condenando debe estar en libertad. 
Gutiérrez U. No, debe analizarse la naturaleza o gravedad del delito y el peligro de 
fuga para que se disponga la ejecución provisional de la condena 
Alva. No, es necesario. Podría solicitarse estando en libertad, previo a la propia 
ejecución de la privación. 
Sánchez. No es necesario, dado que la norma procesal acepta suspenderla cuando 
el condenado esté en libertad. 
Albuquerque. No, la norma procesal, dicta que debe entenderse que es para todo 
procesado, reo libre o reo privado de su libertad. 
Reaño. No es necesario, puesto que esta figura jurídica tiene como base el 
principio constitucional de presunción de inocencia. 
Gutiérrez C. No, el Código Procesal Penal, faculta al Juez la decisión de acceder al 
pedido, sin que exista taxativamente la necesidad de que el imputado se 
encuentre en libertad. 
 
Análisis interpretativo: 
Todos los entrevistados aducen que no es necesario que la persona se 
encuentre privado de su libertad para que acceda a la suspensión provisional 
de la pena, esto se encuentra normado en el Código Procesal Penal, en los 
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artículos 402 (inciso segundo) y 418 (inciso segundo) le faculta al Juez de 
primera instancia o de segunda según sea el estadio, la decisión de acceder 
al pedido de la suspensión provisional de la pena, sin que exista taxativamente 
la necesidad de que el imputado se encuentre en libertad ambulatoria o 




Tabla 9.  
Subcategoría 1.- Sentencia condenatoria efectiva: ¿Es necesaria la 
expedición de una sentencia condenatoria efectiva, total o parcial, para 
solicitar la suspensión provisional de la ejecución de la pena? ¿Por qué? 
Especialista Respuestas 
Pereda. Si, porque el pedido es la suspensión provisional de la pena de carácter 
efectiva; que busca evitar el ingreso al centro penitenciario y las 
consecuencias que ella conlleva. Por ello, si no existe ejecución no se 
puede solicitar la suspensión de la misma, al no poner en riesgo la libertad 
del sentenciado. 
Cotrina. Sí. Toda vez que, si la pena no es efectiva, existen instituciones 
materiales que regula sus efectos en esos otros casos. 
Gutiérrez U. Si porque solo así, se podría solicitar la suspensión de la ejecución. 
Alva. Sí, una vez expedida es posible solicitarla. 
Sánchez. Debe existir una sentencia efectiva total, a efectos de que se resuelva el 
proceso en segunda instancia. 
Albuquerque. Si, debido a que a todo procesado se le considera inocente de la 
acusación. 
Reaño. Sí, es preciso, ya que, conforme al Código Procesal Penal, que, para su 
solicitud, se requiere una sentencia condenatoria efectiva. 
Gutiérrez C. Si, debido a que así lo establece el CPP. 
 
Análisis interpretativo: 
Todos los especialistas entrevistados coinciden en que es necesaria la 
expedición de una sentencia condenatoria efectiva, total o parcial, para 
solicitar la suspensión provisional de la ejecución de la pena, lo cual se halla 
circunscrito en el Código Procesal Penal, cuyos artículos Nª 412 y 418 inciso 
Nº 2, precisan que para solicitar esta suspensión provisional de la ejecución 
de la pena se necesita que la sentencia condenatoria sea de carácter efectiva, 
sin importar el quantum de la pena, toda vez que busca evitar el ingreso al 
centro penitenciario y las consecuencias que ella conlleva. Por ello, si no 
existe ejecución no se puede solicitar la suspensión de la misma, al no poner 




Tabla 10.  
Subcategoría 1.- Recurso impugnatorio: ¿Es necesario la sola presentación 
del recurso impugnatorio, o que éste sea admitido, para acceder a la 
tramitación para la suspensión de la ejecución provisional de la pena? ¿Por 
qué? 
Especialista Respuestas 
Pereda. Si el supuesto es la búsqueda de un pronunciamiento del juez sobre la 
procedencia o no de la suspensión, luego de emitida la sentencia 
condenatoria, considero que el auto admisorio es indispensable porque 
si el recurso no es admitido, formalmente, no se iniciará el trámite del 
recurso. 
Cotrina. Es necesario que sea admitido, pues, la inadmisibilidad del recurso, no 
permite evaluar la suspensión de la ejecución provisional de la condena. 
Gutiérrez U. No, es necesaria la sola presentación, en su oportunidad el Tribunal 
deberá analizar los presupuestos de gravedad y peligro de fuga. 
Alva. Se pide que sea admitido y no meramente presentado, sin embargo, esto 
está delimitado por el tiempo de calificación 
Sánchez. Se requiere el recurso impugnatorio y que sea admitido, como parte de 
los requisitos formales de tramitación. 
Albuquerque. Resulta necesario que el recurso sea admitido, ya que, si solo es 
presentado, puede ser que adolezca de legitimidad, fundamentación, que 
sea interpuesto sin indicar las causales, o fuera del plazo legal, lo que 
devendría en inadmisible, y como consecuencia de ello, la sentencia 
quedaría firme. 
Reaño. El recurso impugnatorio debe estar admitido, para poder acceder a la 
tramitación, porque solo así podría darse su pretensión solicitada. 
Gutiérrez C. Es necesario que el recurso impugnatorio sea admitido, debido a que el 
sentenciado aún gozaría del principio de presunción de inocencia. 
 
Análisis interpretativo: 
Casi la totalidad de los entrevistados, a excepción de una, coinciden en que 
es necesaria la presentación del recurso impugnatorio, o que éste sea 
admitido, para acceder a la tramitación para la suspensión de la ejecución 
provisional de la pena, pues el artículo 402 del Código Procesal Penal, 
condiciona la evaluación de la suspensión, en tanto, se haya apelado la 
sentencia; y debe entenderse no solo la mera interposición sino su concesorio 
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respectivo. Cabe mencionar que la entrevistada en discordancia, aduce que 
la mera presentación del recurso no significa que la petición de suspensión de 
ejecución de la pena vaya a ser concedida. Finalmente, debe destacarse que, 
en última instancia, resulta necesario que el recurso sea admitido, ya que de 
lo contrario puede carecer de legitimidad o fundamentación, y que sea 
interpuesto sin indicar las causales, o que sea interpuesto fuera del plazo 
legal, lo que devendría en inadmisible, y como consecuencia de ello, la 
sentencia quedaría firme. Por ello, el mérito de presentar un recurso, no 
habilita al condenado a solicitar un trámite de ejecución provisional de la pena, 




Subcategoría 2: Presupuesto de fondo 
Tabla 11.  
Subcategoría 2.- Naturaleza del delito: ¿Los delitos que generan alarma social 
y afectan gravemente el bien jurídico protegido, pueden tramitar la suspensión 
de la ejecución provisional de la pena? Fundamente. 
Especialista Respuestas 
Pereda. La norma procesal no señala límites precisos. Se deja al juzgador la 
valoración al caso concreto. Además de la alarma social y la gravedad 
existen otros elementos a evaluar, como el peligro procesal de fuga, 
comportamiento del procesado, asistencia a todas las audiencias. 
Cotrina. Sí. La situación de la medida, es un supuesto objetivo que permite 
advertir sin atisbos que contra el condenado nunca existieron elementos 
graves y fundados que lo vincularan al delito y, asimismo, el peligro de 
fuga sería inexistente 
Gutiérrez U. A mi criterio, pueden tramitar, pero, no debería ser concedido. 
Alva. Deberían, previo análisis de cada caso en concreto, cuando no se 
exceden los 4 años de pena. 
Sánchez. No, ya que tendrían que evaluarse los hechos y su afectación al bien 
jurídico, así como el daño a la víctima. 
Albuquerque. No, por cuanto para que se conceda la suspensión de la ejecución de la 
pena, corresponde analizar la naturaleza del delito. 
Reaño. Debería darse en delitos cuyos bienes jurídicos no generen una alarma 
social, sin embargo, en la praxis judicial se han dado en caso donde se 
han lesionado bienes jurídicos. 
Gutiérrez C. Si, este derecho o beneficio puede ser tramitado por quien se crea tener 






Pese a haber discordancia en las opiniones de los entrevistados especialistas, 
dado que la norma procesal no señala límites precisos, ni prohíbe su 
tramitación en el caso de los delitos que generan alarma social y que afectan 
gravemente el bien jurídico protegido, la mayoría coinciden en que es 
necesario analizar la naturaleza del delito y sus efectos en el bien jurídico 
como en la víctima, pues si se está ante un caso grave, de alarma social, un 
violador o un asesino en serie, la sociedad espera que no permanezca entre 
los suyos, por eso no sería posible que acceda a una suspensión de la pena. 
Pero si el delito es leve, podría proceder. En tal sentido, al no haber un criterio 
uniformizado se pueden presentar diferentes situaciones acerca de este 
aspecto para la procedencia de la suspensión de la ejecución provisional de 




Tabla 12.  
Subcategoría 2.- Gravedad del delito: ¿Importa el quantum de la pena 
impuesta para tramitar la suspensión de la ejecución provisional de la pena? 
¿Por qué? 
Especialista Respuestas 
Pereda. El quantum de la pena, es un elemento importante que debe valorarse 
pero que no impide la solicitud de la suspensión de la ejecución 
provisional. Si el quantum de la pena es alto, no impide un 
pronunciamiento positivo para la suspensión.  
Cotrina. Considero que, mayor objetividad, para el tema de la suspensión o no, 
que el límite sea en base al delito y en relación a su pena mínima, antes 
que el quantum de la pena concreta impuesta. 
Gutiérrez U. Si, porque en base al quantum se mide la gravedad o naturaleza del 
delito. 
Alva. Hay casos en que se ha condenado a penas graves y se ha concedido. 
Sánchez. Si importa, ya que se aplica esta figura cuando la pena no sea mayor a 4 
años.  
Albuquerque. No, debido a que la norma procesal art. 402 no establece un quantum. 
De esta forma, si la sentencia no ha quedado firme, no existe ni debe 
existir un quantum mínimo de pena impuesta para tramitar una 
suspensión provisional de la pena efectiva 
Reaño. Si importa, porque deberían establecerse una serie de delitos que 
protegen bienes jurídicos de mayor valor para los cuales no deberían 
permitirse esta figura jurídica. 






La mayoría de entrevistados convienen en que acerca de la importancia del 
quantum de la pena impuesta para tramitar la suspensión de la ejecución 
provisional de la pena debe efectuarse en función de las características del 
delito. Pese a que, la norma procesal, en su artículo 402, no establece un 
quantum, gran parte de los entrevistados aduce que debe valorarse la 
importancia del mismo para poder determinar la gravedad de la pena 
impuesta, lo cual constituye uno de los presupuestos para que el juez dicte la 




Tabla 13.  
Subcategoría 2.- Peligro de fuga: ¿Es posible el análisis del peligro de fuga, 
para los sentenciados en libertad, cuando este presupuesto se ha enervado 
en la prisión preventiva? ¿Por qué? 
Especialista Respuestas 
Pereda. Si es posible, porque el peligro procesal que se analizó en la prisión se 
fundamentó en el momento que esta fue dictada. Se pueden presentar 
varias situaciones que deben ser analizadas sin sujetarse a un 
pronunciamiento como es el de prisión preventiva 
Cotrina. Corresponde al juzgador verificar si el riesgo cero por comparecencia 
simple, se incrementó durante el juzgamiento, en un nivel de intensidad 
grave, aunado a la pena impuesta. 
Gutiérrez U. Porque la situación ha variado al tener ya una condena, con una pena 
elevada y se hace presumible que puede eludir la acción de la justicia. 
Alva. Se entiende que, si se han sentenciado y estaban en libertad, no habían 
requerido necesariamente, prisión preventiva. 
Sánchez. Sí, es posible el análisis del peligro de fuga, en casos condenados, para 
garantizar el cumplimiento de la sentencia. 
Albuquerque. Si, es posible. El sustento es que, para analizar el peligro de fuga de un 
preso preventivo, es necesario que se plantee la cesación por parte del 
procesado 
Reaño. Si debería darse también un análisis sobre el peligro de fuga 
ya existiría una sentencia condenatoria de la cual se estaría solicitando 
la ejecución provisional de la pena. 
Gutiérrez C. Sí, al señalar que el Juez Penal debe de realizarlo al momento de resolver 






La totalidad de los entrevistados concuerdan en que, si es posible el análisis 
del peligro de fuga, para los sentenciados en libertad, cuando este 
presupuesto se ha enervado en la prisión preventiva, pero el análisis resulta 
menos riguroso, por cuanto se tiene por acreditado que existe peligro de fuga, 
corresponde entonces, que se pruebe o acredite que el peligro de fuga a 
desaparecido, ello siempre que el condenado lo refute. Además, deberían 
evaluarse diferentes criterios con filtros básicos para poder obtener 
resoluciones sobre esta figura jurídica debidamente motivadas a fin de que 
exista uniformidad en los criterios de su aplicación y para poder contribuir a la 




4.2. Resultados del focus group 
La técnica de focus group, posibilitó desarrollar generar una conversación o 
debate sobre los criterios para aplicar razonablemente la suspensión 
provisional de ejecución de la pena, para lo cual se precisó de la intervención 
de un moderador. A partir de esta técnica se construyeron significados de 
importancia para comprender las categorías de estudio de acuerdo a las 
distintas ópticas de los participantes, posibilitando establecer un consenso o 
conclusión final acerca de las categorías estudiadas.  
Tabla 14. 
Participantes involucrados en el desarrollo del focus group. 
Participante Grado académico 
Teatino Ticlio, Wilder (Investigador) 
 Abogado 
 Mg. en Gestión Pública. 




Dr. Carlos Honores Yglesias 
 Doctor en Derecho.  
 Magister en derecho penal y ciencias criminológicas. 
 Magister en Derechos Humanos. 
 Docente universitario en derecho penal. 
 
Dr. Ricardo Gutiérrez Cornelio 
 Abogado especialista en penal 
 Maestría en Derecho Penal. 
 Estudios concluidos de Doctorado en Derecho 
 Juez supernumerario penal de la Corte Superior de 
Justicia de la Libertad. 
 
Dr. Abel Esthip Pereda Calderón 
 Defensor Público en el NCPP de la Dirección 
Distrital de la Defensa Pública y Acceso a la Justicia 
de La Libertad. 
 Maestría en Derecho Penal – UPAO 
 
Dr. Joan Manuel Balladares Correa 
 Fiscal Adjunto Titular de la Segunda Fiscalía 
Provincial Penal Corporativa de Trujillo. 
 Maestría en Derecho Constitucional – UNT 




Dr. Carlos Alberto Cotrina Vargas 
 Abogado Penalista. 
 Maestría en Derecho Penal y Ciencias 





4.2.1. Preguntas formuladas a los expertos en el focus group 
 
A. Respecto de los criterios para aplicar razonablemente la suspensión 
provisional de ejecución de la pena 
1. En función de la sentencia condenatoria efectiva 
 
 ¿Le parece atendible que un condenado a pena leve pero efectiva 
no pueda acceder a suspensión provisional de la ejecución de la 
pena, mientras que otros condenados en libertad a penas efectivas 
y elevadas si puedan hacerlo? ¿Por qué? 
2. En función de la naturaleza del delito 
 ¿Considera Ud. que debería restringirse o derogarse la suspensión 
de la ejecución provisional de la pena para ciertos delitos? ¿De ser 
así que delitos? 
3. En función al quantum de la pena 
 ¿Considera Ud. que debe existir un límite numérico de la pena 
impuesta para acceder a la suspensión provisional de la ejecución 
de la pena? De ser así ¿cuál sería el límite? 
4. En función al peligro de fuga 
 ¿Debe analizarse el peligro de fuga para un condenado privado de 
libertad o para el que no lo está, de similar manera? Fundamente. 
 
B. Respecto de la suspensión provisional de ejecución de la pena 
1. En función de la sentencia condenatoria efectiva 
 ¿Es necesaria la expedición de una sentencia condenatoria 
efectiva, total o parcial, para solicitar la suspensión provisional de 
la ejecución de la pena? ¿Por qué? 
2. En función del recurso impugnatorio 
 ¿Es necesario la sola presentación del recurso impugnatorio, o que 
éste sea admitido, para acceder a la tramitación para la suspensión 
de la ejecución provisional de la pena? ¿Por qué? 
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3. En función a la naturaleza del delito 
 ¿Los delitos que generan alarma social y afectan gravemente el 
bien jurídico protegido, pueden tramitar la suspensión de la 
ejecución provisional de la pena? Fundamente. 
5. En función al quantum de la pena 
 ¿Importa el quantum de la pena impuesta para tramitar la 
suspensión de la ejecución provisional de la pena? ¿Por qué? 
6. En función al peligro de fuga 
 ¿Es posible el análisis del peligro de fuga, para los sentenciados 
en libertad, cuando este presupuesto ha sido enervado en la prisión 




4.2.2. Respuestas a las preguntas formuladas en el focus group 
 
A. Sobre los criterios para aplicar razonablemente la suspensión 
provisional de ejecución de la pena 
a) ¿Le parece atendible que un condenado a pena leve pero efectiva 
no pueda acceder a suspensión provisional de la ejecución de la 
pena, mientras que otros condenados en libertad a penas efectivas 
y elevadas si puedan hacerlo? ¿Por qué? 
Consideramos que debe regir el principio de proporcionalidad en razón 
que la suspensión provisional de ejecución de la pena al ser excepcional 
debe abarcar a todos los sentenciados sean que se encuentren en 
libertad o privados de ella antes de la sentencia conforme lo señala el 
artículo 418 del Código Procesal Penal que contradice el artículo 402 de 
la misma norma. 
Asimismo, atendiendo a dicho principio si bien dada la gravedad del 
delito y la pena impuesta debe ser factores que limiten o restringen la 
procedencia de la suspensión provisional de ejecución de la pena, no 
obstante, ello dependerá de las circunstancias del caso concreto.  
b) ¿Considera Ud. que debería restringirse o derogarse la suspensión 
de la ejecución provisional de la pena para ciertos delitos? ¿De ser 
así que delitos? 
La excepción de la suspensión provisional de ejecución de la pena debe 
extenderse solo a aquellos delitos que no generen gravemente los bienes 
jurídicos y generen alarma social, si bien ello colisiona con el principio de 
igualdad sin embargo no existe derecho ni garantía absoluta. Siendo 
importante las circunstancias de la comisión del ilícito penal que deberá 
valorar el magistrado- 
c) ¿Considera Ud. que debe existir un límite numérico de la pena 
impuesta para acceder a la suspensión provisional de la ejecución 
de la pena? De ser así ¿cuál sería el límite? 
Dada la excepción de la suspensión provisional de ejecución de la pena 
debe limitarse o restringirse para aquellas sentencias con penas 
elevadas, debiendo establecerse un límite numérico para su procedencia, 
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las misma que podría ser la pena de 10 años atendiendo que dicho límite 
ha sido considerado en las nuevas figuras penales y de ejecución penal 
prevista en los decretos legislativos N° 1513 y 1514 como son la remisión 
de pena, conversión de pena y vigilancia electrónica.  
No obstante, ello dependerá de la circunstancia de cada caso concreto. 
d) ¿Debe analizarse el peligro de fuga para un condenado privado de 
libertad o para el que no lo está, de similar manera? Fundamente. 
Debe analizarse de manera distinta en razón que respecto del 
sentenciado en libertad ello ya ha sido evaluado al resolverse la medida 
cautelar, caso contrario al sentenciado con prisión preventiva que no se 
desvaneció el peligro de fuga y por ello se encuentra privado de su 
libertad, debiendo en este último caso demostrar si en el plazo posterior 
a la prisión y expedición de sentencia ha adjuntado documentos que 
acrediten la ausencia del peligro de fuga. 
Asimismo, debería extenderse como presupuesto de fondo el peligro 
procesal que es más amplio que el peligro de fuga, ello en razón que hay 
conductas de los procesados de entorpecer la actividad probatoria para 
obtener resoluciones favorables. 
B. Sobre la suspensión provisional de ejecución de la pena 
a) ¿Es necesaria la expedición de una sentencia condenatoria efectiva, 
total o parcial, para solicitar la suspensión provisional de la 
ejecución de la pena? ¿Por qué? 
Existe la necesidad de la existencia de una sentencia condenatoria 
efectiva total, donde se establezca la valoración de la prueba personal y 
conjunta como también la responsabilidad del sentenciado, razón por el 
cual no es posible solicitar sin la existencia previa de la sentencia. Ello 
sin embargo en modo alguno impide que el juez se pronuncie de oficio 




b) ¿Es necesario la sola presentación del recurso impugnatorio, o que 
éste sea admitido, para acceder a la tramitación para la suspensión 
de la ejecución provisional de la pena? ¿Por qué? 
La sola presentación de la solicitud de la suspensión provisional de 
ejecución de la pena no es suficiente, sino que es necesario que el 
recurso de apelación de la sentencia haya sido admitido, incluso cuando 
el juez le conceda de oficio, la suspensión estará supeditado a la 
presentación y/o admisión del recurso impugnatorio de apelación de la 
sentencia.   
c) ¿Los delitos que generan alarma social y afectan gravemente el bien 
jurídico protegido, pueden tramitar la suspensión de la ejecución 
provisional de la pena? Fundamente. 
Al ser la suspensión provisional de ejecución de la pena la excepción a 
la norma general debe existir restricciones o prohibiciones para delitos 
que generen alarma social y afecten gravemente los bienes jurídicos 
protegidos. Sin embargo, ello dependerá de las circunstancias de cada 
caso concreto.  
d) ¿Importa el quantum de la pena impuesta para tramitar la suspensión 
de la ejecución provisional de la pena? ¿Por qué? 
Deberían limitarse para aquellos delitos cuya sentencia es elevada o 
superior de 10 años, que si bien podría afectar el derecho a la igualdad 
se puede entender a la naturaleza excepcional de la suspensión 
provisional de ejecución de la pena. Sin embargo, ello dependerá de las 
circunstancias de cada caso concreto  
e) ¿Es posible el análisis del peligro de fuga, para los sentenciados en 
libertad, cuando este presupuesto ha sido enervado en la prisión 
preventiva? ¿Por qué? 
Durante todo el proceso y, en caso del sentenciado en primera instancia 
le asiste el principio de presunción de inocencia, por tanto, se requiere 
que se le trate como tal. En consecuencia, debe volverse analizar los 




4.3. Resultados del análisis documental 
El análisis documental, posibilitó brindar documentación probatoria pertinente 
acerca de los criterios para aplicar razonablemente la suspensión provisional 
de ejecución de la pena, evidenciando que se tratan de resoluciones 
contradictorias en materia de la suspensión provisional de la ejecución de la 
pena en el distrito judicial de La Libertad. 
Tabla 15. 
Resoluciones que resuelven infunda la suspensión de la ejecución provisional 
de la pena. 
Casos Fundamento 
- Expediente N°: 2428 – 2014 
 
- Segunda Sala Penal de la CSJLL 
 
- Sentenciado: Saúl Cruz Espinoza 
 
- Delito: Abuso de autoridad  
 
- Fecha de Resolución: 14/12/2018 
Fundamento: La Sala Penal no obstante ser 
la pena de 1 año privativa de libertad efectiva 
rechazó la petición de suspensión provisional 
de ejecución de la pena señalando que trata 
de un hecho grave donde el comportamiento 
del sentenciado que tiene la calidad de 
funcionario público quien está a cargo de los 
internos del centro penitenciario del milagro 
siendo su proceder apoderarse del dinero de 
los medicamentos del interno que regresaba 
del centro de salud al realizarse la revisión 
corporal. 
 
- Expediente N°: 607 – 2017 
 
- Segunda Sala Penal de la CSJLL 
- Sentenciado: Ofronio Wilfredo Quesquén 
Terrones  
 
- Delito: Negociación Incompatible   
 
- Fecha de Resolución: 26/12/2017 
Fundamento: Se consideró el quantum de la 
pena impuesta y la pena probable a imponer 
no podría ser inferior a 04 años de pena 
privativa de libertad y no tendría el carácter de 
suspendida. 
Asimismo, se debe considerar que frente a las 
circunstancias de mantenerse una privación 
de la libertad se genera un alto grado de 
probabilidad del peligro procesal en la 
modalidad de fuga, siendo previsible que se 
mantenga oculto. 
Asimismo, se hace referencia a la naturaleza 
del delito que es de trasgresión de la 
trasparencia en el desempeño de la 
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administración pública, donde existe ya una 
doble reprochabilidad en la conducta del 
funcionario público y precisamente si bien la 
pena no es tan alta, sin embargo, es una pena 
grave. Se resuelve de manera unánime 
declarar infundada  
 
- Expediente N°: 933 – 2018-62  
  
- Primera Sala Penal de la CSJLL 
 
- Sentenciado:  Daniel Marcelo Jacinto.  
 
- Delito: Negociación Incompatible 
- Fecha de Resolución: 05/01/2021. 
Fundamento: El órgano jurisdiccional superior 
precisa que el cumplimiento provisional de la 
sentencia es la regla general y la excepción, 
su suspensión, la misma que requiere de 
algunas circunstancias cuando el hecho no es 
de suma gravedad y del análisis de la 
sentencia exista graves violaciones a 
derechos procesales que impliquen una 
nulidad de la sentencia. 
Al respecto el hecho imputable consistente en 
interesarse en contratos en época de 
catástrofes naturales constituye un hecho 
grave, así como también la calidad de los 
autores al ser funcionarios públicos le da una 
especial gravedad al hecho por lo debe 
ejecutarse provisionalmente la sentencia. 
 
- Expediente N°: 4230-2017-49 
 
- Tercer Juzgado Penal Colegiado de 
Trujillo 
 
- Sentenciado: Cesar Augusto Bocanegra 
Agreda 
 
- Delito: Asesinato 
 
- Fecha de Resolución : 28/01/2020 
Fundamento: Conforme el artículo 402° del 
C.P.P., el cual brinda dos opciones para la 
ejecución de sentencia (…) lo que se le 
atribuye al sentenciado es un delito grave de 
homicidio calificado. 
 
En mérito al principio de inmediación y de la 
actividad probatoria desarrollada en el juicio 
oral donde deciden si suspenden los alcances 
de su fallo hasta que la resolución haya 
adquirido firmeza, lo cual no ha ocurrido en 
este caso, pues se ha considerado que a 
efectos de preservar los fines del proceso ha 
dispuesto las órdenes de captura para el 
sentenciado a pena efectiva, generando la 
obligación de acatar lo decidido. 
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El recurrente estuvo vinculado al proceso con 
mandato de comparecencia con restricciones, 
sin embargo, a la fecha su situación jurídica 
ha variado pues ha pasado a tener la 
condición de sentenciado y si bien es cierto 
busca preservar su libertad, se encuentra 
sustraído a la acción de justicia pese a que se 
ha garantizado su derecho de defensa a la 
doble instancia, por tanto este colegiado 
considera que no se presenta una 
circunstancia especial que amerite la 




Resoluciones que resuelven fundada la suspensión de la ejecución provisional 
de la pena. 
Casos Fundamento 
Expediente N°: 3198 – 2014 
Segunda Sala Penal de la CSJLL 
Sentenciado  : Tandaypan Portilla 
Bianca Nataly.  
Delito               : Delito Contra el 
Patrimonio  en la modalidad de 
receptación agravada.  
Fecha: 10.11.2016. 
Fundamento: La sala considera que, 
el presente caso se cumple los 
presupuestos del artículo 402° inciso 
2 del CPP, en el sentido de que, la 
naturaleza del hecho no resulta grave, 
se trata de una receptación y la 
imputación es haber encontrado en su 
domicilio una motocicleta susceptible 
de hurto previo y tampoco existe 
peligro de fuga, además la prognosis 
es favorable para imponer la primera 
condena. Asimismo,  ha venido 
concurriendo en sede de investigación 
preparatoria y a juicio oral en ese 
sentido la sala considera que en el 
presente caso debe optarse por 
suspenderse la inmediata ejecución e 
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imponerse las restricciones previstas 
en el artículo 288°. 
Expediente N°: 295-2008-81 
Primera Sala Penal de la CSJLL 
Sentenciado   : Elidio Espinoza 
Quispe. 
Delito: Homicidio Calificado. 
Fecha: 16.09.2019. 
Fundamento: El Art. 418° del Código 
Procesal Penal, dispone la 
suspensión provisional de la ejecución 
de la condena e impone reglas de 
conducta. 
La condena del absuelto en el 
presente caso, de ser impugnada, 
abrirá la necesidad de garantizar el 
derecho que tiene toda persona, a que 
su primera condena sea revisada a 
través de un recurso amplio, conforme 
las exigencias constitucionales y 
convencionales. Habiendo omitido el 
legislador hasta ahora, hacer la 
modificación legal, corresponde a los 
jueces no dejar de administrar justicia 
por vacío o deficiencia de la ley.  En 
tanto a ello se produzca, el colegiado 
Superior considera que no se puede 
ejecutar provisionalmente esta 
primera condena, pues para ello se 
requiere del doble conforme, así lo 
estipula el Código Procesal Penal al 
señalar que la sentencia se ejecuta 
cuando se confirma en segunda 
instancia, lo que aún falta verificar en 
el presente caso. 
En efecto, de ejecutar esta primera 
sentencia, faltando aun su revisión por 
el superior jerárquico, y sin que aún 
quede firme se estaría ejecutando la 
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pena cuando el proceso aun no es 
firme, y se violaría el derecho a la 
presunción de inocencia previsto en el 
Articulo II, concordante con el Articulo 
X del título Preliminar del Código 
Procesal Penal. Por ello, la decisión 
de suspender la ejecución de la 
condena, es una facultad discrecional 
prevista en el Código Procesal Penal, 
compatible con los principios 
constitucionales ya señalados, que, 
en el presente caso, por su especial 
naturaleza y conducta procesal de los 
imputados, resulta perfectamente 
procedente. 
 
Expediente N°: 1623-2019-49. 
Tercera Sala Penal de la CSJLL 
Sentenciado   : María del Pilar 
Aramburu Alvarado. 
Delito: Homicidio Calificado  
Fecha: 24.02.2020 
 
Fundamento: Existe un 
pronunciamiento de condena en 
análisis de prueba indiciaria que tiene 
como punto neutral a decidirse en su 
oportunidad el hecho de que el 
principal sindicador de la participación 
de los hoy condenados en esta causa 
se ha desentendido de sus palabras 
iniciales y no las han sostenido en el 
tiempo, es verdad, que pueden 
haberse leído las declaraciones en 
etapas anteriores, haberse 
contrastado sus declaraciones 
preliminares, pero es parte de la 
posibilidad de debate a fin de 
incorporar como válida y como 
información de calidad una u otra 
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declaración, pero seguimos aún en el 
limbo de la decisión que aún no se 
toma y por lo tanto los señores aún 
siguen siendo inocentes, en tanto no 
existe firmeza.   
La naturaleza de este caso, aun es 
débil y eso lo corrobora el hecho de 
que el peligro de fuga, hasta donde 
dos prisiones preventivas han sido 
desestimadas y eso ya nos da una luz 
respecto de la todavía indecisión en 
este caso respecto a este tema. 
Respecto de la gravedad ya todos 
conocemos, incluso el Acuerdo 
Plenario N° 01-2019 así lo reitera de 
que la simple gravedad de la pena no 
constituye un elemento suficiente para 
señalar que existe peligro de fuga, por 
tanto, el artículo 402.2 y el 418.2 le 
dan las perfectas facultades a esta 
Sala penal Superior de apelaciones 
para declarar fundada la suspensión   
de ejecución provisional de la pena. 
 
- Expediente N°: 4707 -2016-91 
 
- Octavo Juzgado Penal 
Unipersonal Especializado en 
Delitos de Corrupción de 
Funcionarios de La Libertad. 
 
- Sentenciado: Segundo Santos 
Jara Llanos 
Fundamento: Respecto de los 
acusados Victor Humbeto Alarcón 
Vidal, José Wilfredo Sánchez Díaz y 
Segundo Santos Jara Llanos, se 
suspende la afectividad de la 
condena, mientras se resuelva el 
recurso de apelación, en caso de ser 
presentado, o en todo caso, la 




- Delito: Cohecho Pasivo Propio  
 
- Fecha: 31/07/2018 
 
presente sentencia quede consentida 
y/o ejecutoriada, imponiendo a 
procederle reglas de conducta en 
razón que han venido concurriendo en 
forma continua a las audiencias de 
juicio, desvirtuándose el peligro de 
fuga. 
 
Triangulación de resultados de entrevistas, focus group y análisis 
documental. 
En el trabajo presente, se aplicó como técnicas a la guía de entrevista, el focus 
group y el análisis documental, a efectos de analizar los criterios para aplicar 
razonablemente y su repercusión en la aplicación de la suspensión provisional 
de ejecución de la pena del Distrito Judicial La Libertad, 2021. La triangulación 
















Nota: Elaboración propia. 
Triangulación de resultados 
de entrevistas, focus group 
y análisis documental sobre 
los criterios para aplicar 
razonablemente y su 
repercusión en la aplicación 
de la suspensión provisional 
de ejecución de la pena del 








Al haberse efectuado la triangulación de datos, con las técnicas pertinentes, 
se adscribe que debe regirse el principio de proporcionalidad en razón que la 
suspensión provisional de ejecución de la pena al ser excepcional debe 
abarcar a todos los sentenciados sean que se encuentren en libertad o 
privados de ella antes de la sentencia conforme lo señala el artículo 418 del 
Código Procesal Penal que contradice el artículo 402 de la misma norma. 
Asimismo, atendiendo a dicho principio si bien dada la gravedad del delito y 
la pena impuesta debe ser factores que limiten o restringen la procedencia de 
la suspensión provisional de ejecución de la pena, no obstante, ello dependerá 
de las circunstancias del caso concreto.  
Además, la suspensión provisional de la pena, viene manejándose tan 
discordantemente el tema de la suspensión provisional de la ejecución de la 
pena, por lo que, se estaría incurriendo a una vulneración a la seguridad 
jurídica que debe existir en el ordenamiento jurídico. Por ello, al existir 
resoluciones contradictorias, debería uniformizarse criterios para poder tener 
resoluciones debidamente motivadas, sin que existan vulneraciones a 
diferentes derechos de los recurrentes. Esto, considerando que, el Código 
Procesal Penal tiene deficiencias, ya que en muchos casos no existe la 
definición de la naturaleza jurídica, y en el caso del art. 402 establece “el juez 
podrá optar” por su inmediata ejecución o imponer reglas de conducta, 
“atendiendo a la naturaleza, gravedad, o peligro de fuga”; es decir, la norma 
procesal faculta al juez que atendiendo a casos graves, puede optar por su 
ejecución provisional, ello debe entenderse para casos muy graves, donde 
resulte evidente un peligro de fuga. Estas deficiencias se han corroborado con 
la falta de uniformidad con la cuales se aplicaron las sentencias en los 
expedientes analizados mediante el análisis documental.  
 
 4.4. Discusión 
La investigación se tuvo como objetivo general analizar los criterios para 
aplicar razonablemente y su repercusión en la aplicación de la suspensión 
provisional de ejecución de la pena del Distrito Judicial La Libertad, 2021. 
Entre los principales hallazgos referidos a los criterios para aplicar 
razonablemente, los especialistas consideran que debe regir el principio de 
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proporcionalidad en razón que la suspensión provisional de ejecución de la 
pena al ser excepcional debe abarcar a todos los sentenciados sean que se 
encuentren en libertad o privados de ella antes de la sentencia conforme lo 
señala el artículo 418 del Código Procesal Penal que contradice el artículo 
402 de la misma norma. Asimismo, atendiendo a dicho principio si bien dada 
la gravedad del delito y la pena impuesta debe ser factores que limiten o 
restringen la procedencia de la suspensión provisional de ejecución de la 
pena, no obstante, ello dependerá de las circunstancias del caso concreto. 
Estos hallazgos concuerdan con los de Jiménez (2017), quien señala que el 
aplicar la proporcionalidad como un principio, deviene de que la libertad y los 
derechos que son considerados como fundamentales, debería interpretarse 
ampliamente como aquellos principios que, por su volumen y objeto, se 
desarrolla en mayor posibilidad, de acuerdo con los supuestos fácticos y 
jurídicos que son establecidos en un sentido contrario. Por tal motivo, resulta 
legítimo el accionar al ejercer el control constitucional de la ley penal, a efecto 
de evitar excesos en la determinación de la tipología de la pena y la sanción 
impuesta, así como la protección ineficiente de otros derechos fundamentales. 
Caso similar ocurre con Caro (2006), quien refiere que la suspensión de la 
ejecución de la pena condicional (distinta a la suspensión provisional de 
ejecución de la pena) es una facultad discrecional del juzgador, la misma que 
debería aplicarse con cautela y prudencia, conforme a las características 
jurídicas de cada caso, teniéndose en consideración aquellos criterios como 
la naturaleza del ilícito penal, sus propiedades y sus modalidades. 
De la misma manera, Alfaro (2014) concluye que el principio de 
proporcionalidad cobra relevancia, siempre y cuando se acepte que no existan 
derechos absolutos, considerando que cada derecho es contrario a su propia 
limitante; por tanto, la proporcionalidad intacta los requisitos y la forma que 
conllevan a la limitación del derecho, cuyo propósito es tutelar el derecho 
fundamental. Conviene mencionar que, ante una petición de afectación de los 
derechos fundamentales, como constituye la presunción de inocencia y 
libertad ambulatoria, se debe analizar de manera exhaustiva el principio 
citado, de tal manera que se atienda a la excepcionalidad de la prisión 
preventiva. Es decir, si bien la sentencia debe ejecutarse, aunque exista 
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recurso impugnatorio, de manera excepcional debe suspenderse su ejecución 
provisional, siendo que para su aplicación debe establecerse criterios para 
aplicar razonablemente que permitan a futuro uniformizar las resoluciones de 
los órganos jurisdiccionales de La Libertad con la finalidad de generar 
predictibilidad en las resoluciones y materializar la seguridad jurídica.  
Asimismo, de forma específica, identificar los criterios para aplicar 
razonablemente en el Distrito Judicial La Libertad, 2021. Entre los principales 
criterios destacados a la luz de la guía de entrevista y focus group, la 
excepción de la suspensión provisional de ejecución de la pena debe 
extenderse sólo a aquellos delitos que no afecten  gravemente los bienes 
jurídicos y generen alarma social, si bien ello colisiona con el principio de 
igualdad sin embargo no existe derecho ni garantía absoluta; además, debe 
limitarse o restringirse para aquellas sentencias con penas elevadas, 
debiendo establecerse un límite numérico para su procedencia, las misma que 
podría ser la pena de 10 años atendiendo que dicho límite ha sido considerado 
en las nuevas figuras penales y de ejecución penal prevista en los decretos 
legislativos N° 1513 y 1514 como son la remisión de pena, conversión de pena 
y vigilancia electrónica. Por otro lado, debería extenderse como presupuesto 
de fondo el peligro procesal que es más amplio que el peligro de fuga, ello en 
razón que hay conductas de los procesados de entorpecer la actividad 
probatoria para obtener resoluciones favorables. Los hallazgos se relacionan 
con los de Urquizo (2020), quien señala que el principio de proporcionalidad 
o ponderación consiste en establecer criterios de carácter material a fin de 
evitar excesos tanto en la creación de la ley como en su aplicación.  El 
principio de proporcionalidad tiene a su vez tres subprincipios: idoneidad, 
necesidad y proporcionalidad en sentido estricto. Además, Zevillano (2018) 
aduce que la aplicación de una medida provisoria, está sujeta a la proporción 
y razonabilidad del delito imputado, teniendo en cuenta que la medida nunca 
puede ser de gravedad mayor de lo que las normas no aplican. De tal manera, 
la prisión momentánea debe ser consignada de manera judicial, permitiendo 
que se contemplen las variables relacionadas. Asimismo, señala que los 
elementos para restringir la libertad ambulatoria deben considerarse el 
principio de proporcionalidad, caso contrario la medida adoptada sería 
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arbitraria o abusivo. Por tanto, respecto de la categoría de criterios para aplicar 
razonablemente estuvieron  dirigidos a establecer circunstancias en virtud del 
principio de proporcionalidad para uniformizar los diversos criterios 
discordantes que se vienen adoptando en la sede del distrito judicial de La 
Libertad respecto de sus presupuestos de forma y fondo de la figura jurídica 
procesal de la suspensión provisional de ejecución de la pena como también 
al principio de presunción de inocencia que es el sustento de la figura jurídica 
procesal materia de investigación. 
En segundo lugar, determinar la aplicación de la suspensión provisional de 
ejecución de la pena en el Distrito Judicial La Libertad, 2021. Los resultados 
muestran que, la sola presentación de la solicitud de la suspensión provisional 
de ejecución de la pena no es suficiente, sino que es necesario que el recurso 
de apelación de la sentencia haya sido admitido, incluso cuando el juez le 
conceda de oficio, la suspensión estará supeditado a la presentación y/o 
admisión del recurso impugnatorio de apelación de la sentencia. Asimismo, al 
ser la suspensión provisional de ejecución de la pena la excepción a la norma 
general debe existir restricciones o prohibiciones para delitos que generen 
alarma social y afecten gravemente los bienes jurídicos protegidos. Sin 
embargo, ello dependerá de las circunstancias de cada caso concreto. Los 
resultados concuerdan con los de Torres (2015), quien aduce que el juez se 
encuentra obligado a desarrollar un juicio de prognosis, utilizando para ello 
criterios valorados de manera legal y establecidos debidamente, a fin de 
motivar la decisión de la suspensión de la ejecución de la pena. Los dos 
criterios primeros de dicha valoración se encuentran referidos al hecho 
ocasionado por el acusado (modalidad y naturaleza), de lo que el juez deduce 
si se suscita la debida inclinación a la comisión del delito. Además, 
complementa Velásquez (2020), que si bien el Código Procesal Penal prevé 
la posibilidad de ejecutar provisionalmente la sentencia condenatoria; sin 
embargo, afirmando el principio a la presunción de inocencia y valiéndose del 
fin y sentido de la coerción procesal penal resulta absolutamente necesario 
imponer la prisión preventiva o la comparecencia, según sea el caso, para 
evitar el peligro que la fuga del sentenciado representa para la efectividad de 
la tutela jurisdiccional, y eventualmente para evitar la prisión cuando es 
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innecesaria. Por tanto, constituye un tema de carácter facultativo y 
discrecional del juez, la aplicación del sistema alterno penal que atienda las 
características del tipo de delito, así como las probabilidades de reincidir en la 
comisión del delito y personalidad del agente (Rojas, 2020). Por tanto, se trata 
de una figura jurídica procesal prevista en el código procesal penal que 
consiste en la facultad discrecional del magistrado de suspender 
provisionalmente la ejecución de la sentencia impuesta con carácter efectiva 
a resultas de la sentencia de segunda instancia en mérito al principio de 
presunción de inocencia que aún subsiste mientas la sentencia no se 
encuentre firme (Castillo, 2020). Dicha figura exige como requisitos: a) 
Sentencia condenatoria efectiva, recurso impugnatorio, y situación jurídica de 
libertad del sentenciado, y b) naturaleza o gravedad del delito y peligro de 
fuga. 
Finalmente, establecer aplicación de criterios para aplicar razonablemente y 
su repercusión en la aplicación de la suspensión provisional de ejecución de 
la pena del Distrito Judicial La Libertad, 2021. La mayoría de los entrevistados 
coincidieron en que no es atendible como viene manejándose tan 
discordantemente el tema de la suspensión provisional de la ejecución de la 
pena, por lo que, se estaría incurriendo a una vulneración a la seguridad 
jurídica que debe existir en el ordenamiento jurídico. Además, al existir 
resoluciones contradictorias, debería uniformizarse criterios para poder tener 
resoluciones debidamente motivadas, sin que existan vulneraciones a 
diferentes derechos de los recurrentes. Esto, considerando que, el Código 
Procesal Penal tiene deficiencias, ya que en muchos casos no existe la 
definición de la naturaleza jurídica, y en el caso del art. 402 establece “el juez 
podrá optar”  por su inmediata ejecución o imponer reglas de conducta, 
“atendiendo a la naturaleza, gravedad, o peligro de fuga”; es decir, la norma 
procesal faculta al juez que atendiendo a casos graves, puede optar por su 
ejecución provisional, ello debe entenderse para casos muy graves, donde 
resulte evidente un peligro de fuga. Los resultados son similares a los de 
Zevillano (2018), quien concluye en la necesidad de realizar modificatoria al 
artículo 464º del Código Penal de Justicia Militar el cual señala que aquellas 
sentencias de carácter condenatorio sólo pueden ser ejecutadas cuando 
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tengan el carácter juzgado. Dicho trabajo de investigación se constituye en el 
único de trabajo de investigación a nivel nacional sobre la suspensión 
provisional de ejecución de la pena y que si bien no aborda la figura prevista 
en nuestra normatividad penal formal si lo hace en la normatividad penal 
castrense. Empero, discrepan de los de Ortiz (2018), que señala la existencia 
una relación significativa entre prisión preventiva, criterios procesales y los 
presupuestos mínimos con la presunción de Inocencia, sin embargo, se indica 
la no existencia de una relación entre la dimensión normativa de servicio del 
Juzgado de Investigación Preparatoria de Pacasmayo, 2018. Por tanto, 
respecto de la gravedad de la pena, consideramos de suma importancia 
establecer criterios para aplicar razonablemente respecto de la gravedad de 
la pena impuesta, ello en virtud del principio de proporcionalidad. Finalmente, 
se considera la necesidad de establecer criterios para aplicar razonablemente 
respecto a la pena impuesta, señalando un límite numérico, pues a mayor 
lesividad del bien jurídico debe corresponder una pena mayor, por ello es 
necesario considerar los límites establecidos en las figuras jurídicas 
procesales y de ejecución penal plasmadas en los D. Leg. Nº 1513 y 1514 de 
conversión de pena, vigilancia electrónica y remisión condicional que 
establecen una pena numérica máxima de 10 años de pena privativa de 
libertad impuesta, las mismas que adoptadas de manera proporcional y 





- El código procesal penal en su artículo 402 inciso 2 prescribe la figura 
jurídica de la suspensión provisional de ejecución de la pena donde se 
establece requisitos de forma y fondo para su concesión, sin embargo, no 
existe uniformidad en las resoluciones judiciales, siendo necesario adoptar 
criterios razonables para generar la predictibilidad de las resoluciones y 
garantizar la seguridad jurídica. 
   
- La suspensión provisional de ejecución de la pena al sustentarse en el 
principio de presunción de inocencia exige una sentencia condenatoria 
efectiva que no haya adquirido firmeza, razón por el cual un criterio 
razonable es la no exigencia antes de la sentencia de la presentación de 
su solicitud, la misma que puede presentarse en primera o segunda 
instancia.  
 
- La suspensión provisional de ejecución de la pena puede concederse de 
oficio o a petición de parte, sin embargo, para su materialización no sólo es 
necesario la interposición del recurso impugnatorio contra la sentencia, 
siendo un criterio razonable que además el recuro haya sido admitido.  
 
- La suspensión provisional de ejecución de la pena exige que el sentenciado 
se encuentre con libertad ambulatoria, dicha exigencia limita a 
sentenciados con penas leves a acceder a la solicitud mientras condenados 
con penas altas si pueden hacerlo, afectando el principio de igualdad, 
siendo un criterio razonable la no necesidad de la libertad ambulatoria del 
sentenciado. 
 
- La suspensión provisional de ejecución de la pena al ser de carácter 
excepcional debe aplicarse para aquellos delitos que por su naturaleza no 
afecten gravemente el bien jurídico protegido y generen alarma social, 
siendo un criterio razonable la prohibición expresa para los delitos aludidos 
en la presente conclusión. 
 
- La suspensión provisional de ejecución de la pena al ser de carácter 
excepcional y facultativa del juez debe restringirse para aquellas sentencias 
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con penas elevadas, siendo un criterio razonable para su aplicación 
aquellas condenas con penas máximas de diez años, al ser dicho límite 
máximo el previsto en las figuras jurídicas de remisión condicional de la 
pena, conversión de pena y vigilancia electrónica previstos en los D. Leg. 
N° 1513 y 1514. 
 
- El peligro procesal prevista en la suspensión provisional de ejecución de la 
pena es de aplicación a los sentenciados en libertad, siendo un criterio 
razonable su extensión para los sentenciados con prisión preventiva, 
debiendo ser nuevamente valorado al momento de resolver y de manera 







Antes de finalizar, deseamos sugerir algunas recomendaciones en base a los 
resultados y las conclusiones a que se llegó luego del presente estudio:  
 
- Promover la capacitación a los operadores jurídicos respecto del trabajo 
de investigación de criterios para aplicar razonablemente la suspensión 
provisional de ejecución de la pena detallando las subcategorías de forma 
y fondo, presunción de inocencia y principio de proporcionalidad como los 
indicadores de  naturaleza situación jurídica del sentenciado, oportunidad 
de presentación de la solicitud, necesidad de admisión del recurso de 
apelación de la sentencia, naturaleza del delito, gravedad de la pena y 
peligro procesal, con la finalidad de promover la predictibilidad de las 
resoluciones judiciales y garantizar la seguridad jurídica.   
 
- Promover la difusión del trabajo de investigación de criterios para aplicar 
razonablemente la suspensión provisional de ejecución de la pena a 
través de ponencias y remisión a los Colegios de Abogados y Cortes 
Superiores de Justicia de La Libertad y del Perú con la finalidad de 
materializarlo en las resoluciones judiciales a efectos de evitar la carga 
procesal y garantizar la seguridad jurídica  
 
 
- Proponer al Congreso de la República, la iniciativa legislativa del proyecto 
de ley vinculado a criterios para aplicar razonablemente la suspensión 
provisional de ejecución de la pena que modifique el artículo 402 inciso 2 
del Código Procesal Penal, con la finalidad de generar predictibilidad en 
las resoluciones judiciales y garantizar la seguridad jurídica. 
 
 
